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Resumen 

En el presente trabajo de investigación se realiza un análisis de las sentencias proferidas por la 

Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, en el marco de sus competencias como 

juez natural de las estructuras paramilitares que se desmovilizaron y acogieron al proceso de paz 

adelantado por el Gobierno Nacional en el mandato del presidente Álvaro Uribe Vélez y que llevó 

a la promulgación de la Ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz. El objetivo es condensar en un 

documento un análisis de tipo cualitativo sobre la correspondencia de las sentencias proferidas 

por dicha jurisdicción a la luz de los estándares internacionales en materia de derechos de las 

mujeres víctimas de violencia sexual. Para esto, se analizan 9 decisiones judiciales de primera 

instancia, a fin de determinar los aportes que Justicia y Paz puede ofrecer a los mecanismos de 

justicia transicional que juzgan casos de violencia sexual contra las mujeres en el marco del 

conflicto armado y si tales sentencias incorporan un enfoque de género que ayude a cumplir con 

las obligaciones internacionales en materia de juzgamiento de este específico tipo de 

criminalidad. 

 

Palabras clave: (violencia sexual, justicia transicional, enfoque de género, justicia y paz)  
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Abstract 

 

JUDGING SEXUAL VIOLENCE AGAINST WOMEN IN TRANSITIONAL JUSTICE 

MODELS: A STUDY OF THE COLOMBIAN CASE IN THE JUSTICE AND PEACE 

JURISDICTION 

 

This research paper analyzes the sentences handed down by the Justice and Peace Chamber of 

the Superior Tribunal of Bogotá, within the framework of its competencies as natural judge of the 

paramilitary structures that demobilized and accepted the peace process carried out by the 

national government during the mandate of former President Álvaro Uribe Vélez, which led to the 

enactment of Law 975 of 2005 or the Justice and Peace Law. The objective of this work is to 

condense in a document a qualitative analysis of the correspondence of the sentences handed 

down by this jurisdiction in light of international standards on the rights of women victims of sexual 

violence, for which nine judicial decisions covering, in order to determine the contributions that 

Justice and Peace can offer to transitional justice mechanisms that try cases of sexual violence 

against women in the context of the armed conflict and whether such sentences incorporate a 

gender approach that helps to comply with international obligations regarding the prosecution of 

this specific type of crime.    

 

Keywords: sexual violence, transitional justice, gender approach, justice and peace
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Introducción 

La presente investigación surge del interés por ahondar en la experiencia de las mujeres 

víctimas de violencia sexual durante los conflictos armados, así como su participación en 

sistemas de Justicia Transicional. Tal como afirman Velásquez (2001, p.453) y Coral (2016, p.6), 

la experiencia de las mujeres durante los conflictos armados constituye un horizonte que el 

discurso jurídico no ha explorado por completo (Coral, 2016, p. 8). La crítica feminista plantea 

que el discurso jurídico está sesgado por la mirada masculina, que define y concibe la violencia 

de una forma determinada, por lo que, la ausencia de la experiencia femenina, en relación con 

las vivencias del conflicto y los daños experimentados, parece perpetuar las causas y silencios 

estructurales que las organizaciones de mujeres y feministas han intentado desinstalar de la 

sociedad (Duby, 1989, p. 25).  

Cuando se revisa la experiencia de las justicias transicionales y tribunales internacionales 

en el juzgamiento de la violencia sexual, se advierte una deuda histórica respecto a la adopción 

de criterios uniformes que decididamente admitan que la violencia sexual en el marco de 

conflictos armados internacionales e internos que afecta principalmente a mujeres y niñas por 

su condición de género (Covelli 2019, p.39). Por ello, deben adoptarse medidas específicas para 

reparar el daño y establecer responsabilidades penales aún en los más altos niveles de dirección 

de las estructuras armadas ilegales y fuerzas regulares que participan en dichos conflictos (Clark, 

2018, p. 5). 

Por lo anterior, la investigación se propone resaltar el lugar central de la Justicia 

Transicional como mecanismo para juzgar la violencia sexual perpetrada por los actores 

armados contra las mujeres en Colombia a partir de la superación de los obstáculos que tanto 

se han criticado a la justicia permanente respecto del enjuiciamiento de este tipo de crímenes 

(Mesa de Seguimiento, 2010), revelando qué elementos de juicio han sido decantados por la 
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jurisdicción de Justicia y Paz en el marco del juzgamiento a estructuras paramilitares que 

integraron el conflicto armado interno colombiano. Estos elementos, como se verá, tienen que 

ver no solo con la definición de los crímenes constitutivos de violencia sexual, sino con 

cuestiones procesales como la valoración de las pruebas que se recolectan en casos de violencia 

sexual y el contexto en el que suceden los crímenes y su incidencia en el reconocimiento de la 

existencia de una violencia estructural en contra de las mujeres colombianas, que en una de sus 

formas más brutales, atraviesa el cuerpo de las mujeres y deja secuelas físicas y psicológicas 

que necesariamente deben ser abordadas en sistemas de justicia transicional (Bernuz y García, 

2015, p. 41). 

Aunque la violencia sexual es una grave violación de los derechos humanos que tiene 

lugar tanto en contextos de paz como de guerra (ONU, 2006, p. 128), la existencia de un conflicto 

armado exacerba su ocurrencia, así como sus efectos, principalmente en contra de mujeres y 

niñas (Corte Constitucional, 2019, p. 15); tanto así que varias organizaciones de derechos 

humanos la han considerado como una táctica de guerra para castigar, humillar y desmoralizar 

al adversario (Oxfam, 2009, p.26). Violencia sexual que, para efectos de este trabajo, se 

entenderá como todo acto violento perpetrado con la finalidad de atentar contra la libertad e 

integridad sexual de las mujeres.; actos violentos que pueden ir desde insinuaciones con 

contenido sexual hasta la penetración de los órganos sexuales femeninos con cualquier objeto. 

Para el caso colombiano, en el que se ha padecido por más de 50 años un conflicto 

armado interno, que en criterio de expertos como Uprimny (2005) y Ávila (2019, p.25) ha sido el 

resultado de profundas desigualdades sociales, se ha evidenciado que las estructuras 

patriarcales y de poder, que históricamente han situado a la mujer en una posición de 

desigualdad y vulnerabilidad, han acentuado los efectos de la guerra respecto de mujeres y niñas 

(Cifuentes Patiño, 2009, p. 167; CNMH, 2017, p. 49). Un ejemplo de lo anterior lo presenta el 

Registro Único de Víctimas, sistematizado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral 

a las víctimas del conflicto armado -UARIV-, que registra que el 50,1% de las víctimas son 
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mujeres. Esto corresponde a una cifra de 4.504.989 colombianas, quienes sufrieron asesinatos, 

desplazamientos, torturas, secuestros, reclutamientos ilícitos, desapariciones forzadas, violencia 

sexual, entre otros crímenes (UARIV, 2018, p.1).  

Dichas cifras son apenas las correspondientes a las denuncias efectuadas ante las 

autoridades administrativas o judiciales. Se estima que el subregistro de víctimas del conflicto 

armado es muy alto a causa de la falta de acceso a los mecanismos de justicia y a la 

estigmatización a la que se ven enfrentadas las víctimas, entre otros factores (CNMH, 2018, p. 

25). Para el caso de las violencias cometidas en contra de las mujeres, estudios de 

organizaciones de mujeres y de víctimas (Vamos Mujer, s.f.; Corporación Sisma Mujer, 2010, 

p.42) visibilizan las causas por las que aún prevalece el temor de aquellas de denunciar los 

hechos que los actores armados perpetraron en su contra.  

Para el año 2015, como parte de una estrategia conjunta de litigio estratégico, varias 

organizaciones de mujeres se unieron para presentar ante la Corte Constitucional algunos casos 

de mujeres que, además de ser víctimas de desplazamiento forzado, habían padecido violencia 

sexual por parte de actores armados. Algunas de estas organizaciones fueron la Alianza 

Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz, el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y 

Sociedad, el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, la Comisión Colombiana de Juristas, 

la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento, la Corporación Casa de la 

Mujer, la Corporación Sisma Mujer, la Liga de Mujeres Desplazadas, la Mesa de Trabajo Mujer 

y Conflicto Armado, el Observatorio Género, Democracia y Derechos Humanos, la Organización 

Nacional Indígena de Colombia y la Ruta Pacífica de las Mujeres (Chaparro Moreno, 2016, p.6). 

Algunos de estos casos le permitieron a la Corte Constitucional visibilizar un contexto 

generalizado de violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes por razones de género; que 

en el marco del conflicto armado interno detonaron en actos de violencia sexual que pasados 

varios años permanecían fuera del cauce judicial. A través del Auto 092 de 2008, la Corte 

Constitucional reconoció que la violencia sexual, como parte de las acciones directas de los 
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actores armados o como consecuencia del desplazamiento forzado, constituía una práctica 

habitual, extendida, sistemática e invisible en el contexto del conflicto armado colombiano (Corte 

Constitucional, Sala Segunda de Revisión, Auto 092/08).  

A pesar del avance que significó el Auto para el reconocimiento del contexto de violencia 

generalizada contra las mujeres y el papel principal de la violencia sexual como método de 

sometimiento en su contra por parte de los actores del conflicto armado interno, pareciera que 

el esfuerzo institucional para lograr un adecuado acceso a la justicia continuó insuficiente. La 

mayor parte de la respuesta institucional ha sido de carácter normativo, sin que haya tenido un 

efecto directo en el goce efectivo de los derechos de las mujeres víctimas de estos delitos 

(Chaparro Moreno, 2013, p. 3). 

Mientras se documentaban los casos objeto de pronunciamiento por la Corte 

Constitucional, que visibilizaron de manera considerable la generalidad con la que se perpetró 

la violencia sexual en el marco del conflicto armado contra mujeres y niñas, se implementaba lo 

relativo al sistema especial de justicia creado con la Ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y Paz. 

Esta ley, considero, se ha constituido como un importante precedente de Justicia Transicional 

en el país, puesto que gracias a ella se establecieron una serie de mecanismos políticos y 

jurídicos, para permitir, por un lado, la reincorporación de los miembros de grupos paramilitares 

desmovilizados, y, por otro, la garantía de los derechos de las víctimas (Artículo 1, Ley 975 de 

2005); a partir de un proceso penal especial a cargo de las Salas de Conocimiento adscritas a 

los Tribunales Superiores de Distrito Judicial de Bogotá, Medellín y Barranquilla.  

A partir del trabajo de dicha jurisdicción, se puede observar que la violencia sexual hizo 

parte de las acciones emprendidas por los grupos paramilitares en Colombia, en algunas 

ocasiones como estrategia de guerra y en otras como un tipo de violencia inscrita en un contexto 

de discriminación contra las mujeres. Por tanto, la judicialización de la violencia sexual 

perpetrada en el marco del conflicto armado interno debe reflejar no solo la gravedad de los 

hechos criminales en concreto, sino además de aquellos delitos que se cometieron paralela y 
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simultáneamente con esta, como las torturas, el desplazamiento forzado, las amenazas, entre 

otros (Tribunal Superior de Bogotá, 2017; CNMH, 2017; Red Nacional de Mujeres et al., 2012). 

Han sido varios los estudios que han citado el proceso implementado con la Ley 975 de 

2005 como un proceso fallido para la garantía de los derechos de las mujeres víctimas de 

violencia sexual, entre ellos los de Builes (2015), Core (2010) y Barbosa (2018). Estos 

mencionan los obstáculos que representó para las mujeres el acceso a las audiencias públicas 

en las que se discutían sus casos, los problemas de seguridad en los territorios luego de sus 

denuncias, entre otros (Ruta Pacífica, 2014, p.25); obstáculos que impidieron un adecuado 

juzgamiento y comprensión de la violencia sexual ocurrida en el marco del conflicto armado 

interno por parte de estructuras paramilitares y que reforzaron la brecha de impunidad que 

subsiste en estos casos (Ruta Pacífica, 2014. p. 27). 

Sin embargo, considero que los estudios no permiten determinar si el análisis allí 

realizado respecto del juzgamiento de la violencia sexual tuvo en cuenta las especiales 

características del proceso judicial. En la mayoría de los casos, las investigaciones se refieren a 

las etapas iniciales de implementación de la Ley de Justicia y Paz (Chaparro, 2016, p. 5). 

Tampoco se realiza un análisis del trabajo de dicha jurisdicción en contraste con las experiencias 

y normatividad internacional existente sobre la materia, que permita sugerir, por ejemplo, la 

superación de análisis jurídicos con ausencia de enfoque de género o de derechos humanos. 

Por ello, es adecuado, además de necesario, determinar si se ha garantizado el derecho 

a la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual, a partir de un estudio de caso del proceso 

adelantando bajo la Ley de Justicia y Paz, a la luz de las macro sentencias que durante los 15 

años de funcionamiento de la jurisdicción han sido proferidas. El objetivo es determinar si las 

decisiones judiciales asumidas por los jueces encargados de proveer justicia para los casos que 

la Fiscalía como titular de la acción penal lleva ante sus estrados, por crímenes constitutivos de 

algún tipo de violencia sexual, atribuibles a estructuras paramilitares que se desmovilizaron y 

acogieron a dicho proceso de transición, han resultado garantes del derecho a la justicia, 
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entendido no solo como el cumplimiento del deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar 

a los responsables de los crímenes, sino además como el derecho a conocer la verdad de lo 

ocurrido (CIDH, 2013, p. 112).  

Uno de los planteamientos de los que parte este trabajo es que la investigación y 

procesamiento de la violencia sexual en contra de las mujeres continúa siendo un enorme reto 

para el sistema de administración de justicia (Humanas, 2017, p.20). Aunque se ha avanzado a 

través de la generación de normas e instancias especializadas creadas para investigar, juzgar y 

sancionar esta práctica, y se han desarrollado distintos instrumentos para mejorar el abordaje 

de los casos de violencia sexual (Fiscalía General de la Nación, 2018), persiste en las víctimas 

y la sociedad la sensación de falta de justicia en este tipo de casos (Serrano, 2020, p.55).  

A propósito de lo anterior, la base de datos mundial sobre violencia sexual -Sexual 

Violence Data Set- (Kay Cohen, 2014, p. 418) señala que de los 129 conflictos armados activos 

que tuvieron lugar entre 1989 y 2009, 14% registraron los niveles más elevados de violencia 

sexual, mientras que en el 43% no se constataron denuncias de violencia sexual. Las cifras 

anteriores permiten advertir que, en eventuales procesos de transición de la guerra a la paz, 

dictadura a democracia o de exigencia colectiva de derechos humanos post atrocidades, será 

necesario contar con herramientas sólidas que, a la luz de experiencias similares, permitan el 

juzgamiento de la violencia sexual desde un enfoque de género y de derechos humanos que 

asegure el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de este tipo de delitos. 

La presente investigación resulta pertinente, porque permite entender las altas tasas de 

violencia sexual que se presentan actualmente a partir del conocimiento de nuestra historia 

reciente, plasmada en las decisiones judiciales que se han encargado de esclarecer el contexto 

en el que ocurrieron cientos de crímenes contra las mujeres en el marco del conflicto armado 

interno. Son los esfuerzos a favor de la memoria y la justicia los que contribuyen a hacer visible 

el problema de la violencia sexual contra las mujeres y a categorizarlo como un grave crimen y 

una violación a los derechos humanos que debe ser erradicada en contextos de paz o de guerra.  
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Al respecto, es importante hacer referencia a los fallos judiciales de los Tribunales 

Penales Internacionales ad hoc, como el Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia 

y el Tribunal Penal Internacional para Ruanda (Furundzija, 1998; Kunarac, 2000), los cuales han 

constituido fuente de obligatoria revisión para los operadores de justicia que manejan casos de 

graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH. Esos mismos fallos han sido 

un referente para aquellos casos en los que se está frente a atrocidades de tipo sexual 

perpetradas en contra de mujeres en el marco de la guerra.  

Pese a que dichos precedentes han constituido un avance significativo para comprender 

la violencia sexual perpetrada en contextos de guerra, han resultado escasos y han revelado la 

dificultad que se presenta a la hora de juzgar crímenes que culturalmente han sido asignados al 

ámbito de lo privado (Bou Franch, 2016 p. 3). Es por eso que la revisión de los fallos judiciales 

proferidos en Justicia y Paz resultan de consulta necesaria, a fin de observar las dificultades allí 

plasmadas y los avances en el esclarecimiento de este tipo de violencia, la forma de sanción y 

las medidas de reparación que deberían ordenarse en favor de las víctimas. 

El tema de la presente tesis se enmarca en el análisis del discurso de las sentencias que 

han sido proferidas por la Sala de Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior de 

Justicia y Paz de Bogotá, en las que se aborda la violencia sexual cometida contra mujeres en 

el marco del conflicto armado, ya sea como patrón de macrocriminalidad, delito subyacente o 

como arte del análisis contextual a cargo de esa jurisdicción, mediante un análisis del discurso 

que se centra en examinar cómo ha sido abordada la violencia sexual del conflicto armado a la 

luz de los estándares internacionales.  

Se seleccionaron las decisiones judiciales de esa Sala de Conocimiento específica, por 

ser la que más sentencias ha proferido a la fecha -40- y porque en dicha instancia se ha juzgado 

a las estructuras paramilitares de mayor envergadura, como el Bloque Central Bolívar, el Bloque 

Vencedores de Arauca, el Bloque Catatumbo y las Autodefensas Campesinas del Magdalena 

Medio. 
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La idea, de acuerdo con la propuesta de investigación, gira en torno a determinar si el 

discurso contenido en las sentencias tiene la tendencia a integrar solo contenido normativo 

sustancial respecto a los derechos de las mujeres víctimas de violencia sexual o si, por el 

contrario, se consagró un reconocimiento explícito de los derechos violentados, los daños 

ocasionados y las medidas de reparación específicas para este tipo de casos.  

El diseño metodológico de la investigación se fundamenta en tres elementos claves. En 

primer lugar, el estudio de las decisiones judiciales seleccionadas, desde la argumentación que 

realizan los jueces de acuerdo a las categorías establecidas en la ficha de análisis del discurso 

(Anexos 1 a 9); en segundo lugar, la identificación de las tendencias de la justicia transicional 

para reconocer la sistematicidad de la violencia sexual en el marco de los conflictos armados 

principalmente en contra de las mujeres; y, por último, un análisis desde el estándar internacional 

de derechos de las mujeres, de los casos objeto de estudio en relación con el reconocimiento de 

las afectaciones propias de la violencia sexual en el cuerpo de las mujeres desde una perspectiva 

feminista.  

El análisis de dichas decisiones judiciales puede contribuir a visibilizar la magnitud de la 

violencia sexual cometida en el marco del conflicto armado interno colombiano, así como a 

evidenciar los retos que implica para la Justicia Transicional darle un tratamiento judicial acorde 

a los estándares internacionales; para fomentar un compromiso real de los funcionarios de 

justicia responsables de garantizar el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia 

sexual en el marco del conflicto armado interno colombiano y que de esta forma lleven a cabo 

investigaciones que cumplan con el estándar de debida diligencia que se exige para este tipo de 

casos. (Rodríguez Peñaranda, 2018, p. 134) 

Sistematizar la experiencia de Justicia y Paz en los últimos años, para la atención de 

casos de violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto armado interno, puede 

brindar una visión general a tribunales homólogos y autoridades judiciales que se enfrenten al 

juzgamiento de esta conducta violenta sobre los retos que se desprenden de juzgar el actuar de 
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los grupos armados ilegales sobre el cuerpo de las mujeres, así como las herramientas que 

pueden habilitar un adecuado abordaje de este particular crimen.   

Con el fin de conocer la experiencia en el juzgamiento de la violencia sexual en la 

jurisdicción de Justicia y Paz, para la vigencia del derecho de acceso a la justicia de las mujeres 

víctimas de violencia sexual, el presente estudio parte del estudio de las sentencias de la SJP-

TSB a la luz de los estándares internacionales que en materia de juzgamiento de la violencia 

sexual han sido adoptados por diversas autoridades internacionales como la Corte Penal 

Internacional, ONU Mujeres y los Tribunales Penales Internacionales ad hoc para la Antigua 

Yugoslavia y Ruanda, buscando establecer si existe una brecha entre las herramientas jurídicas 

a disposición de los jueces y su aplicación efectiva, frente a los principios que garantizan una 

efectiva garantía del derecho a la justicia de las mujeres frente a las distintas manifestaciones 

de violencia sexual. 

Para llevar a cabo esta tarea, se identifican las sentencias de la Sala de Bogotá -SJP-

TSB- en las que se abordó la violencia sexual y se contrastan con los precedentes 

internacionales y las reglas de derechos humanos en materia de derechos de las mujeres 

víctimas en el marco de conflictos armados. Esto, porque pareciera existir un diálogo entre la 

jurisprudencia colombiana y los progresos que se obtienen en el plano internacional atendiendo 

la aplicación por vía de bloque de constitucionalidad de instrumentos internacionales que buscan 

las mejores prácticas judiciales para la protección de los derechos de las mujeres.  

La comparación critica de los pronunciamientos sirve para detectar las tendencias en el 

discurso de los fallos de Justicia y Paz para el juzgamiento de la violencia sexual, para evidenciar 

continuidades y rupturas en la argumentación sobre la violencia sexual contra las mujeres, y para 

identificar las posturas más favorables para los derechos de las mujeres víctimas a partir del 

análisis de los argumentos contenidos en las decisiones judiciales. 

La hipótesis de investigación desde la cual parte la presente investigación es que el 

trabajo de la jurisdicción de Justicia y Paz en el juzgamiento de la violencia sexual cometida 
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contra las mujeres en el marco del conflicto armado interno aporta herramientas de análisis para 

que tribunales homólogos que tengan a su cargo la judicialización de fenómenos sistemáticos y 

generalizados de violencia sexual en contra de las mujeres adopten decisiones judiciales que 

garanticen a las mujeres un efectivo acceso a la justicia, al asegurar el esclarecimiento de la 

verdad, la judicialización -si no de todos- por lo menos de los máximos responsables de los 

crímenes y la adopción de medidas de reparación que opten por transformar la situación de las 

víctimas, a partir de un abordaje que tenga en cuenta las dimensiones de los daños ocasionados 

contra las mujeres desde un enfoque de género.  

Por enfoque de género, se entenderá que se trata de una herramienta de análisis que 

sitúa al juez en el entendimiento de la existencia de una relación histórica de poder desigual 

entre hombres y mujeres, que ha generado una situación de violencia generalizada y sistemática 

contra el género femenino, que necesariamente debe ser analizada a partir de comprender que 

dicha situación de desigualdad propició […] espacios de dominación en los que fue más fácil 

dominar y someter los cuerpos de las mujeres a todo tipo de vejámenes sexuales, sin que 

pudiese haber algún tipo de oposición o denuncia al respecto (Mantilla Falcon, 2013, p. 146). 

Luego del estudio de caso propuesto, se observa en las decisiones judiciales adoptadas 

por los jueces de Conocimiento de la SJP-TSB la adopción de análisis en los que se cita como 

herramienta de argumentación el enfoque de género como una forma novedosa de abordar el 

asunto; en tanto que decisiones con una magnitud similar, proferidas en instancias 

internacionales como el tribunal de Tokio con el caso de las Comfort Women (Womens Initiative, 

2017, p. 8), presentan falencias en el análisis de la violencia sexual y sus implicaciones para la 

cotidianidad de las mujeres, que en los fallos judiciales de Justicia y Paz parecieran haber sido 

de alguna manera superadas.  

El análisis del discurso de las decisiones judiciales tiene lugar desde un enfoque 

cualitativo que aborda la relación entre las sentencias de Justicia y Paz y el acceso al derecho a 

la justicia por parte de las víctimas según los estándares internacionales de Derechos humanos 
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y DIH, teniendo en cuenta las siguientes variables: tipología de crímenes sancionados, análisis 

de prácticas desplegadas por la estructura paramilitar, órdenes impartidas, abordaje del hecho 

violento y número de responsables condenados. 

A partir de la hipótesis planteada, la pregunta de la investigación se plantea de la 

siguiente manera: ¿Las decisiones de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, 

en las que se ha judicializado la violencia sexual en el marco del conflicto armado interno, han 

contribuido a la satisfacción del derecho a la justicia de las mujeres a la luz de los estándares 

internacionales de Derechos Humanos y DIH?  

El objetivo principal de resolver esa pregunta, además de conocer cuál ha sido el trabajo 

asumido por la SJP-TSB en el marco de sus funciones en lo que tiene que ver con el 

esclarecimiento del fenómeno paramilitar en el país y sus impactos diferenciados para las 

mujeres, como un ejercicio de memoria necesario; es realizar un análisis crítico que permita 

identificar cuál ha sido el aporte de las sentencias proferidas por la jurisdicción de Justicia y Paz 

a la garantía de acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia sexual en el marco 

del conflicto armado interno. Esto se consigue al identificar si dichos análisis se acompasan con 

los estándares internacionales fijados para el juzgamiento de la violencia sexual por el derecho 

internacional de los derechos humanos y el DIH.  

Dicho análisis se centra principalmente en lo que tiene que ver con la identificación de 

las causas, la explicación de sus consecuencias y la determinación de las responsabilidades 

penales respectivas, entendiendo que no basta con proferir una sentencia condenatoria, si en 

ella no se aborda integralmente la violencia sexual, los daños padecidos por las mujeres y la 

afectación que sobre su cotidianidad significó haber sufrido violencia sexual. Esta cuestión, 

desde la perspectiva feminista (Coral, 2016, p. 57), no permite adoptar medidas que garanticen 

la no repetición de los hechos, ni la verdad plena sobre lo ocurrido, como derechos de los que 

son titulares las víctimas del conflicto armado interno.  
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A partir del análisis de dichas decisiones judiciales, se identifican algunos elementos que 

aportan al juzgamiento de la violencia sexual de una manera que responda a los estándares 

internacionales al respecto. A partir de ellos, se construye una propuesta que enlista algunas de 

las prácticas criminales desplegadas por las estructuras paramilitares para violentar sexualmente 

a las mujeres, para construir un marco de argumentación que parte por explicar este fenómeno 

como una conducta cometida de manera generalizada y sistemática en contra de las mujeres, 

no solo por su condición de género, sino muchas veces por sus lugares de liderazgo en las 

comunidades (CNMH, 2017, p.292). 

Una vez identificadas las prácticas violentas de las estructuras paramilitares de acuerdo 

con las decisiones judiciales analizadas, la propuesta se centra en establecer algunas criterios 

o elementos que deben ser tenidos en cuenta por la justicia transicional para que el abordaje de 

la violencia sexual no se enfoque exclusivamente en la determinación de la comisión de una 

conducta delictiva y la responsabilidad penal de ella derivada, sino que aborde las causas 

profundas y consecuencias (Leatherman, 2007, p.53) de esta violencia para las mujeres y las 

medidas de reparación que respondan a las necesidades de las víctimas. 

Los objetivos específicos de esta tesis se concretaron en: 

● Analizar, a la luz del estándar internacional en materia de acceso a la justicia para mujeres, 

si las decisiones judiciales de la SJP-TSB han contribuido a la garantía de acceso a la 

justicia para las mujeres víctimas de violencia sexual perpetrada por los paramilitares, en 

atención a que, a la fecha, dicha jurisdicción no ha proferido sentencia en contra de otras 

estructuras armadas ilegales.  

● Identificar si se tuvo en cuenta o no un enfoque de género en las decisiones judiciales que 

abordaron la violencia sexual en el marco de la Ley 975 de 2005.  

● Determinar cuáles han sido los aportes de las decisiones judiciales adoptadas por la SJP-

TSB en la judicialización de la violencia sexual en el marco de la Ley 975 de 2005, para el 
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esclarecimiento de las causas y consecuencias de la violencia sexual en el marco del 

conflicto armado interno colombiano.  

● Proponer, a partir del estudio de caso, algunas ideas o aportes para futuros juicios en 

tribunales transicionales encargados de judicializar la violencia sexual cometida de manera 

sistemática y generalizada, para que a partir de un enfoque de género se adopten 

decisiones que permitan identificar las causas profundas y consecuencias de este tipo de 

violencia para las mujeres víctimas y así satisfacer su derecho a la justicia.  

Para lograr dichos objetivos, en el capítulo I, se delimitan conceptualmente los ejes 

temáticos que se entrecruzan en el texto. Para esto, se abordan los conceptos de violencia 

sexual y justicia transicional; además, se explica por qué el caso de Justicia y Paz se considera 

un modelo de este tipo especial de justicia contenido del derecho de acceso a la justicia y 

enfoque de género aplicado a la administración de justicia por considerarse elemento clave para 

construir la propuesta que se pretende estructurar. 

En el capítulo II, se plantea el fenómeno de la violencia sexual desde la perspectiva 

normativa nacional e internacional. Luego, se hace un breve recorrido por algunos ejemplos 

identificados de violencia sexual perpetrada en el marco de los conflictos armados a la luz de los 

casos decididos por tribunales internaciones ad hoc y la Corte Penal Internacional.  

En el capítulo III, se realiza una revisión inicial de las 40 sentencias proferidas por la SJP-

TSB proferidas a mayo de 2020, para determinar en cuáles de ellas se abordaron crímenes 

constitutivos de violencia sexual. Como resultado de dicho análisis, se determina en lo que tiene 

que ver con este tipo de violencia, que las sentencias judiciales iniciaron su abordaje de manera 

directa a partir de los juicios adelantados bajo el modelo de Audiencias Concentradas 

implementadas en la Ley 1592 de 2012, modificatoria de la Ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y 

Paz, mediante la cual, además, se implementó la estrategia de construcción de patrones de 

macrocriminalidad. Esta estrategia exigió por parte de la Fiscalía General de la Nación el 

abordaje de este tipo de violencia como un fenómeno generalizado y sistemático, que 
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denominaron el patrón de macrocriminalidad de Violencia Basada en Género (Fiscalía General 

de la Nación, 2012). 

Aunque en las sentencias proferidas previo a la implementación de dicha estrategia, se 

encontraron menciones sobre la violencia sexual, las mismas se hicieron refiriendo dicha 

violencia como un crimen colateral o como un fenómeno violento parte del contexto en el que 

actuaron las estructuras paramilitares (Sala de Justicia y Paz, 2011). Por otra parte, de las 40 

sentencias proferidas a 2020 por la SJP-TSB, el análisis en dicho capítulo se centra en 9 de 

ellas, por ser en las que específicamente se hizo mención de la violencia sexual, en alguna de 

las siguientes tres tipologías: como parte del patrón de macrocriminalidad de violencia basada 

en género, como crimen conexo a otros patrones de criminalidad o como parte del contexto de 

actuación de los grupos paramilitares.   

En cuanto a los tipos penales constitutivos de violencia sexual que se tuvieron en cuenta 

para el análisis de las decisiones judiciales, se acude a los contenidos en el Código Penal bajo 

el Titulo II -Delitos contra personas y bienes protegidos por el DIH-, entre ellos, acceso carnal 

violento en persona protegida (Art. 138), acceso carnal violento en persona protegida menor de 

14 años (Art. 138a), actos sexuales violentos en persona protegida (art. 139), actos sexuales 

violentos en persona protegida menor de 14 años (art. 139a), esterilización forzada en persona 

protegida (art. 139b), embarazo forzado en persona protegida (art. 139c), desnudez forzada en 

persona protegida (art. 139d), aborto forzado en persona protegida (art. 139e), prostitución 

forzada en persona protegida (art. 141), esclavitud sexual en persona protegida (art. 141a), trata 

de personas en persona protegida con fines de explotación sexual (art. 141b). 

Para el análisis de las sentencias, se construyó una ficha de análisis (Anexos 1 al 9), que 

registra información sobre las consideraciones del fallo, víctima y victimario, hechos e 

información general del proceso. Los elementos consignados en la ficha relacionados con las 

consideraciones se abordan como las premisas normativas y fácticas, entre las que se incluyen 
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las respuestas que se dieron a esos problemas, las motivaciones para decidir y las fuentes 

utilizadas para sustentar la argumentación.  

En el mismo capítulo, se abordan las sentencias y las premisas normativas, fácticas e 

inferencias adoptadas por los magistrados en los fallos; identificando las constantes, los puntos 

en controversia y aquellos en torno a las posturas que eran uniformes entre las distintas Salas 

de conocimiento, para lo cual, se expusieron los puntos de decisión en un cuadro comparativo, 

clasificando los fallos de acuerdo al Magistrado Ponente de la decisión. Una vez dicho análisis, 

se plantean varias conclusiones en las que se determina cuáles fueron los puntos de acuerdo y 

diferencia entre cada una de las Salas y cuáles de ellas resultaban acorde con los estándares 

internacionales en materia de acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia sexual.  

El marco de referencia para determinar si la sentencia resulta o no ajustada a dichos 

estándares es el conjunto de instrumentos internacionales que determinan los elementos que 

componen el derecho de acceso a la justicia para mujeres que ha sido víctimas de violencia, 

entre ellos, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la 

mujer (Cedaw); la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Convenio de Belem do Pará); el Estatuto de Roma y sus respectivas Reglas de 

Procedimiento y Prueba; la Resolución 1325 de Naciones Unidas; y los Convenios de Ginebra 

con sus protocolos adicionales. Las consideraciones sobre cada postura se explicitan en el 

cuadro comparativo, así como a lo largo del texto en el que se van exponiendo las decisiones 

judiciales objeto de revisión. Es preciso señalar que, al ser este un análisis de sentencias, la 

investigación revela solamente aquel reporte de casos en los que se ha obtenido una resolución 

judicial. 

Del análisis realizado, se observa un aporte valioso de los fallos judiciales de justicia y 

paz, para la forma de entender la violencia sexual como un tipo de violencia que se ejerce 

principalmente en contra de las mujeres, así como una forma de hacer prevalecer el orden 

patriarcal culturalmente aceptado y exacerbado por parte de los paramilitares. Se evidencia que 
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algunas de las estructuras paramilitares cometieron tipos de violencia sexual atroces y con 

formas de crueldad hasta ahora poco expuestas en la literatura especializada, que difícilmente 

responden a las categorías jurídicas actuales y que merecen una revisión especial en clave de 

reparaciones transformadoras, como el matrimonio forzado o la mutilación genital, objeto de 

análisis en fallos de tribunales como el Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) y el 

Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY).  

En el capítulo IV, se construye una propuesta que como eje central defienda la idea de 

que en crímenes de violencia sexual es necesario ir más allá de la concepción de invasión 

corporal para reconocer la extensión de la agresión de tipo sexual y profundizar en las causas y 

consecuencias de la misma. Ha de decirse que el impacto de Justicia y Paz para garantizar los 

derechos de las mujeres víctimas de violencia sexual en mucho estuvo dado por el esfuerzo de 

los jueces para visibilizar la gravedad de los delitos y el impacto especial que sobre las mujeres 

tuvieron los mismos. 

Algunas de las conclusiones del análisis realizado con esta investigación están 

relacionadas con las conclusiones que se exponen sobre la experiencia de las mujeres en la 

guerra en el discurso de las sentencias y cómo se logra o no el reconocimiento de los daños 

sufridos por la violencia sexual dependiendo del tipo de discursos empleado; además de la 

caracterización principal de las mujeres en el discurso de las sentencias como víctimas de 

violencia sexual, desestimando que concurrentemente también lo fueron por desplazamiento 

forzado, discriminación en razón al género y despojo de tierras. A pesar de ello, el discurso 

jurídico de algunas de las decisiones judiciales construyó un contexto de violación más allá de 

la penetración, acorde con el marco internacional que han fijado al respecto los Tribunales 

Penales internacionales ad hoc y, en consecuencia, el Tribunal aplicó una presunción de hecho 

para tazar los daños y perjuicios a favor de las víctimas de violencia sexual.  

La investigación, además de sistematizar las resoluciones contenidas en la sentencias 

que tenían una extensión de entre 1.000 y 4.000 páginas; permite observar las tendencias en 
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cuanto a las normas aplicadas para los casos de violencia sexual en el contexto del conflicto 

armado interno colombiano, los aciertos y fallos en el análisis de los casos, así como las 

potencialidades de algunas de las interpretaciones y argumento sutilizados por los magistrados 

de Justicia y Paz, para futuros proceso en los que, en el marco de la justicia transicional, se 

busque esclarecer la verdad y garantizar el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de 

violencia sexual.  

Este estudio, a diferencia de otros realizados, por ejemplo, por Burgos et al. (2018) o la 

Corporación Humanas (2015), en los que se realizan estudios cualitativos o de una sola 

sentencia, aborda la revisión de todas las sentencias proferidas hasta diciembre de 2020, de las 

cuales se clasifican aquellas en las que se trataron hechos de violencia sexual y, a partir de allí, 

se analizan los contenidos de dichos fallos en relación con la forma en la que fue esclarecida la 

verdad de la violencia sexual perpetrada por los grupos paramilitares. Por lo tanto, este trabajo 

puede constituir una herramienta de diagnóstico que permita considerar Justicia y Paz como un 

punto de partida para el análisis de la violencia sexual en el marco del conflicto armado interno 

colombiano, en otros escenarios en los que estén en juego los derechos de las mujeres.   
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Capítulo I  

MARCO CONCEPTUAL: VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LAS MUJERES, 
CONFLICTO ARMADO, JUSTICIA TRANSICIONAL Y ENFOQUE DE 

GÉNERO 

 

Con la intención de evidenciar el papel central de la Justicia Transicional en lo que al 

abordaje de la violencia sexual contra las mujeres se refiere, este capítulo examina el marco 

conceptual y metodológico que fundamenta la investigación. Para empezar, se aborda la 

definición de violencia sexual, así como las conductas constitutivas de la misma, no sin antes 

advertir que sobre este punto se volverá en el capítulo II, en el que se revisan las definiciones 

ofrecidas por la jurisprudencia de los tribunales internacionales. Luego, se mostrará la existencia 

de un continuo de violencias contra las mujeres que explica por qué la violencia sexual no sucede 

de forma exclusiva en la guerra, sino que, por el contrario, ese contexto bélico la exacerba y 

agrava las condiciones de vida de las mujeres víctimas (Corte Constitucional, Sala Especial de 

Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de cumplimiento, Auto 009/15).  

Una vez determinado el concepto de violencia sexual, así como la frecuencia con la que 

ocurre en contextos de paz o guerra -continuo-, se exponen las razones por las que, a efectos 

de este trabajo, se afirmará que en Colombia existe un conflicto armado de carácter no 

internacional, en el que miles de mujeres han sido víctimas de crímenes sexuales por parte de 

los actores en conflicto, esto es, fuerzas regulares y grupos armados al margen de la ley. Lo 

anterior se hace con el fin de plantear que la existencia de dicho conflicto armado motivó la 

implementación del mecanismo de justicia transicional diseñado con la Ley 975 de 2005 -Ley de 

Justicia y Paz- como un modelo de transición política de miembros de estructuras paramilitares 

que se sometieron a un acuerdo de paz con el gobierno nacional.  
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Por último, se hace una breve mención de los derechos de las mujeres víctimas de 

violencia sexual y se pone de relieve la necesidad de adoptar un enfoque de género en la justicia 

transicional que atienda a las demandas de las mujeres por más y mejores mecanismos de 

investigación, juzgamiento y sanción de la violencia sexual; que se adecuen a los estándares 

internacionales que diferentes instrumentos de derechos humanos y DIH han planteado en el 

marco de los planteamientos que desde distintas corrientes feministas han expuesto críticas al 

contenido del derecho para dar respuesta a la violencia contra las mujeres.   

1.1 VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y VIOLENCIA SEXUAL: ELEMENTOS QUE LA 
COMPONEN Y CONTINUO DE VIOLENCIAS EN EL CONFLICTO ARMADO  

El término violencia sexual abarca muchos delitos diferentes, como la violación, la 

mutilación sexual, humillación sexual, prostitución forzada y embarazo forzado. Estos delitos 

están motivados por un sinfín de factores. Por ejemplo, a lo largo de la historia, se ha considerado 

que las mujeres forman parte del "botín" de guerra al que tienen derecho los soldados. La idea 

de que las mujeres son una propiedad, un bien disponible para los guerreros victoriosos, está 

profundamente arraigada en esta noción. La violencia sexual también puede considerarse como 

un medio de las tropas.  

Este es el caso, en particular, cuando las mujeres son obligadas a la esclavitud sexual 

militar. Otra razón por la que se produce la violencia sexual es para destruir el orgullo masculino 

y, por tanto, el de la comunidad. Los hombres que no han podido "proteger a sus mujeres" son 

considerados humillados y débiles; así fue planteado por la Corte Penal Internacional cuando en 

el caso del exterminio de Ruanda y el conflicto del Congo mencionó que el hombre, socialmente 

considerado como el protector de la familia, veía mermada su moral al no lograr proteger y evitar 

la violencia sexual que fue cometida contra las mujeres Tutsi, quienes además de ser accedidas 

carnalmente, fueron sometidas a tal nivel de crueldad que sus genitales en muchos casos fueron 

destruidos, para impedir la reproducción de sus generaciones.(Gómez Álvarez, 2017, p. 195) 
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Mackenzie (2010, p.2019) plantea que la desmoralización o humillación del enemigo está 

dada porque el cuerpo de la mujer es considerado propiedad masculina y propiedad de la 

sociedad y, por lo tanto, es el medio para transmitir un mensaje de humillación y poder al 

enemigo. Mediante el cuerpo de las mujeres se ejerce un control que se extiende a toda la 

sociedad, al evidenciar el poder que tiene el enemigo para someter la voluntad (p. 20). Por tanto, 

los cuerpos de las mujeres son el medio por el cual se transmiten mensajes de humillación, 

control y poder; que se depositan en el cuerpo de quienes tradicionalmente son consideradas 

como las depositarias del honor social (Coomaraswamy, 1999, p. 99). También puede utilizarse 

como una forma de castigo, especialmente cuando las mujeres son políticamente activas o están 

asociadas con otras que son políticamente activas (Kandiyoti, 2000, p. 20). 

La violencia sexual también puede utilizarse como medio para infligir terror a la población 

en general; puede destruir comunidades y expulsar a la gente de sus hogares. También puede 

formar parte de una estrategia genocida, puesto que puede infligir daños corporales y mentales 

que pongan en peligro la vida y la salud mental, y formar parte de las condiciones impuestas 

para provocar la destrucción definitiva de un grupo entero de personas. 

Para abordar la violencia sexual que se comete en contra de las mujeres en el marco de 

los conflictos armados, es necesario revisar la violencia estructural de género que se comete en 

su contra, tanto en contextos de guerra como de paz. Al respecto, diversos estudios y fuentes 

jurisprudenciales han señalado la existencia de un continuo de violencias contra las mujeres que 

va del ámbito cotidiano a contextos de confrontación armada y viceversa (Impunity Watch, 2015, 

p.15). Tal hipótesis plantea que las mujeres siguen siendo vulnerables a hechos de violencia 

después de un conflicto armado. En países que han experimentado procesos de justicia 

transicional, se han identificado incrementos en violencia doméstica, abuso sexual, trata de 

personas con fines de explotación sexual y prostitución forzada en las zonas de postconflicto; 

que han desarticulado importantes iniciativas de paz construidas desde el movimiento de 

mujeres (ONU, 2009, p. 8). 
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En ese sentido, lo que se plantea con el continuo de violencia es que la violencia contra 

las mujeres precede al conflicto, se recrudece con él y en muchos casos lo sucede. Desde esta 

perspectiva, es preciso cuestionarse si realmente en el postconflicto se propicia una transición 

real o si se trata solo de la renovación de agresores y un recrudecimiento de las múltiples 

violencias que enfrentan las mujeres.  

Dado que no es posible comprender la violencia sexual de la guerra sin conocer primero 

ese continuo de violencias que la precede, es importante tener en cuenta que, según Naciones 

Unidas, la violencia contra la mujer es todo acto de violencia de género que resulte o pueda tener 

como resultado un daño físico, sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de 

tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto si se producen en la vida pública 

como en la privada (Naciones Unidas, 1993, p. 3). 

Entre las formas de violencia contra la mujer identificadas por Naciones Unidas, se 

encuentran la violencia económica, la psicológica, la emocional, la física y la sexual. Esta última, 

objeto central de esta investigación, cuando se comete en el marco de conflictos armados, es 

definida por la Organización Mundial de la Salud como cualquier acto sexual, la tentativa de 

consumar un acto sexual u otro acto dirigido contra la sexualidad de una persona, mediante 

coacción por otra persona, independientemente de su relación con la víctima, en cualquier 

ámbito. Comprende la violación, que se define como la penetración, mediante coerción física o 

de otra índole, de la vagina o el ano con el pene, otra parte del cuerpo o un objeto. (OMS, 2015, 

p. 8) 

Por su parte, ACNUR ha adoptado una definición de violencia sexual con sustento en los 

artículos 1 y 2 de la Declaración de la Asamblea General de la ONU sobre la Eliminación de la 

Violencia Contra la Mujer (1993) y la Recomendación No. 19 del CEDAW (ONU, 2003), indicando 

que esta “incluye la explotación y abuso; y se refiere a cualquier acto, intento o amenaza de 

naturaleza sexual que resulta, o es probable que resulte, en daño físico, psicológico y 

emocional”. (ONU, 2003, p.10) 
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En el ámbito regional de protección de Derechos Humanos, ha sido la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos la que ha aportado algunos elementos para comprender 

este tipo de violencia, al respecto, la ha definido como “aquellas acciones de naturaleza sexual 

que se cometen contra una persona sin su consentimiento, que además de comprender la 

invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso 

contacto físico alguno” (Corte IDH, 2010, p. 119) 

Según el criterio plasmado por el Tribunal Penal Internacional para Ruanda en el caso 

Akayesu, la violencia sexual, que incluye la violación, es “cualquier acto de naturaleza sexual 

cometido en circunstancias coactivas” (Tribunal Penal Internacional para Ruanda, Sala I, 2018, 

p. 598). Dicho Tribunal, aseguró que  

[…] la violencia sexual no se limita a una invasión física del cuerpo humano y podría 

incluir actos que no conlleven penetración o contacto físico. La violencia sexual 

abarca tanto las agresiones físicas como las psicológicas dirigidas a las 

características sexuales de una persona. (Tribunal Penal Internacional para Ruanda, 

Sala I, 2018, p. 688). 

Sin embargo, los aspectos de la coacción y de la violación de la autonomía sexual son comunes 

para la definición de violación y la de violencia sexual, y son pertinentes para la investigación y 

el enjuiciamiento de ambos delitos.  

Aunque la violencia sexual puede ser perpetrada en contra de mujeres, niñas, niños, 

adolescentes y hombres, existe cierto consenso en que se comete principalmente en contra de 

mujeres y niñas, dada su condición de vulnerabilidad, inserta en contexto patriarcales de 

violencia y discriminación contra la mujer (CIDH, 2007, p.8).  

 

De acuerdo con el contexto en el que se presentan los ataques sexuales , estos podrían 

clasificarse como parte de la violencia intrafamiliar; en el marco de relaciones de amistad o trato 

con conocidos; en aprovechamiento de condiciones de vulnerabilidad de la víctima como su 
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minoría de edad o condición de discapacidad; como parte de un ataque perpetrado por 

desconocidos, todos estos adscritos a ámbitos de estabilidad política y social; y  en el marco de 

confrontaciones armadas nacionales o internacionales (OMS, 2015, p. 13).  

En dichos contextos, los perpetradores pueden utilizar diversas circunstancias o métodos 

que facilitan la comisión del crimen, entre ellos, aprovechamiento del estado de somnolencia de 

la víctima, sumisión química, chantaje emocional, sometimiento de la víctima a prácticas 

sexuales no deseadas, insinuaciones o propuestas sexuales humillantes, miradas lascivas y/o 

tocamientos, comentarios o sonidos obscenos sobre la mujer o su cuerpo, persecución, 

exhibicionismo, sexting, sextorsión, grooming, intimidación a través del uso de armas, uniformes 

o emblemas de fuerzas de seguridad o grupos armados irregulares, entre otras (Burgues, 1992, 

p. 83). 

En síntesis, la violencia sexual es un grupo amplio de conductas violentas que van más 

allá de la violación o acceso carnal violento. El término ha sido comúnmente empleado para 

calificar aquella violencia con connotaciones sexuales dirigida a atacar la integridad sexual de 

las víctimas a través de actos que pueden estar enmarcados en ciertas categorías, sin ser estas 

exhaustivas o pretender ser universales, pues es bien sabido que la violencia sexual puede 

adoptar muchas formas aún no definidas médica o jurídicamente. Algunas de dichas categorías 

pueden ser la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la 

esterilización forzada, la tortura y los tratos crueles inhumanos o degradantes (Cottier, 2010, 

p.182).  

En conclusión, para efectos de este trabajo, por violencia sexual contra las mujeres se 

entenderá cualquier conducta en la que se obligue a una mujer a experimentar situaciones que 

involucran su cuerpo y su intimidad, en contra de su voluntad y consentimiento, a través del uso 

de la fuerza, la amenaza del uso de la fuerza, la coacción o cualquier otro mecanismo que anule 

o limite la voluntad personal. En consecuencia, no se limitará exclusivamente a los actos en los 

que hay penetración forzada, sino que puede incluir actos como desnudez y tocamientos 
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forzados, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o 

mutilaciones de órganos genitales (Unidad para las Víctimas y OIM, 2014, p.165). 

En consonancia con lo dicho, es importante señalar que este tipo particular de violencia 

contra las mujeres ha sido por muchos años un fenómeno poco visible (ACNUR, 2003, p.7), que 

justamente ha cobrado relevancia en el ámbito internacional luego de que salieran a la luz 

episodios históricos de gran recordación como el rapto de las sabinas en la antigua Roma, las 

violaciones masivas de mujeres por parte del ejército soviético o la esclavitud sexual a la que 

fueron sometidas miles de mujeres por parte del ejército japonés durante la Segunda Guerra 

Mundial (Odio, 1997, p. 270). Solo hasta la década de los noventa se logró poner en la agenda 

internacional la discusión sobre este fenómeno en el marco de confrontaciones armadas, a partir 

de los hechos ocurridos en los Balcanes y principalmente con el genocidio ocurrido en Ruanda, 

que como es ampliamente conocido afectó principalmente a cientos de mujeres sometidas a 

formas de violencia sexual que estremecieron al mundo (Consejo de Seguridad, 2019). 

A continuación, se listan los tipos de violencia sexual que han sido clasificados por 

diferentes organismos internacionales: 

● Violación. Consiste en la invasión del autor del cuerpo de una persona a través de una 

conducta que ocasione penetración, por insignificante que esta sea, de cualquier parte del 

cuerpo de la víctima o del autor con un órgano sexual, o a través del orificio anal o vaginal 

de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo. La invasión debe haber tenido lugar por 

la fuerza, mediante la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como la causada por el 

temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión sicológica o el abuso de poder, 

contra esa u otra persona o aprovechando un entorno de coacción o se haya realizado contra 

una persona incapaz de dar su libre consentimiento (CPI, 2006). 

● Esclavitud sexual. Se presenta cuando se ejerce un derecho de propiedad sobre una o 

más personas que han sido compradas, vendidas, prestadas y/o dadas en trueque, o se les 

haya impuesto algún tipo similar de privación de libertad. Adicionalmente, se distingue de 
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otro tipo de retención, porque las personas son dispuestas para ejercer actos de naturaleza 

sexual (Villabona, et al., 2009, p.3). 

● Prostitución forzada. Presenta las condiciones dispuestas para los casos de violación, con 

la salvedad de que el autor u otra persona haya obtenido, o espera obtener, ventajas 

pecuniarias o de otro tipo a cambio de los actos de naturaleza sexual o en relación con ellos. 

● Embarazo forzado. Es la actividad en la cual se confinan una o más mujeres o niñas que 

hayan quedado embarazadas por la fuerza, con la intención de modificar la composición 

étnica de una población o de cometer otra infracción grave del derecho internacional. 

● Esterilización forzada. Consiste en privar a una o varias personas de su capacidad de 

reproducción biológica, sin justificación en un tratamiento médico o clínico de las víctimas o 

sin su libre consentimiento. 

● Aborto forzado. Consiste en la interrupción del embarazo en contra de la voluntad de la 

víctima, sin importar el procedimiento médico realizado para llevarlo a cabo ni el periodo de 

gestación con el que se cuenta. 

Además de las categorizaciones mencionadas anteriormente, en el marco de los 

conflictos se ha encontrado otra gama de violencias que, pese a no estar plenamente 

identificadas de manera puntual por el ordenamiento internacional, se han venido asociando a 

delitos como la tortura, los tratos inhumanos crueles y degradantes, entre muchas otras 

vulneraciones que están íntimamente vinculados con la violación de derechos y a su vinculación 

con la sexualidad. Los actos asociados con la desnudez forzada, el matrimonio o cohabitación 

forzosa, el tráfico de personas, el hostigamiento sexual y la mutilación genital también hacen 

parte de este tipo de violencia y la forma de desenvolver el tratamiento a sus víctimas debe 

recibir la misma importancia que las definidas explícitamente por el derecho internacional (Cortés 

y Cantón, 2008, p. 145). 

A pesar de existir registro sobre un gran número de conflictos armados a lo largo de la 

historia, en los que probablemente se presentaron episodios de violencia sexual (Cardoso, 2011, 
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p. 10), es la historia reciente la que devela el interés de la comunidad internacional en establecer 

pautas para prevenir y sancionar la violencia sexual que se comete en el marco de los conflictos 

armados; interés que en mucho encuentra su origen en el impulso que han agenciado las 

organizaciones de derechos humanos y de mujeres sobre el tema, que han hecho saber al 

mundo que un gran número de mujeres y niñas han sido violentadas sexualmente por parte de 

las fuerzas armadas en conflicto y que este no es un daño colateral de la guerra, sino una 

verdadera arma usada por los combatientes para el logro de sus objetivos o como una conducta 

normalizada en el marco del continuo de violencia (Consejo de Seguridad, 2019, p.9). 

Posicionado el tema en la agenda de la comunidad internacional, varios han sido los 

instrumentos que se han proferido para lograr prevenir la ocurrencia de violencia sexual en el 

marco de confrontaciones bélicas, en los que enfáticamente se ha señalado el deber de los 

Estados de adoptar todas las medidas a su alcance para prevenir, investigar, juzgar y sancionar 

la violencia contra la mujer y en especial la violencia sexual cometida en el marco de la guerra 

(Consejo de Seguridad, 2015, p.30). Dichos instrumentos jurídicos serán referidos en el capítulo 

II, cuando se aborde la violencia sexual desde la perspectiva internacional.    

De manera semejante ha sucedido en el caso de Colombia, que ha enfrentado un 

conflicto armado interno por más de 50 años que ha dejado notables marcas en la sociedad y 

cientos de miles de víctimas que aún esperan justicia en sus casos. En lo que tiene que ver con 

las mujeres víctimas de violencia sexual, este conflicto ha cobrado gran relevancia durante por 

lo menos las últimas dos décadas, en las que han surgido diversas organizaciones de derechos 

humanos lideradas por mujeres víctimas de violencias de género, quienes se han organizado 

para lograr a través del activismo político que su voz sea escuchada en Colombia y en el mundo, 

y que la violencia sexual no sea nunca más un crimen silenciado (Pacifista, 2018, p.1). 

Según cifras de la primera encuesta de prevalencia de violencia sexual en contra de las 

mujeres en el contexto del conflicto armado colombiano, realizada por la coalición de 

organizaciones de mujeres citadas en la parte introductoria de esta tesis, que además hacen 
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parte de la campaña Violaciones y otras violencias: saquen mi cuerpo de la guerra, la prevalencia 

de violencia sexual para el período 2001-2009, con base en 407 municipios con presencia de 

Fuerza Pública, insurgencia, paramilitares u otros actores armados en Colombia, se estimó en 

17,58%, lo cual significa que durante estos nueve años 489.687 mujeres fueron víctimas directas 

de violencia sexual.  

En promedio, 54.410 mujeres fueron víctimas directas anualmente, 149 diariamente y 6 

mujeres cada hora. La segunda encuesta, que comprendió el periodo 2010-2015, las cifras no 

son más alentadoras, pues arrojó un 18,36% de prevalencia de la violencia sexual ligada con el 

conflicto armado, para los 142 municipios con presencia de fuerza pública, guerrilla, paramilitares 

y BACRIM. Esto quiere decir que 875.437 mujeres fueron víctimas directas de algún tipo de 

violencia sexual en Colombia durante este periodo (Sánchez Gómez et al., 2017, p.8).    

El último informe Masatugó del Instituto Nacional de Medicina Legal (2014, p.23) aborda 

lesiones de causa externa en mujeres, bajo un marco de interpretación que considera que todas 

las formas de violencia se explican en el marco de la relación que existe entre el desequilibrio 

de poder entre los géneros, la discriminación, la violación de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales de las mujeres adultas, niñas y adolescentes. Entre los años 2009 a 

2014, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses realizó 127.703 exámenes 

médico-legales por presunto delito sexual. De estos, el 84,3% (107.698 casos) corresponde a 

valoraciones en mujeres, mientras que el 15,7% (20.005 casos) fue en hombres.  La tasa por 

100.000 mujeres valoradas disminuyó considerablemente pasando de 80,01 en el año 2009 a 

74,45 para el año 2014. El grupo de edad que más casos presentó fue de los 10 a los 14 años, 

con una tasa de 325 por 100.000 mujeres, cuatro veces más alta respecto al promedio nacional 

para todas las edades en los seis años analizados. El grado de escolaridad más observado fue 

el de básica primaria, así como el estado conyugal fue el soltero.  

Para el año 2015, el sistema de vigilancia Epidemiológica SIVELCE, sistema encargado 

de recopilar la información relacionada con el ejercicio médico legal, reportó que durante el año 
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2015 se realizaron 22.155 exámenes médico-legales por presunto delito sexual, con una tasa de 

46 casos por cada 100.000 habitantes y un incremento de 1.040 casos con respecto al año 

anterior, siendo las mujeres las más afectadas en un 85,2%. 

En promedio, durante este periodo, se practicaron 60 valoraciones diarias. Según la 

distribución por edades, la edad media de las víctimas fue de 12,45 años (Desviación estándar 

8,42) y la edad modalidad de 13 años. Según la distribución por sexo, la edad media de los 

hombres valorados fue de 9,73 años (Desviación estándar 6,95) y en las mujeres 12,93 años 

(Desviación estándar 8,56). El grupo quinquenal más afectado es el de 10 a 14 años. 

Aunque las cifras en cita, arrojan un preocupante dato sobre la magnitud y frecuencia con 

la que son violentadas sexualmente las mujeres en Colombia en el marco del conflicto armado 

interno, hay que tener en cuenta un aspecto adicional, y es que estás cifras son apenas un 

estimativo, pues el subregistro para este tipo de casos es altísimo (García-Otero, et.al.,  2017, 

p.15), dadas las dificultades que enfrentan las mujeres para poder denunciar ante las autoridades 

competentes por las deficiencias institucionales, el incumplimiento de las obligaciones legales 

de atención a las víctimas de delitos sexuales, la falta de tratamientos médicos y psicológicos 

adecuados, las amenazas, temor y estigmatización que enfrentan luego de ser víctimas de 

violencia sexual (Corte Constitucional, Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 

2004 y sus autos de cumplimiento, Auto 009/15).  

A pesar de ser una situación ampliamente denunciada y reconocida por organismos de 

derechos humanos (CIDH, 2015), así como por la Corte Constitucional Colombiana (Corte 

Constitucional, Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de 

cumplimiento, Auto 009/15), no existen cifras oficiales que den cuenta de la magnitud de la 

violencia sexual perpetrada contra las mujeres en el marco del conflicto armado, por el 

subregistro de casos que se presenta. Sin embargo, las distintas fuentes que documentan este 

tipo de violencia en Colombia dan cuenta de una magnitud importante de hechos de violencia 

sexual cometida en contra de mujeres y niñas. A las amenazas que impiden la denuncia, se 
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suman las dificultades geográficas y la reducida presencia de instituciones donde sea posible 

denunciar los hechos (Amnistía Internacional, 2004, p.1).  

En las sentencias proferidas por la SJP-TSB contra desmovilizados del Bloque 

Catatumbo y el bloque Central Bolívar, la jurisdicción de Justicia y Paz ha señalado el carácter 

estructural de este tipo de violencia contra la mujer, así como las dificultades para su 

investigación y sanción (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Radicado 11 001 

22 52 000 2014 00027).  

Dichas dificultades hacen que el panorama se torne mucho más difuso en cuanto a las 

posibilidades reales con las que cuentan las mujeres para lograr asegurar una mínima garantía 

de justicia, que les permita conocer la verdad sobre lo ocurrido y obtener del sistema judicial una 

respuesta que satisfaga sus derechos y expectativas de verdad y reparación. (CIDH, 2011, p. 

46)  

Sobre la gravedad de los actos de violencia sexual cometidos en el marco del conflicto 

armado interno colombiano, la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre violencia contra las 

mujeres mencionó en uno de sus reportes lo siguiente:  

La importancia de la violencia contra la mujer como parte del conflicto armado interno 

de Colombia se ha visto eclipsada por otros numerosos problemas con que se 

enfrenta el país. La Relatora Especial demuestra con documentos las consecuencias 

que el conflicto interno tiene para la mujer, el carácter amplio y sistemático de la 

violencia por razón de género y las diversas formas de violencia que sufre la mujer. 

[…] Aunque los hombres son las víctimas más frecuentes de las ejecuciones 

sumarias y las matanzas, la violencia contra la mujer, en especial la de carácter 

sexual por parte de grupos armados, resulta habitual en el contexto de un conflicto 

que lentamente va cambiando de matices y que no respeta el derecho internacional 

humanitario. 
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Grupos de hombres armados secuestran a mujeres a las que mantienen en detención 

durante algún tiempo en condiciones de esclavitud sexual, someten a violación y 

obligan a realizar tareas domésticas. Se escoge a las mujeres que tienen parentesco 

con personas “del otro bando”. Tras ser violadas, algunas mujeres han sido mutiladas 

sexualmente antes de matarlas. Además, las supervivientes explican de qué forma 

los paramilitares llegan a una aldea, la controlan por completo y aterrorizan a la 

población cometiendo violaciones de los derechos humanos con total impunidad. La 

Relatora Especial también destaca la experiencia particular de mujeres que 

combaten en las distintas facciones en guerra que sufren abusos sexuales y cuyos 

derechos reproductivos son vulnerados y, por último, la espantosa situación que 

padecen las mujeres desplazadas internamente (ONU, 2020, p. 2) 

La apreciación de la relatora confirma que las múltiples violaciones a los derechos 

humanos que han padecido las mujeres en Colombia profundizan la discriminación y violencia 

histórica que padecen -continuo-, entre ellas, la violencia sexual (Humanas, 2021 p.2). 

El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) y el Tribunal Penal 

Internacional para Ruanda (TPIR) se consideran habitualmente como los acontecimientos que 

pusieron la violencia sexual en los conflictos en la agenda internacional (Marsh et al. 2006, p.140; 

Palmer et al. 1999, p.12). El caso Jean Paul Akayesu del TPIR de 1998, en particular, se ha 

considerado a menudo como un logro histórico, ya que procesó con éxito la violación como 

genocidio (Haddad 2011, p.113; Scully 2009, p.122), a pesar de la falta de disposición inicial 

para hacerlo (Haddad 2011). Este y otros casos emblemáticos (Engle, 2005 p.12) contribuyeron, 

no obstante, a que la violencia sexual en los conflictos pasara de ser un hecho desafortunado 

pero inevitable de la guerra (Scully, 2009, p.119), a convertirse en una grave violación de los 

derechos humanos y a formar parte de los crímenes de guerra y de los crímenes contra la 

humanidad, la tortura y el genocidio (Alcorn, 2014, p.2034), hasta alcanzar la categoría de arma 

(Leatherman, 2013, p.45). 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 40 
 

 

 

Esta conceptualización de la violencia sexual como arma de guerra se ha generalizado 

en gran parte de los relatos de los medios de comunicación y los trabajos académicos sobre los 

conflictos, utilizando descripciones como táctica de terror (Peritz y Maller, 2014, p.8), estrategia 

militar deliberada (Smith-Park, s.f., p.13), e incluso como estrategia biopolítica de guerra, 

mediante la cual los combatientes armados cruzan simbólicamente las líneas enemigas (Diken 

y Bagge Laustsen, 2005, p.113).  

La Resolución 1820 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (2008) afirma 

explícitamente que la violencia sexual es una "táctica de guerra" en la que se ataca 

deliberadamente a la población civil como "parte de un ataque generalizado o sistemático" (p. 

2). Sin embargo, Cohen et al. (2013, p.385) muestran cómo la violencia sexual es a menudo 

tolerada por los grupos armados, más que una estrategia de guerra intencionada. Por tanto, 

aunque este término ha servido para ilustrar el "carácter sistemático, generalizado y orquestado" 

(Buss, 2009, p. 145) de la violencia sexual en los conflictos armados, no deja de ser estrecho e 

incompleto. 

Por ejemplo, Buss (2009, p.153) muestra cómo la conceptualización de la violencia 

sexual como una herramienta para la perpetración del genocidio en Ruanda hace invisibles a 

otras víctimas además de las mujeres tutsis, como las mujeres y los hombres de las etnias hutu. 

En una línea similar, la explicación del arma de guerra explica la violencia sexual como un 

instrumento utilizado por los combatientes armados, que hace "desaparecer" la violencia 

perpetrada por civiles, como las parejas íntimas (Clark et al. 2010, p. 240).  

Asimismo, los actos de violencia sexual cometidos por personal de la misión de paz de 

la ONU o de la Unión Africana, el personal desplegado por Naciones Unidad en operaciones y 

sus expertos en misión, los voluntarios de la ONU y los contratistas, consultores y unidades 

policiales de dicho organismo internacional (Burke, 2014, p.78) quedan fuera de las 

investigaciones que se adelantan; como también sucede con la violencia sexual cometida por 

personal humanitario enviado a diversos territorios (Norbert, 2015, p.2). 
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Esta noción, sin embargo, no es la única forma problemática en que la comunidad 

internacional ha enmarcado la violencia sexual en los conflictos. A la par de la definición "arma 

de guerra", la violencia sexual se ha abordado repetidamente desde un punto de vista médico, 

que desencadenó la noción popular de epidemia de violaciones o incluso de pandemia de 

violaciones y clasificó dichos actos como violencia cometida por personas con padecimientos 

mentales (Caspani, 2015, p. 30).  

La visión médica tiende a reducir la violencia sexual a una lesión sin contenidos políticos 

o de guerra. La explica como un daño causado que, en consecuencia, ha borrado las relaciones 

de poder que implica el género, dejando de lado la experiencia de las sobrevivientes, sin 

perpetradores, ni causas. Por lo tanto, puede ser tratado de manera impersonal y universal por 

cualquier personal médico (Ticktin, 2011, p. 251).  

De este modo, la atención se centra exclusivamente en la víctima mientras que el agresor 

se vuelve invisible; lo que, entre otras cosas, conlleva a un mal manejo probatorio en las primeras 

instancias de atención de los casos (Richters, 1998, p. 55). La víctima de violencia sexual se 

convierte en un paciente más que, visto de forma aislada, hace parte de las injusticias y horrores 

de la guerra (Ticktin, 2011, p. 260). Esta visión permite desvincular la violencia sexual de sus 

contextos socioculturales, económicos y políticos (Freedman, 2014, p. 126). 

Slim (2002) explica que la acción humanitaria requiere la vinculación del sufrimiento con 

la inocencia, ya que una "víctima inocente" es vista como portadora de una imagen de opresión, 

que exige un deber de los Estados de adoptar medidas para aliviar tal situación (p. 9). Esta visión 

abstracta de la violencia sexual despolitiza a la víctima de la violencia sexual para hacerla 

merecedora de ayuda internacional, ignorando los efectos a largo plazo y la ruptura del proyecto 

de vida de la víctima (Ticktin, 2011, p. 260); lo que no es ajeno a la importancia que se da a la 

integridad sexual, a la pérdida del honor y a las opiniones sociales que luego de sucedidos los 

hechos buscan responsabilizar a las víctimas (Engle, 2014, p.24). Esta despolitización de la 

violencia sexual a partir de la óptica médica antes referida ha causado que las víctimas de 
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violencia sexual se conviertan en el sujeto principal de la ayuda humanitaria, dotándola de cierta 

neutralidad política, a menudo crucial para el acceso y la relativa seguridad de los actores 

humanitarios en las zonas de guerra (Ticktin, 2011, pp. 250-251). 

Con este breve panorama de lo que significa la violencia sexual desde la perspectiva 

médica, acuñada por los organismos internacionales de protección de derechos humanos, así 

como la existencia de un continuo de esta y otras violencias contra las mujeres que demanda 

los máximos esfuerzos del Estado y la sociedad para poner fin a este flagelo; es importante 

advertir por qué se afirma que para el caso colombiano este tipo de violencia se ha cometido en 

el marco de un conflicto armado interno entre fuerzas estatales y grupos armados ilegales, que 

justamente habilitó la adopción de mecanismos de justicia transicional que abrieron las 

compuertas al propósito de superación de las barreras de acceso a la justicia identificadas por 

las autoridades judiciales nacionales e internacionales y los organismos de protección de 

derechos humanos. 

1.2 EXISTENCIA DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO EN COLOMBIA Y APLICACIÓN 
DE UN MECANISMO DE JUSTICIA TRANSICIONAL: LEY DE JUSTICIA Y PAZ 

 

Una de las primeras encrucijadas que enfrentó la jurisdicción de Justicia y Paz tuvo que 

ver con la discusión sobre la existencia o no de un conflicto armado interno (López Diaz y Forer 

2012, p. 1), que legitimara la adopción de normas para la superación del mismo; aunque desde 

las primeras sentencias y de manera pacífica los magistrados han plasmado en sus ponencias 

la existencia de un conflicto armado interno colombiano como hecho notorio que reúne los 

requisitos contenidos en el Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra (Tribunal Superior 

de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, 2012, p.187) 

En una fase inicial de la implementación de este sistema transicional, hubo sectores 

sociales, académicos y gubernamentales que se opusieron a la entrada en vigor de la Ley de 
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Justicia y Paz1, por considerar que en Colombia no existía un conflicto armado que amerita 

normas de carácter especial para juzgar a los paramilitares, por lo cual, no sobra mencionar 

aunque sea de manera muy breve las razones por las que un gran sector de la academia y 

expertos internacionales sí consideran que en Colombia existe un conflicto armado de carácter 

no internacional.  

Aunque pareciera ser una cuestión puramente terminológica o semántica, como lo señala 

el profesor Rodrigo Uprimny (2005), el reconocimiento o no de la existencia de un conflicto 

armado interno en Colombia tiene implicaciones jurídicas o políticas. Razón por la que es 

importante conocer cuáles son los elementos que permiten considerar que un Estado sufre una 

situación de conflicto armado a la luz del Derecho Internacional Humanitario, así como los 

análisis que sobre dicho asunto han realizado las autoridades judiciales colombianas en el marco 

de la Ley de Justicia y Paz.  

En cuanto al marco internacional para definir si existe o no conflicto armado interno, 

generalmente se acude al artículo 3 común de los Convenios de Ginebra, que específicamente 

se refieren al “caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el 

territorio de una de las Altas Partes Contratantes” (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2008). 

Dichos convenios, sin embargo, no definen las expresiones “guerra” o “conflicto armado”; es en 

sus protocolos adicionales en los que se hace un desarrollo del tema. Por ejemplo, en el artículo 

1 del Protocolo II, se menciona que su ámbito de aplicación se extiende  

a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo 

I y que se desarrollen en el territorio de una alta parte contratante entre sus fuerzas 

 
1 Por ejemplo, en el año 2003, ante la Corte IDH, el entonces presidente Álvaro Uribe dijo no reconocer a los grupos 
violentos de Colombia, ni a la guerrilla ni a los paramilitares, la condición de combatientes, sino la de terroristas, en 
estos términos: “No se puede admitir dar legitimidad a una oposición armada. No se puede reconocer en esa falsa 
oposición armada la calidad de combatiente, cuando su financiación principal es la droga y su segunda financiación 
es la más repugnante conducta contra la libertad humana: el secuestro”. El 7 de agosto de 2018, Ernesto Macías, el 
entonces presidente del Congreso, dijo durante el acto de posesión presidencial que “En Colombia no ha existido una 
guerra civil ni un conflicto armado, sino una amenaza terrorista contra el Estado, por tal razón, es urgente tramitar las 
modificaciones necesarias”. 
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armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la 

dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un 

control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas. 

(Pictet, 1952, p. 32). 

Y añade que “no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios 

interiores tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos 

análogos, que no son conflictos armados”. (Aponte Cardona, 2019, p. 33) 

Los Comentarios del Comité Internacional de la Cruz Roja, organismo ampliamente 

aceptado como una voz autorizada para compilar las normas que rigen sobre los conflictos 

armados, mencionan que dicho artículo amplía el alcance del término al referir que un conflicto 

armado no internacional parece ser una situación en la que se cometen hostilidades entre 

fuerzas armadas o grupos armados organizados en el territorio de un solo Estado, 

independientemente de su propósito, ejerciendo control territorial. De dicho comentario se han 

definido varios elementos que permiten identificar si existe o no conflicto armado, entre ellos, 

confrontación armada en el territorio de un solo Estado y control territorial (Sados, 1998, p.52). 

En ese sentido, el Derecho Internacional Humanitario exige la verificación de por lo 

menos dos condiciones para determinar la existencia de un conflicto armado de carácter no 

internacional. Por un lado, un nivel mínimo de organización de los grupos armados enfrentados 

y, por otro, un nivel mínimo de intensidad respecto de los enfrentamientos armados. El 

cumplimiento de estos criterios se determina caso por caso de acuerdo con los elementos 

contextuales que ofrece dicho escenario (Lawand, 2012, p.2). 

El nivel de intensidad de los enfrentamientos armados se determina de acuerdo a la 

duración y la gravedad, el tipo de fuerzas gubernamentales que participan, el número de 

combatientes y de tropas, los tipos de armas que se utilizan, el número de víctimas y la medida 

del daño causado por las hostilidades. El nivel de organización del grupo armado, por su parte, 

se evalúa analizando factores como la existencia de una cadena de mando, la capacidad de 
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transmitir y hacer cumplir las órdenes, la capacidad de planificar y desplegar operaciones 

militares coordinadas y la capacidad de reclutar, entrenar y equipar a nuevos combatientes 

(Salmón, 2004, p. 25). 

Son los elementos enunciados los que diferencias los conflictos armados no 

internacionales de otras formas de violencia colectiva de menor nivel, como los disturbios civiles, 

los motines, los actos de terrorismo aislados u otros actos de violencia esporádicos. (Salmón, 

2004, p. 26). Elementos que, como se advirtió, han sido objeto de análisis en las sentencias 

proferidas por los magistrados de Justicia y Paz, así como por la Sala de Casación Penal de la 

Corte Suprema de Justicia (Radicado 39392); autoridades judiciales que han determinado que 

aunque conceptualizar el conflicto armado resulta complejo y los gobiernos tienden a no aceptar 

su existencia; los siguientes pueden ser rasgos que permitan determinar si se está ante un 

conflicto internacional: (i) enfrentamiento entre partes, ya sea fuerzas armadas gubernamentales 

y disidentes, o las primeras frente a insurrectos organizados; (ii) un mando responsable, sin que 

implique una organización “tradicional” militar sino una suficiente para llevar a cabo operaciones 

militares calificadas, y con la posibilidad de imponer una disciplina; (iii) un control del territorio, 

sin que sea relevante la porción o permanencia, solo un control “tal” que le permita servir el 

Protocolo y realizar las operaciones; (iv) el carácter sostenido y concertado de las operaciones 

militares está lejos de coincidir con lo permanente —duración— o esporádico pero, eso sí, unido 

a la forma de ser organizado, ordenado y preparado; y (v) capacidad de aplicar el Protocolo, lo 

que no indica que en efecto ello sea constante, sino que se tenga la capacidad, ya que se posee 

la estructura para hacerlo. 

En palabras de la Corte Suprema de Justicia, la realidad colombiana es evidente, en el 

sentido que existe un conflicto no internacional, cuya determinación no requiere la manifestación 

expresa del Gobierno, pues el conflicto es un hecho y no una declaración (Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Penal, SP15512-2014). En similar sentido, en la sentencia proferida 
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por la SJP-TSB contra el postulado Edgar Ignacio Fierro Flórez, comandante paramilitar del 

Bloque Norte de las AUC se declaró lo siguiente en la parte resolutiva: 

PRIMERO. - Declárese como verdad que:  

1. En Colombia se está librando un conflicto armado interno, en el que uno de los 

actores armados fue la organización denominada AUTODEFENSAS UNIDAS DE 

COLOMBIA (A.U.C.), la cual contó con una estructura política y armada, y en su 

consolidación se valió de la asistencia, por acción y omisión, de miembros de las 

Fuerzas Militares y de Policía, de autoridades civiles nacionales, regionales y de 

empresarios. En este sentido, se vienen conociendo las sentencias emitidas por la 

Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y Jueces Penales del 

Circuito Especializados, en contra de congresistas y ex gobernadores de la Costa 

Norte. (Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Proceso 200786800, p. 

2). 

Estos análisis, efectuados por autoridades judiciales, además de acudir a los estándares 

internacionales en la materia constataron fácticamente la concreción de los elementos 

constitutivos de un conflicto armado de tipo no internacional en Colombia, en el que han 

participado las estructuras paramilitares que se desmovilizaron y acogieron a la Ley de Justicia 

y Paz.  

Para efectos del presente trabajo, se comparte la postura jurisprudencial referida, por 

considerar que se reúnen los requisitos contenidos en la normativa internacional para estimar 

que en Colombia existe un conflicto armado no internacional; conflicto que habilitaría la adopción 

de mecanismos judiciales y extrajudiciales para poner fin a las hostilidades y responder a las 

obligaciones internacionales en materia de derechos de las víctimas de graves violaciones a los 

derechos humanos. Estos mecanismos se enmarcan en lo que se ha denominado por la 

comunidad internacional como Justicia Transicional o de Transición, producto de acuerdos 

políticos para poner fin a situaciones de sistemáticas violaciones a los derechos humanos y 
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construir una sociedad más democrática y justa (Teitel, 2000, p.69). Autores como Forer (2008, 

p.9) reconocen en Justicia y Paz un modelo de justicia transicional en Colombia. Para Forer 

(2008) la ponderación propuesta en la Ley de Justicia y Paz entre los derechos de las víctimas, 

el derecho a la paz y el deber de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones de derechos 

humanos es un modelo de justicia transicional que “promueve una mayor rapidez en el juicio de 

los crímenes internacionales y graves violaciones de derechos humanos” (Forer, 2010, p. 7). 

En ese sentido, y dado que en esta investigación se acoge la tesis que acepta la Ley de 

Justicia y Paz como un modelo de justicia transicional, es preciso indicar cuál es el concepto de 

Justicia Transicional que se tendrá en cuenta, así como los elementos que la compondrían. Antes 

de ello, es importante mencionar como parte del antecedente histórico de la Ley de Justicia y 

Paz en lo que tiene que ver con los crímenes perpetrados por las estructuras paramilitares en el 

marco del conflicto armado interno colombiano, que el gobierno de la época adelantó un proceso 

de negociación con los máximos comandantes de los bloques paramilitares de mayor 

envergadura, entre ellos, Casa Castaño y el Bloque Central Bolívar, a fin de lograr la 

desmovilización de sus tropas, la entrega de armas y el sometimiento a la justicia; a cambio de 

generosos beneficios judiciales, como la suspensión de las penas ordinarias que tendrían que 

purgar al ser hallados responsables de graves crímenes contra la humanidad por una pena 

alternativa de entre 5 y 8 años de prisión. 

Si bien dicho proceso fue criticado por organizaciones de derechos humanos como 

Humanas (2005) y la Comisión Colombiana de Juristas (2009), quienes advirtieron que Justicia 

y Paz no constituye un auténtico proceso de Justicia Transicional, por haberse adelantado con 

estructuras paramilitares, es decir, aparentemente aliadas con el Estado para eliminar a las 

guerrillas, el proceso siguió y fueron adoptadas varias disposiciones legales que sentaron el 

suelo jurídico en el que descansaría el actual sistema de Justicia y Paz. 

 Entre estas disposiciones, se encuentran la Ley 975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011, 

normas en las que además de reiterar la existencia de un conflicto armado interno, se adoptan 
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mecanismos propios de un proceso de transición, como una jurisdicción especial encargada de 

juzgar la multiplicidad de crímenes ocurridos e imponer penas de acuerdo al sistema penal 

colombiano, sustituyéndolas por una pena alternativa, luego de verificar por parte de los 

desmovilizados el cumplimiento de sus compromisos de verdad, reparación y garantías de no 

repetición (Art. 1 Ley 975 de 2005).  

Retomando la proposición de abordar el concepto de justicia transicional a partir del cual 

se desarrolló la presente investigación, cabe señalar que, aunque no constituye el objetivo de 

esta tesis decantar el concepto de Justicia Transicional, surge la necesidad de hacer una 

delimitación, a efectos de comprender los ejes conceptuales a partir de los cuales se abordará 

el problema de investigación. 

En lo que tiene que ver con la definición de la Justicia Transicional y sus particularidades 

para el caso objeto de estudio -Justicia y Paz-, se debe iniciar por advertir que este modelo de 

justicia ha sido un campo de estudio en permanente construcción, nutrido desde diferentes 

disciplinas y fuentes de conocimiento, que en términos prácticos obedece a la necesidad de 

sociedades que han sufrido importantes y prolongados periodos de violencia de encontrar una 

salida negociada a la confrontación armada o los regímenes autoritarios que detonaron dichos 

periodos.   

Al respecto, uno de los criterios de mayor aceptación entre expertos en la materia ha sido 

el plasmado por Naciones Unidas, que define a la Justicia Transicional como  

Un conjunto de estrategias conceptuales e institucionales de investigación, 

mediación, esclarecimiento y reparación de atentados contra la dignidad y los 

derechos humanos perpetrados como parte de conflictos violentos que han afectado 

a la sociedad como un todo. Este fenómeno está concebido desde la perspectiva de 

la sociología, la antropología y el derecho, y  ha sido desarrollado frente al cambio 

de las sociedades de un periodo represivo o de guerra, con inminentes violaciones a 

los derechos humanos, bien sea por una dictadura, inestabilidad política o conflicto 
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armado, hacía una normalización de la situación, para reemplazar un estado de 

guerra civil por uno social pacífico, o para pasar de una dictadura a un orden social 

democrático, cuyo objetivo es dejar atrás un conflicto armado y reconstruir el tejido 

social (Uprimny, 2006, pp. 19-20). 

Para Rodrigo Uprimny (2006), por ejemplo, la Justicia Transicional es un campo de 

estudio que en la práctica implica enfrentarse a realidades complejas, como el caso colombiano, 

que analizado a la luz de otras experiencias de justicia transicional como las de Ruanda, 

Guatemala o El Salvador, pareciera no ajustarse a esos modelos de transición de los que se ha 

ocupado la Justicia Transicional, esto es, aquellos en los que existe un régimen opresor -

dictatorial-. El caso colombiano es calificado por el profesor Uprimny (2006, p.11) como atípico 

en sí mismo, pues la implementación de mecanismos de transición de la guerra a la paz parece 

estar siendo aplicado en un contexto en el que persiste la presencia de grupos armados al 

margen de la ley con control social y territorial, enfrentados entre sí (Uprimny, et al. 2006). 

El reto, pero también la oportunidad de este tipo especial de justicia, advierte el profesor 

Uprimny, es contribuir a visibilizar, reconocer y atenuar las múltiples formas de discriminación y 

violencia por motivos de género a las que se enfrentan las mujeres y que por causa del conflicto 

armado se han acentuado de forma desproporcionada (CIDH, 2007) (véase Corte Constitucional, 

Auto 009 de 2007; Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2007c). 

En el marco del problema de investigación que aborda esta tesis cobra especial 

relevancia una clásica discusión que surge en cuanto a los mecanismos que integran la Justicia 

Transicional, estos son, por un lado, el deber de asegurar justicia para las víctimas de graves 

violaciones de derechos humanos y, por el otro, el propósito de consecución de la paz negociada.  

En párrafos anteriores, se advirtió que en el marco de los acuerdos celebrados entre el 

gobierno colombiano y las estructuras paramilitares se implementaron mecanismos judiciales 

que aparentemente intentaron equilibrar dichos objetivos. En este punto, valga citar a Cuervo et 

al. (2014, p.127), quienes plantean que  
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La justicia transicional contribuye a la superación del conflicto en la medida en que 

se logren conciliar las exigencias de justicia, verdad y reparación en un horizonte de 

reconciliación y de sostenibilidad de los acuerdos de paz o de consolidación de la 

democracia. (Cuervo et al 2014, p. 15). 

Valdría la pena realizar una evaluación sobre la efectividad de los mecanismos adoptados 

en la Ley de Justicia y Paz, para determinar si se cumplen los enunciados propósitos de una 

justicia transicional; sin embargo, por escapar al objetivo de esta tesis, solo se hará mención a 

dichos elementos de acuerdo a su consagración en la normativa que habilitó el funcionamiento 

de la jurisdicción de Justicia y Paz, es decir, el análisis estará centrado en el diseño e 

implementación de los elementos contenidos en dicha ley, más no en sus resultados concretos, 

excepto en lo que tiene que ver con el juzgamiento de la violencia sexual.  

En criterio del profesor Uprimny (2017, p.5), un periodo de Justicia Transicional implica 

cumplir en la mayor medida posible con el deber de investigar, juzgar y sancionar a los 

responsables de violaciones a los derechos humanos, a partir de la activación del sistema judicial 

en caso de conflicto armado, o de la implantación del nuevo orden democrático, en los casos de 

dictaduras; razón por la que se deben dar las garantías del acceso a la administración de justicia, 

con la finalidad de permitir que las víctimas no solo puedan denunciar a sus victimarios, sino que 

además se impulse la investigación de los delitos, el juicio, la condena y la seguridad de no 

repetición, de forma tal que sea una garantía de la sociedad en general.  

Esto se debe materializar a través de la confesión y el arrepentimiento por parte de los 

responsables, como una forma de llegar a la verdad colectiva sobre violaciones masivas y 

continuas de los derechos humanos, permitiendo la colaboración de la justicia en la 

reconciliación y reconstrucción del tejido social (De Greiff, 2008, p.19). 

Además de cumplir con dicho deber de investigar, juzgar y sancionar, los sistemas de 

Justicia Transicional deben implementar mecanismo de reparación para las víctimas que 

garanticen no solo la indemnización, restitución y garantías de no repetición a las víctimas, sino 
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también la adopción de políticas que permitan la restitución de tierras, en el caso de conflictos 

armados con desplazamiento forzado de personas (Corte Interamericana DDHH, 2012). Ítems 

que, en la Ley de Justicia y Paz, se abordaron a partir del sometimiento de los desmovilizados a 

ese modelo de justicia, con su aporte a la verdad en diligencias de versión libre, la entrega de 

bienes para la reparación a las víctimas y su compromiso de no repetición, so pena de poder 

revocar los beneficios que la Ley de Justicia y Paz les otorga, entre ellos, la pena alternativa de 

5 a 8 años de privación efectiva de la libertad (López Díaz et al., 2009, p. 40). 

Estos componentes además deben estar ligados a lo que se ha denominado las garantías 

de no repetición, que obedecen a reformas institucionales que otorguen a las víctimas y a la 

sociedad en general el establecimiento de una paz estable y duradera, la seguridad de 

convivencia de los miembros de esta, a partir de la reinserción a la misma de miembros activos 

de la fuerza rebelde, en los casos de conflicto armado (Uprimny, 2006, p.15). 

La enunciación de los cuatro elementos anteriores, Verdad, Justicia, Reparación y 

Garantías de no repetición, tiene lugar para comprender cómo dichos elementos parecen tomar 

forma por lo menos en el contenido normativo en el que se sustenta la jurisdicción de Justicia y 

Paz. Como se ve, la implementación de la justicia transicional requiere de un conjunto de 

medidas judiciales y extrajudiciales, reformas legales e institucionales que permitan el juicio de 

los victimarios y su castigo, o por lo menos su confesión y arrepentimiento; que garanticen la 

reparación de las víctimas y la reinserción de los alzados en armas en la sociedad, asegurando 

la convivencia pacífica de los integrantes del territorio (Teitel, 2003, p.10).  

Las medidas fueron consideradas en el texto de la Ley de Justicia y Paz, como puede 

observarse en su articulado, así como también en una lectura de las decisiones judiciales 

proferidas en el marco de dicha norma. En ese sentido, puede afirmarse que dicha ley introdujo 

al modelo de justicia colombiano normas de Justicia Transicional que buscan, según su artículo 

1, garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, así como facilitar 

la reintegración de miembros de grupos alzados en armadas que se desmovilizaron. 
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A pesar del planteamiento de dichos objetivos en el texto normativo, ha de reiterarse que 

varias organizaciones de víctimas, defensores de derechos humanos y académicos siguen 

cuestionando su autenticidad como un típico proceso de transición, por un lado, por aplicarse 

cuando aún se encuentra vigente la confrontación armada y, por el otro, por el bajo número de 

miembros de estructuras paramilitares que se acogieron a dicha transición (Lecombe, 2010, p. 

211). Dichas críticas son representativas de las tensiones que siguen rodeando la aplicación de 

la justicia transicional en el contexto colombiano. Según Lecombe (2010), la justicia transicional 

no es un concepto ni un paradigma, sino un conjunto de instrumentos diseñados por actores 

políticos según sus intereses, para enfrentar el contexto social y político del momento. En su 

criterio, el esfuerzo normativo y teórico de integración de los diversos instrumentos de justicia 

transicional es un fenómeno muy reciente que da lugar a luchas epistémicas en el marco de una 

construcción teórica y normativa posterior a su manifestación práctica (p. 214). 

A pesar de los diversos estudios sobre justicia transicional, aún es complicado definir de 

manera precisa los conceptos e instrumentos que hacen parte de esta. Como se citó 

previamente, Naciones Unidas define la Justicia Transicional como una variedad de procesos y 

mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados 

de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables rindan cuenta de sus actos, 

servir a la justicia y lograr la reconciliación (Consejo de Seguridad, 2004, p.8).  

Por su parte, la existencia de un proceso de justicia transicional en Colombia previo al 

implementado con el Acuerdo Final de la Habana no es una cuestión aceptada de forma 

homogénea, porque el conflicto armado interno pareciera seguir vigente y porque a pesar de la 

desmovilización de las estructuras paramilitares, sus estructuras ideológicas y políticas aún no 

han sido desarticuladas (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 

110016000253201300311 N.I. 1357). En muchos casos, luego de las desmovilizaciones, se 

presentó un rearme de los combatientes, quienes bajo otras denominaciones, que a día de hoy 
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han sido clasificadas como bandas criminales o grupos herederos del paramilitarismo, retomaron 

su accionar violento.  

La confirmación de esta hipótesis se encuentra precisamente en la necesidad que 

tuvieron los negociadores del acuerdo de la Habana de crear una unidad especial adscrita a la 

Fiscalía, encargada del desmantelamiento de las bandas sucesoras del paramilitarismo, como 

una estrategia para lograr el desarme de dichos grupos (Escobar y Botero, 2019). 

A pesar de dichas posturas, una revisión del contenido de la Ley de Justicia y Paz, así 

como de los pronunciamientos de la Corte Constitucional (Sentencia C-360 de 2006) y la Corte 

Suprema de Justicia (Radicados No. 36071 del 8 de junio de 2011 y No. 34423 del 23 de agosto 

de 2011) permiten aceptar esta Ley como un proceso de justicia transicional, en el que a pesar 

de las deficiencias advertidas en el diseño original de la misma, los jueces, principalmente la 

Corte Constitucional a partir de sus análisis de constitucionalidad, han dotado de sentido y 

seguridad jurídica dicha norma, a partir de la adopción de los estándares internacionales que 

sobre los derechos de las víctimas contemplan los sistemas universal y regional de derechos 

humanos.  

Por ejemplo, la Corte Constitucional desempeñó un papel fundamental a partir de su 

función de control constitucional, tanto de la Ley 975 de 2005, como de la Ley 1592 de 2012, a 

partir de las sentencias de constitucionalidad C-360 de 2006 y C-286 de 2014, en las que, a partir 

de las distintas modulaciones realizadas al contenido de dicha normatividad, abrió el camino 

para garantizar de una manera efectiva los derechos de las víctimas. 

La sentencia de la corte constitucional C-370 de 2006, al desarrollar un análisis de 

constitucionalidad de la Ley 975 de 2005, dio sentido a la Ley de Justicia y Paz al considerarla 

un instrumento para materializar la paz en el país, así como un medio para superar el conflicto 

armado interno. También, se mencionó en dicha sentencia que para dotar de fuerza a los 

mecanismos de justicia transicional creados con la Ley 975 de 2005 era necesario adoptar por 
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vía del bloque de constitucionalidad todas aquellas disposiciones de carácter internacional 

aplicables a los conflictos, así como los relativos a los derechos de las víctimas, entre ellos: 

1. El derecho a conocer la verdad sobre los hechos cometidos por los grupos armados al 

margen de la ley, sus autores, causas, a saber qué sucedió con los familiares desaparecidos 

o secuestrados, las circunstancias de tiempo, modo y lugar, tanto en su dimensión individual 

como colectiva.  

2. El derecho a la justicia, reconocido como el que tienen las víctimas a que el Estado 

investigue, juzgue y sancione a los responsables de los delitos cometidos, a partir de una 

investigación efectiva que conduzca a la identificación, captura y sanción de los 

responsables, el acceso a un recurso efectivo que repare el daño ocasionado y adoptar las 

medidas pertinentes para evitar la repetición de hechos de esa naturaleza. 

3. El derecho a la reparación integral, comprendido como las acciones que propenden por la 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición de las 

conductas. La Corte señala que las reparaciones a las víctimas no pueden quedar atadas a 

criterios presupuestales ni de voluntad política, ya que el fin del proceso es lograr la 

reconciliación a partir de una debida garantía de los derechos de las víctimas.   

Por su parte, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (Radicado 34547 

del 24 de abril de 2011) ha reafirmado que Justicia y Paz es un proceso de justicia transicional 

que busca conciliar las demandas de justicia con el propósito de consolidación de la paz, 

concediendo amplios beneficios penales a los desmovilizados, a cambio de aportes significativos 

al esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas. (CIDH, 2013, p. 136) 

En el marco de la Ley de Justicia y Paz, se ha logrado esclarecer una verdad que en 

criterio de la Fiscalía hubiera sido imposible obtener por otros medios, por cuanto el 99,9% de 

los casos se mantenían en la impunidad hasta la implementación de este mecanismo especial 
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de justicia (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado: 

110016000253201500072 N.I. 2549; Verdad Abierta, 2015). 

Cada experiencia de justicia transicional que se ha implementado tiene una estrategia 

relacionada con el contexto para el que fue diseñado dicho modelo. A pesar de ello, concurren 

algunos dilemas o puntos de reflexión que son abordados por quienes dedican su atención al 

estudio de este campo (Uprimny y Safon, 2007, p.24). Algunos de estos tienen que ver con la 

forma de abordar el pasado, pues los dilemas al respecto implican encontrar un equilibrio entre 

la estabilidad democrática pretendida y la garantía de los derechos de las víctimas, todo 

enmarcado en contextos en que los actores armados conservan aún cuotas de poder 

importantes (Garreton, 1992, p. 133). En estos contextos, la demanda de justicia encuentra un 

punto de inflexión apenas obvio, mientras que la posibilidad del estado de ofrecer justicia por 

todos los casos ocurridos en el marco del conflicto armado se torna imposible (Freeman, 2009, 

p. 18). 

Por esa razón, Justicia y Paz, por ejemplo, optó por mecanismos tendientes a asegurar 

el sometimiento de los perpetradores de graves violaciones a derechos humanos a un proceso 

judicial de especiales características, en el que además de habilitarse el castigo al victimario, se 

ordena la reparación de las víctimas y el esclarecimiento a la verdad. Dichos mecanismos no 

resultan sustitutos del deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables, sino que, por 

el contrario, son complementarios, al reconocer la insuficiencia del sistema tradicional de justicia 

para enfrentar el legado de violencia que se intenta superar, y propone un enfoque diferente a 

partir de fórmulas intermedias que garanticen una dosis de justicia y una dosis de perdón (Corte 

IDH, 2018, p. 58). 

En conclusión, el modelo de justicia implementado con la Ley 975 de 2005, en conjunto 

con sus modificaciones normativas y jurisprudenciales, constituye un innegable antecedente de 

implementación de mecanismos de justicia transicional en Colombia que han permitido, por un 

lado, la garantía de los derechos de las víctimas y, por el otro, la facilitación de la reincorporación 
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de los desmovilizados a la vida civil. A septiembre de 2020, según datos obtenidos de la Relatoría 

de la SJP-TSB, la jurisdicción ha proferido 70 sentencias condenatorias contra 588 

exparamilitares de 65 estructuras ilegales desmovilizadas. Además de esclarecer el contexto en 

el que actuaron dichos grupos ilegales, sus redes de apoyo desde el estamento regular y sus 

fuentes de financiación, se han esclarecido 9.929 hechos criminales que dejan como saldo 

38.426 víctimas del conflicto armado.  

Más allá de los análisis cuantitativos que se han realizado sobre el proceso de Justicia y 

Paz y las recurrentes críticas sobre el bajo resultado en materia de producción de sentencias, lo 

que realmente debe tenerse en cuenta es la magnitud de hechos criminales que han sido 

conocidos a partir de los relatos de quienes se sometieron a este modelo de justicia que permitió, 

por lo menos en parte, la transición de una proporción importante de hombres armados 

participantes del conflicto armado interno, confederados en estructuras paramilitares que durante 

el tiempo de su funcionamiento generaron devastadores efectos para la población civil.   

De acuerdo con cifras consolidadas por la jurisdicción de Justicia y Paz y entregadas al 

periódico El Tiempo, a diciembre de 2020, se habían proferido sentencias contra integrantes de 

65 grupos paramilitares, por 238.019 hechos criminales (López Morales, 2020, p.1). De dichos 

hechos, de acuerdo a la revisión de sentencias realizada para esta investigación, se pudo 

establecer que en 44 de las 86 sentencias proferidas en Justicia y Paz se abordó el tema de la 

violencia sexual; en 28 de ellas como un patrón de macrocriminalidad que abarca 1.940 casos 

de víctimas de esta tipología criminal respecto de los cuales se profirió sentencia contra 98 

exintegrantes de estructuras paramilitares y se reconocieron daños morales y patrimoniales a un 

aproximado de 550 víctimas (Rama Judicial, s.f.). 

Dichos datos serán abordados de manera cualitativa en el capítulo III, cuando se estudie 

el discurso adoptado por las diferentes Salas de Conocimiento que operan en Bogotá respecto 

a la violencia sexual padecida por las mujeres, sus explicaciones, consecuencias y tratamiento 

por parte de los magistrados de esta justicia transicional.  
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1.3 ADOPCIÓN DE UN ENFÓQUE DE GÉNERO PARA EL JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA 
SEXUAL EN SISTEMAS DE JUSTICIA TRANSCIONAL 

 

Una de las apuestas de este escrito es evidenciar la necesidad de adoptar un enfoque 

de género en el marco de procesos de justicia transicional, principalmente para aquellos casos 

en los que los jueces estén decidiendo casos de violencia sexual contra mujeres, niñas y 

adolescentes, por ser la tipología violenta que las afecta de manera principal en razón de su 

género. Antes de esbozar dicha propuesta, es necesario delimitar las nociones de género y 

enfoque de género.  

En cuanto al género, para definir esta categoría que tiene su origen en las ciencias 

sociales, es preciso citar el planteamiento de Marta Lamas (1995, p.6), quien ha señalado la 

confusión que se genera cuando se usan indistintamente las categorías sexo y género cuando 

señala que una de las causas del uso indiscriminado de esta categoría se debe en parte a la 

adaptación al español de los “gender studies”. Esta autora refiere que 

[…] el término anglosajón gender no se corresponde totalmente con el español 

género, en inglés tiene una acepción que apunta directamente a los sexos (sea como 

accidente gramatical, sea como engendrar) mientras que en español se refiere a la 

clase, especie o tipo a la que pertenecen las cosas, a un grupo taxonómico, a los 

artículos o mercancías que son objeto de comercio y a la tela, mientras que decir en 

inglés vamos a estudiar el género lleva implícito que se trata de una cuestión relativa 

a los sexos (p.10). 

Según Lamas (1997, p. 13), el feminismo anglosajón de los años 70 alentó el uso de la 

categoría género para distinguir entre las construcciones socioculturales y la biología. De esta 

forma, se pone de manifiesto que las características humanas consideradas como inherentes a 

la mujer son adquiridas a través de un complejo proceso individual y social. 
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De ese modo, la categoría género se comprende como una forma de denotar las 

construcciones culturales respecto de las ideas sobre los roles “apropiados” para mujeres y 

hombres (Scott, 1986, p. 15). El uso indiscriminado de esta categoría ha generado múltiples 

problemas, que para las feministas críticas del derecho se ha traducido en un uso desmedido de 

la categoría, que en un contexto donde la desigualdad entre mujeres y hombres ya no puede 

negarse, es disociado del feminismo a fin de no hacer frente a los problemas estructurales por 

los que el feminismo ha luchado desde sus inicios (Pitch, 2010, p. 45). 

En concreto, el género es una categoría que permite clasificar, regular, disciplinar, lo que 

está dentro y lo que está afuera, construyendo así lo femenino como el otro del masculino. 

(Lagarde, 2016, p. 438). En ese sentido, la clasificación binaria del género para el feminismo es 

más bien política en lugar de natural. 

Aunque hay una amplia discusión respecto a las distinciones, similitudes y usos de las 

categorías “sexo” y “género”, para el propósito de este texto se tendrá en cuenta la definición de 

género empleada por Alda Facio (1999) quien señala que dicha categoría alude al conjunto de 

características, comportamientos, roles, funciones y valoraciones impuestas dicotómicamente a 

cada sexo a través de procesos de socialización, mantenidos y reforzados por la ideología e 

instituciones patriarcales. Esta categoría parece no ser abstracta ni universal, en tanto se 

concreta en cada sociedad de acuerdo a contextos espaciales y temporales, a la vez que se 

redefine constantemente a la luz de otras realidades, como la clase, la etnia, la edad, la 

nacionalidad, las habilidades, etc. De allí que, como lo sostiene dicha autora, las formas en que 

se nos revelan los géneros en cada sociedad o grupo humano varían atendiendo a los factores 

de la realidad que concursan con este (p. 265). 

Como se advierte, esta ha sido una categoría propuesta desde las ciencias sociales para 

explicar cómo los sexos han sido normados dentro de ciertos roles o características que les 

imponen determinados comportamientos. A partir de dicha categoría, se ha puesto presente la 

preocupación por la exclusión de las mujeres de diversos ámbitos de la vida, entre ellos, el 
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laboral, el político y el académico. Esta exclusión ha sido evidente incluso desde la época 

colonial, cuando las mujeres veían su vida destinada a cumplir con el rol que para la época era 

el socialmente aceptable según su género, es decir, ser la esposa, hija o madre de alguien 

(Jaramillo Sierra, 2018, p. 10). 

Es así ́como el enfoque de género explica que el contexto cultural produce la dependencia 

de la mujer al hombre en más de un ámbito y, por lo tanto, las mujeres son excluidas y reducidas 

a la condición de “dependientes” por parte de la comunidad, lo que las hace someterse a las 

decisiones de los varones. (Grupo de Memoria Histórica, 2011, p. 21) 

Los retos relacionados con la superación de la exclusión de las mujeres han ocupado la 

agenda internacional, por estar presente en la mayoría de las sociedades (Velásquez, 2009, p.3). 

Así, desde la década de los noventa, se ha enfatizado en la importancia de que todas las 

personas tengan la capacidad de ver las diferencias entre hombres y mujeres, para que, desde 

sus cargos y funciones, tengan en cuenta dichas diferencias. A esto se le ha llamado enfoque 

de género, un instrumento que apuesta por convertir en una tarea común la comprensión de las 

diferencias que enfrentan hombres y mujeres en la sociedad, así como el compromiso por 

transformar dichas diferencias, de modo que las personas independientemente de su género 

accedan a sus derechos en igualdad de condiciones (Jaramillo Sierra, 2018, p. 23). 

Se ha propuesto que el enfoque de género sea una herramienta que permita observar de 

manera sistemática las formas en que mujeres y hombres participan e interactúan en los distintos 

ámbitos en los que se encuentran; cuáles son las estructuras y procesos socioculturales, 

institucionales, legislativos y políticos que pueden perpetuar los patrones de desventaja de las 

mujeres con respecto a los hombres; así como los diferentes impactos que tienen las 

intervenciones para el desarrollo sobre las mujeres y los hombres.(Rodríguez Peñaranda, 2018, 

p. 122)  

Esta labor requiere que se desglosen los datos por género para comprender cómo se 

divide y valora el trabajo y que se examine la manera como una actividad, decisión, proyecto, 
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programa, plan o política pública afecta de manera diferenciada a hombres y mujeres. El análisis 

desde un enfoque de género permite reconocer y visibilizar las diferencias entre hombres y 

mujeres que se convierten en desigualdades y desventajas para las personas que 

consecuencialmente, limitan su ejercicio de derechos humanos (Vargas y Díaz, 2008, p. 6).,  

El enfoque de género se entenderá en esta tesis como una herramienta de análisis que 

explica las dinámicas sociales para aportar a la explicación y cambio del comportamiento 

diferencial de hombres y mujeres, a partir de comprender la posición de desigualdad y 

subordinación de las mujeres en relación con los varones. Es una perspectiva que permite ver y 

denunciar los modos de construir y pensar las identidades sexuales desde una concepción de 

heterosexualidad normativa y obligatoria que excluye (Scott, 1990, p. 21). 

Esta noción empezó a utilizarse en el campo de las ciencias sociales a partir de la década 

de los setenta, dada la necesidad de reconocimiento de las mujeres como sujeto de derechos, 

pues habían sido discriminadas y excluidas de forma sistemática de la conformación de los 

Estados. Este concepto con el tiempo se desarrolla y adquiere un carácter que no solo implica 

el reconocimiento de la mujer, sino estudiar las características físicas, psicológicas y sociales 

entre los géneros (Carmona, 2015, p.28). 

La inclusión del enfoque de género en la justicia colombiana ha venido en continuo 

desarrollo en los últimos años. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura creó 

la Comisión Nacional de Género de la Rama Judicial, mediante Acuerdo 4552 de 2008, que 

según menciona en su artículo primero, tiene el propósito de promover la incorporación e 

institucionalización de la perspectiva de género en el quehacer de la labor judicial. La Comisión 

está integrada por una magistrada o magistrado de las altas cortes, esto es, de la Corte Suprema 

de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 

Consejo Superior de la Judicatura y la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 

además el Director/a Ejecutivo de Administración Judicial, que es el Secretario/a Técnico. 
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Esta Comisión pretende de acuerdo a lo dispuesto en el citado acuerdo, el respeto a la 

garantía de los derechos humanos de las mujeres en la rama judicial, promover la igualdad 

efectiva de oportunidades entre hombres y mujeres y la no discriminación por género en las 

decisiones judiciales en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento 

interno de la Rama Jurisdiccional. Además, busca integrar la perspectiva de género y el principio 

de la no discriminación por razones de género a la misión, la visión y los objetivos institucionales, 

a los procesos de planificación estratégica y a los planes anuales operativos (Rama Judicial, 

2008, p.3). 

Esta Comisión ha significado un avance institucional para que la justicia colombiana se 

ubique en una permanente búsqueda de la integración de la perspectiva de género en las 

decisiones de los jueces. Pese a tal esfuerzo, no se ha realizado un estudio estadístico a 

profundidad que dé indicadores acerca de cuantas providencias han sido estudiadas bajo esta 

perspectiva, y mediante la cual se pueda estimar la clase de decisiones en la que los operadores 

judiciales han acatado los criterios orientadores para determinar si se está en un caso de 

discriminación por género (Comisión Nacional de Género, 2011, p.13). 

A pesar del funcionamiento de dicha comisión de género, existen serios problemas en 

cuanto a la preparación de los jueces frente a este enfoque. La aplicación y atención de estos 

parámetros no ha sido implementada en todas las especialidades judiciales, por lo que las 

discriminaciones por razones de género fácilmente son ignoradas o subsumidas en otra clase 

de conductas o delitos que invisibilizan la problemática de exclusión y violencia generalizada 

contra las mujeres (Poyatos, 2019, p. 2). 

Sobre este punto, cabe mencionar las implicaciones de las decisiones judiciales para la 

transformación de las realidades de las mujeres. Ha de decirse que el funcionario judicial tiene 

el deber de tener en cuenta las posibles consecuencias de sus decisiones más allá del caso 

concreto, pues aquellas pueden convertirse en un parámetro de acción de otros funcionarios de 

igual o menor rango, por lo que tienen el potencial de ser decisiones estructurales (Jaramillo 
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Sierra, 2018, p. 28). Un claro ejemplo de las potencialidades que implica el uso del enfoque de 

género en la decisión judicial se encuentra en el Auto 092 de 2008 dictado el 14 de abril de 2008 

por la Corte Constitucional; en el que además de identificarse un contexto estructural de violencia 

y discriminación contra las mujeres en el marco del conflicto armado2, en términos cuantitativos 

y cualitativos, se les identifica como sujetos de protección constitucional reforzado por mandato 

de la Constitución Política y de las obligaciones internacionales del Estado colombiano en 

materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, cuando se encuentran en 

condición de desplazamiento forzado.  

En dicha decisión, la Corte Constitucional identificó diez condiciones de riesgo para las 

mujeres en razón de su género, en el marco del conflicto armado colombiano, que no son 

compartidos por los hombres, y que explican en su conjunto el impacto desproporcionado del 

desplazamiento forzoso sobre ellas3. Luego de este análisis, bajo una valoración jurídica de la 

situación de las mujeres y niñas frente al combate, la Corte emitió tres órdenes: la primera, la 

protección individual de 600 mujeres desplazadas que se encuentran en riesgo; la segunda, la 

creación de 13 programas destinados específicamente a enfrentar los riesgos y consecuencias 

que enfrentan las mujeres; y la tercera, la remisión a la Fiscalía General de la Nación de un 

 
2 Esta providencia se expide como parte del seguimiento a la Sentencia T-045 de 2004, en donde la Corte 
Constitucional declaró un estado de cosas inconstitucionales respecto al desplazamiento forzado. El Auto se dictó con 
la finalidad de constatar el nivel de cumplimiento de las órdenes emitidas en la sentencia del 2004. 
3 Las condiciones de riesgo para las mujeres en razón de su género son las siguientes: (i) el riesgo de violencia sexual, 
explotación sexual o abuso sexual en el marco del conflicto armado; (ii) el riesgo de explotación o esclavización para 
ejercer labores domésticas y roles considerados femeninos en una sociedad con rasgos patriarcales, por parte de los 
actores armados ilegales; (iii) el riesgo de reclutamiento forzado de sus hijos e hijas por los actores armados al margen 
de la ley, o de otro tipo de amenazas contra ellos, que se hace más grave cuando la mujer es cabeza de familia; (iv) 
los riesgos derivados del contacto o de las relaciones familiares o personales -voluntarias, accidentales o presuntas- 
con los integrantes de alguno de los grupos armados ilegales que operan en el país o con miembros de la Fuerza 
Pública, principalmente por señalamientos o retaliaciones efectuados a posteriori por los bandos ilegales enemigos; 
(v) los riesgos derivados de su pertenencia a organizaciones sociales, comunitarias o políticas de mujeres, o de sus 
labores de liderazgo y promoción de los derechos humanos en zonas afectadas por el conflicto armado; (vi) el riesgo 
de persecución y asesinato por las estrategias de control coercitivo del comportamiento público y privado de las 
personas que implementan los grupos armados ilegales en extensas áreas del territorio nacional; (vii) el riesgo por el 
asesinato o desaparición de su proveedor económico o por la desintegración de sus grupos familiares y de sus redes 
de apoyo material y social; (viii) el riesgo de ser despojadas de sus tierras y su patrimonio con mayor facilidad por los 
actores armados ilegales dada su posición histórica ante la propiedad, especialmente las propiedades inmuebles 
rurales; (ix) los riesgos derivados de la condición de discriminación y vulnerabilidad acentuada de las mujeres 
indígenas y afrodescendientes; y (x) el riesgo por la pérdida o ausencia de su compañero o proveedor económico 
durante el proceso de desplazamiento. 
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anexo reservado en el que incluye la información sobre 183 casos de violencia sexual que fueron 

reportados durante el proceso4. Igualmente, solicitó a la Procuraduría General de la Nación que 

vigilara el avance de las investigaciones y procesos penales a los que hubiese lugar. 

Uno de los asuntos más importantes estudiado por la Corte en esta providencia fue el 

denominado triple proceso de victimización, que en criterio de la Corte, genera invisibilidad oficial 

y extraoficial, silencio por parte de las víctimas e impunidad de los perpetradores; factores que 

responden a diversas circunstancias que experimentan las mujeres víctimas, entre ellas, la 

desconfianza ante el sistema de justicia por parte de las mujeres víctimas; el miedo a las 

retaliaciones por parte de los victimarios y la falta de acompañamiento y protección estatal; el 

subregistro oficial; la inexistencia de sistemas oficiales de monitoreo, protocolos y 

documentación; factores culturales de estigmatización, culpabilidad y aislamiento de la víctima; 

la ignorancia y desinformación de las mujeres sobre sus derechos y los procedimientos a seguir; 

la subvaloración y distorsión de los crímenes perpetrados por parte de las autoridades 

encargadas de su reporte e investigación, entre otros. 

Como se observa en esta decisión judicial, el género como categoría analítica resulta de 

gran utilidad para explicar la situación de las mujeres, porque funciona como una herramienta 

hermenéutica que desnaturaliza las relaciones de poder, en cuanto descubre lo femenino y lo 

masculino como espacios o construcciones culturales interesadas en las que media una relación 

desigual de poder (Molina, 2011, p. 130).  

Con respecto a la comprensión de un marco de violencia estructural hacia las mujeres, 

autoras como Magallón Portolés (2005, p.35) han señalado que se trata de una violencia 

 
4 Como violaciones y abusos sexuales individuales y colectivos, torturas sexuales, mutilaciones sexuales y posteriores 
homicidios de las víctimas, actos atroces de ferocidad y barbarie de contenido sexual, prostitución forzada, 
esclavización sexual, desnudez pública forzada, humillación sexual individual y colectiva, sometimiento a violencia 
sexual como medio para obtener información, o amenazas de violencia sexual, así como el sometimiento de las 
víctimas a prácticas crueles, inhumanas y degradantes tales como bailes, desfiles, entretenimientos o 
acompañamientos forzados para complacer a los miembros de los grupos armados, y actos de sevicia cometidos 
públicamente contra sus cuerpos o cadáveres, a lo largo de todo el país y contra cientos de mujeres, jóvenes, niñas 
y adultas mayores pertenecientes a la población civil. 
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derivada del lugar que las mujeres ocupan en el orden económico y de poder hegemónicos, que 

han contribuido a que hoy la pobreza tenga rostro de mujer, dada la precarización laboral y 

desigualdad salarial que experimentan, entre otras múltiples causas de su exclusión del mundo 

público. 

El enfoque de género justamente permite a los jueces comprender dicho contexto de 

violencia generalizada como un elemento sin el cual difícilmente pueden comprenderse las 

violencias que se ejercen sobre el cuerpo de las mujeres, que ha llevado a que crímenes como 

la violencia sexual se entiendan desde una visión simplista como un crimen de tipo pasional y 

no como una expresión más del poder que ostenta el patriarcado5 sobre sus cuerpos (Segato, 

2015, p.148). 

La violencia contra las mujeres, como ya se ha señalado, no es un fenómeno aislado u 

ocasional, sino que constituye un fenómeno social de tal magnitud que se retroalimenta gracias 

a su carácter estructural, que permanece vigente dada la existencia aún de una sociedad 

patriarcal que está presente en todas las clases sociales sin distinción de edades, razas o 

culturas. En las últimas décadas, los análisis feministas han permitido visibilizar el impacto de 

los conflictos sobre las mujeres y sobre las relaciones de género. Con ello, se ha enriquecido la 

literatura existente sobre la guerra y sus efectos, la cual omitía mencionar que los hombres y las 

mujeres se ven afectados de forma diferente por la violencia colectiva. Además, el feminismo ha 

analizado la relación entre el género y los conflictos no solo en referencia a las acciones militares 

o bélicas, sino también a los aspectos políticos, económicos, sociales y culturales que intervienen 

en las dinámicas de los conflictos (Humanas, 2015, p.13). 

 
5 El patriarcado es un sistema político que institucionaliza la superioridad sexista de los varones sobre las mujeres, 
constituyendo un mecanismo de dominación ejercido sobre ellas, basándose en una fundamentación biologicista. Se 
construye tomando las diferencias biológicas entre hombres y mujeres como inherentes y naturales. Por otro lado, 
mantiene y agudiza estas diferencias postulando una estructura dicotómica de la realidad y el pensamiento (Vacca y 
Coppolecchia, 2012). 
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En punto al tema central de este trabajo, el enfoque de género propuesto desde las 

ciencias sociales y principalmente desde los estudios feministas han permitido, por ejemplo, 

evidenciar cómo los estudios que existen sobre el papel de las mujeres en las guerras las han 

retratado solo como víctimas, perpetuándolas en un lugar de indefensión y vulneración que 

impide destacar su rol activo tanto en la guerra como en la construcción de la paz, pero que 

además, han puesto énfasis en la violencia sexual desde la perspectiva jurídica del delito, 

ignorando los daños estructurales y consecuencias que tales actos han tenido en la cotidianidad 

de las mujeres (Caicedo, 2009, p.13).  

Esta es una de las razones por la cuales este trabajo apuesta por proponer la adopción 

del enfoque de género en el marco de las justicias transicionales como una herramienta que 

puede permitir identificar las causas estructurales de la violencia contra la mujer, su potencialidad 

como constructora de paz, entre otras cuestiones, que serán exploradas en el capítulo IV. 

Otra razón que impulsa la propuesta de esta tesis tiene que ver con la facilidad con la 

cual, desde un enfoque de género, puede profundizarse en los sesgos de género de la justicia 

transicional, que derivan de pautas históricas de discriminación de las mujeres y cuyas 

manifestaciones son múltiples. Esta reflexión puede hacerse sobre la base de los tres 

componentes esenciales de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 

Tal como lo expresan autoras como Julissa Mantilla (2013, p.1), hablar de la aplicación 

del enfoque de género en el Derecho puede ser a la vez un reto y un aporte. Al respecto, cita la 

autora 

Reto porque no obstante los últimos avances doctrinarios y jurisprudenciales, aún no 

se entiende con claridad la importancia de la aplicación del enfoque de género al 

Derecho, como una perspectiva fundamental para su desarrollo y análisis. Pero 

también un aporte, porque la aplicación de este enfoque, permite dar una dimensión 

más completa al Derecho, como una herramienta de cambio que contribuye de 
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manera importante al reconocimiento de los Derechos Humanos y a la lucha contra 

la discriminación. (Mantilla, 2013, p. 1). 

En punto a la aplicación de este enfoque a los procesos de justicia transicional, en lo que 

tiene que ver con este texto, principalmente en cuanto al juzgamiento de crímenes de violencia 

sexual perpetrados contra las mujeres, es importante tener en cuenta que aunque los estudios 

sobre la justicia transicional denotan una aparente neutralidad analítica, en la que aparentemente 

no son relevantes aquellos múltiples factores de diferencia social, como la etnia, la edad y el 

género, que determinan las formas en que las personas y los grupos ven vulnerados sus 

derechos en situaciones de conflicto armado, hay múltiples estudios sobre el papel de las 

mujeres en las guerras que señalan el impacto diferenciado que las guerras han tenido sobre las 

mujeres y también, su rol fundamental para el funcionamiento de procesos de justicia transicional 

en el mundo, principalmente en cuanto a la reconstrucción de la verdad (Caicedo et al., 2009, p. 

13).  

Para Gaby Oré (2005, p. 2), las distintas formas de violencia contra las mujeres y las 

niñas, así como su persistencia, pueden ser uno de los impactos más destacados de los 

conflictos armados contemporáneos en materia de relaciones de género, pues se ha hecho 

evidente que sus cuerpos se han convertido en territorios de guerra, principalmente a partir de 

la violencia sexual, dirigida a afectar al mayor número de víctimas posible, sembrar el terror en 

la población, disminuir la moral del enemigo al demostrarse su incapacidad para “defender a sus 

mujeres”, y desestructurar el tejido social (Mostov, 1995, p.19). 

Aunque se han producido avances fundamentales en el Derecho Internacional que han 

permitido que actualmente la violencia sexual contra las mujeres durante los conflictos armados, 

en particular la violencia sexual, esté considerada como parte de los crímenes de guerra, de lesa 

humanidad y de genocidio, los mismos no han significado en la práctica la transformación de las 

condiciones de vida de las mujeres, la superación de las consecuencias que la violencia sexual 

generó sobre sus cuerpos o el castigo hacia sus victimarios.  
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Por eso, es importante seguir planteando que el derecho, y en este caso el marco jurídico 

que se aplica a los procesos de justicia transicional, no están exentos de sesgos de género y 

obstáculos que dificultan la participación de las mujeres tanto como víctimas en busca de su 

reconocimiento como gestoras de paz y líderes de los procesos políticos de transformación que 

naturalmente deben gestarse en el marco de implementación de la Justicia Transicional.  

Estas cuestiones hacen necesaria la adopción de un enfoque de género, a partir del cual 

se trascienda de lo puramente jurídico en los diferentes mecanismos de la Justicia Transicional 

(tribunales, comisiones de la verdad, iniciativas colectivas de memoria y reparación, entre otros), 

y se tengan en cuenta las experiencias de las mujeres, sus retos para participar en estos 

sistemas dadas las barreras económicas, culturales, sociales, familiares a las que se ven 

enfrentadas cuando deciden hacer parte de dichos procesos, principalmente en los judiciales, 

desde antes de la denuncia hasta la sentencia (Stoffels, 2008, p. 5) 

Como se advirtió, si bien las discusiones teóricas y las fórmulas de aplicación de la justicia 

transicional parecieran ser neutras al género, dicha neutralidad en realidad oculta una profunda 

desigualdad de las mujeres para acceder a la justicia (West, 1988, p.14; MacKinnon, 2012, p.7), 

al encontrarse subrepresentadas cuantitativa y cualitativamente en los procesos de conocimiento 

de la verdad sobre las violaciones de los derechos humanos, en particular, aquellas que les 

afectan de una forma desproporcionada, como son la violencia sexual y la migración forzada 

(Segura, 2010, p.23).  

Dicha desigualdad hace que, por ejemplo, los sesgos de género presentes ya en los 

sistemas de justicia ordinaria (Rama Judicial, 2016, p.3) continúen presentes en los mecanismos 

creados para la implementación de la justicia transicional, que pueden ocasionar que los 

crímenes cometidos contra ellas tiendan a ser ocultados por los victimarios, sistemáticamente 

negados o archivados por falta de sustento probatorio; de manera que, si no se identifican y 

combaten, difícilmente harán que las mujeres sean incluidas en auténticos procesos de 
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transformación social y tránsito hacia una sociedad más democrática y justa (Mendia Azkue, 

2012, p.18). 

En ese sentido, a través del enfoque de género, la justicia transicional puede visibilizar 

cómo la violencia contra las mujeres por parte de las fuerzas armadas y de seguridad pública, 

así como de las organizaciones armadas ilegales en combate, no responde a hechos aislados o 

esporádicos, sino que se produce con sistematicidad, planificación y a gran escala.  

La relevancia de adoptar un enfoque de género en la justicia transicional está dada como 

concreción de todos los esfuerzos posibles para la rehabilitación de las víctimas y la necesidad 

de crear mecanismos complementarios a la justicia ordinaria que puedan revertir o reparar en su 

integralidad el daño causado por la violencia. Entran aquí acciones de justicia restaurativa que 

otorgan todo el protagonismo a las propias mujeres, siendo ellas mismas las que deciden qué, 

cómo, cuándo, con quién, hasta dónde llevan los procesos, etc. Se trata de decisiones en las 

que factores de clase, etnia, edad y otros pueden ser determinantes en la forma en que se 

concibe la reparación y en el tipo de reivindicaciones que las mujeres articulan al respecto 

(Menzia, 2017, p.13) 

Superar la neutralidad de género en los mecanismos de Justicia Transicional, que la 

mayoría de las veces privilegia las experiencias de los hombres exigiéndoles atender al género, 

es fundamental, ya que ello obliga legalmente a los distintos entes creados como mecanismos 

de justicia transicional, facilitando un abordaje integral de las cuestiones de género en su diseño, 

presupuesto, organización y operación.  

Para Naciones Unidas, dicho mandato debe abordar integralmente el impacto de género, 

incluyendo la violencia sexual y otras violencias ocurridas con base en el género; mandato que 

como se verá en el siguiente capítulo, ha sido una tarea asumida paulatinamente en el ámbito 

del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, pero de forma más decisiva en los 

tribunales penales internacionales ad hoc; sin que pueda decirse que han sido esfuerzos 

significativos o de largo aliento que vinculen a los Estados que atraviesan por procesos de 
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Justicia Transicional, sino más bien iniciativas específicas para casos particulares.(ONU 2020, 

.p1)   

Todo lo dicho permite concluir que Justicia y Paz, como un modelo de justicia transicional 

que busca el aseguramiento de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación 

y las garantías de no repetición, mientras intenta a su vez el tránsito a la vida civil de 

desmovilizados de grupos armados organizados al margen de la ley, tiene el reto de contribuir a 

los derechos de las mujeres a partir del juzgamiento de la violencia sexual perpetrada por los 

paramilitares. Dicha tarea puede realizarse a partir de un enfoque de género que asegure la 

develación de las relaciones y su construcción desde el machismo, el autoritarismo y los modelos 

económicos sexistas y desiguales, que han ocasionado un continuo de violencia que mantiene 

al sexo femenino bajo un constante contexto de violencias cruzadas (Bodelón, 2009, p. 105). 

Este enfoque de género, inspirado desde el feminismo, ha desarrollado una noción crítica 

del derecho, que se vincula a la necesidad de pensar en el derecho en clave de relaciones de 

poder y su falsa neutralidad, que no permite dar cuenta de la realidad desde las relaciones de 

los sexos y la desigualdad de poder mediada por las diferencias entre los géneros (Bodelón, 

2009, p. 107).  
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Capítulo II 

LA VIOLENCIA SEXUAL EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO DESDE 
LA PERSPECTIVA INTERNACIONAL 

 

En el capítulo anterior, se delimita el marco conceptual a partir del cual parte este trabajo, 

a partir de tres ejes que se pueden identificar como la existencia de un conflicto armado interno 

entre las fuerzas regulares y grupos armados ilegales -guerrilla y paramilitares-, que habilitó la 

creación de un mecanismo de justicia transicional -Ley 975 de 2005-, para poner fin a los 

crímenes cometidos por las estructuras paramilitares y garantizar el derecho de las víctimas a la 

verdad, la justicia y la reparación. Lo anterior, bajo la necesidad de adoptar un enfoque de género 

que permita a dichos mecanismos de justicia transicional tomar decisiones que de alguna 

manera pongan fin al continuo de violencia que sufren las mujeres en Colombia, dada la cultura 

patriarcal y violenta con la que contamos; cultura que precisamente detonó una violencia sexual 

sistemática, perpetrada por todos los actores armados y tolerada institucionalmente.  

Ahora, es importante revisar el marco jurídico internacional que ha sido construido por los 

sistemas de protección de derechos humanos en materia de violencia sexual perpetrada en 

contextos de guerra, a fin de analizar si en la jurisdicción transicional de Justicia y Paz han sido 

o no tenidos en cuenta y la forma en la que han sido interpretados. En consecuencia, en este 

capítulo se revisan de manera general los avances normativos y jurisprudenciales que los 

sistemas universal e interamericano de protección de derechos humanos han implementado en 

materia de prevención, investigación, juzgamiento y sanción de la violencia cometida en contra 

de las mujeres en el marco de conflictos armados, en particular, la violencia sexual.   

Para tal fin, primero, se abordarán las normas de derecho vinculante (hard law), así como 

los instrumentos y recomendaciones sobre dichas normas (soft law), proferidas por los 

organismos adscritos a la ONU, dirigidas principalmente a la prevención de la violencia sexual 
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contra las mujeres en el marco de conflictos armados; luego, se revisarán los aportes que fueron 

decantados por los tribunales penales internacionales ad hoc y la Corte Penal Internacional en 

materia de definición y elementos constitutivos de violencia sexual como crimen internacional en 

el marco de conflictos armados. Finalmente, se abordarán los elementos que han sido 

propuestos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la responsabilidad 

internacional de los Estados de proteger y garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre 

de violencias, en concreto, de violencia sexual.   

2.1 MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y JUZGAMIENTO 
DE LA VIOLENCIA SEXUAL COMETIDA EN EL MARCO DE CONFLICTOS ARMADOS 

 

Una revisión de los compendios sobre Derecho Internacional Humanitario proporciona 

una comprensión crucial de cómo evolucionó la definición de la violencia sexual en tiempos de 

guerra. 

El DIH, comúnmente conocido por sistematizar las leyes que rigen los conflictos armados 

o el ius in bello, independientemente de si una guerra se caracteriza por ser un conflicto armado 

internacional o interno, ha avanzado en la comprensión de la violencia sexual solo después de 

que este tipo de violencia se ha presentado en el marco de la guerra. En ese sentido, aunque la 

violencia sexual formaba parte de las primeras prohibiciones del derecho humanitario -por 

ejemplo, en los primeros códigos guerreros que datan del siglo I y en los códigos militares del 

siglo XVIII-, dichas prohibiciones sobre el uso de la violencia sexual en tiempos de guerra tenían 

por objeto salvar a personas consideradas como eruditos, agricultores, mujeres comerciantes, 

sacerdotes o niños; por lo cual no se ocupaban del valor del individuo como sujeto de derechos 

humanos, sino que garantizaban que los integrantes de altas esferas de la sociedad siguieran 

funcionando (Moreyra, 2007, p. 135). 

No obstante, la codificación de los delitos de violencia sexual, incluidas las violaciones 

en tiempos de guerra, avanzó modestamente a finales del siglo XIX y principios del XX. Esto se 
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denomina el período moderno inicial del DIH y algunos códigos y tratados militares que a 

continuación se enuncian,  ilustran la progresión.  

En cuanto a la forma en la que se abordó la violencia sexual contra las mujeres, permite 

encontrar una primera referencia a la prohibición de formas de violencia contra la mujer, 

consagrada en las denominadas Instrucciones de Lieber (1863), constituidas como el primer 

intento de codificación de las directrices de guerra en las que se prohibió explícitamente la 

violación, calificándola como un crimen de disciplina de las tropas que, en caso de ocurrir, 

acarreaba una la pena de muerte como sanción (Aponte, 2013, p. 124). 

Años después, en 1907, son los Convenios de la Haya los que se encargan de consagrar 

una protección especial dirigida a la honra de las mujeres, advirtiendo que aquella debe ser 

resguardada en todo momento, se deduce entonces que esto implicaría no cometer actos de 

violencia sexual en su contra. Ya en 1945 se consagró formalmente el acceso carnal violento 

como un crimen de categoría internacional en la Control Council Law No. 10 (ley aprobada por 

el Consejo de Control Aliado para la Alemania posterior a la Segunda Guerra Mundial, el 20 de 

septiembre de 1945). Este texto fue recopilado por las fuerzas aliadas luego de la ocupación de 

Alemania. 

Dichos preceptos normativos constituyeron un tímido avance en cuanto a la protección 

de las mujeres en el marco de conflictos armados, al considerar que los actos en su contra 

constituían atentados contra su honra, faltas disciplinarias o un crimen internacional en caso de 

violación. Sin embargo, lejos de adoptarse dichas disposiciones como normas aceptables y de 

debido acatamiento por parte de las fuerzas armadas en guerra, podemos ver como, por ejemplo, 

el Tribunal Militar Internacional para el Lejano Oriente, cuando resolvió el caso de las mujeres 

que habían sido abusadas sexualmente de manera sistemática y generalizada, ignoró por 

completo la prostitución forzada a la que fueron sometidas las tristemente conocidas mujeres de 

confort o Comfort Women (Amnistía Internacional, 2005, p.1). 
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El término mujeres de confort surgió para referirse a aquellas mujeres que fueron 

forzadas a soportar vejámenes sexuales por parte de los soldados japoneses antes y durante el 

desarrollo de la Segunda Guerra Mundial; mujeres reclutadas de distintas maneras y  trasladadas 

a las estaciones de confort, presentadas por el gobierno de turno como lugares en los que se 

prestaban “voluntariamente” servicios sexuales para mantener en alto la moral de sus tropas. Se 

cree que hasta 200.000 mujeres fueron sometidas a servidumbre sexual. Después de 60 años, 

continúa negándose justicia a las sobrevivientes, quienes siguen a la espera de un 

reconocimiento institucional de la violencia que fue dirigida a sus cuerpos por el simple hecho de 

ser mujeres (Henson, 2017, p. 13). 

Lastimosamente, no es sino hasta principios de la década de los noventa que el grado 

de conocimiento de la comunidad internacional sobre la ocurrencia de actos de violencia contra 

las mujeres durante la guerra dio un salto cualitativo, a raíz del amplio eco mediático que tuvieron 

las violaciones de mujeres durante el conflicto suscitado en la antigua Yugoslavia. Para esa 

época, las conductas constitutivas de violencia contra la mujer, en particular la violencia sexual, 

no se encontraban consagradas en alguna definición legal o tipificada como delito constitutivo 

de crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad; situación que generó un fuerte 

movimiento de reacción por parte de activistas e investigadoras feministas en todo el mundo, 

quienes fruto de la presión política y social lograron que la violación fuera incluida como crimen 

de lesa humanidad en los estatutos de los tribunales penales internacionales ad hoc establecidos 

por las Naciones Unidas para juzgar los delitos cometidos en la ex Yugoslavia (TPIY) y en 

Ruanda (TPIR). 

Posteriormente, se daría también la pugna para que la violencia sexual fuese incluida en 

el estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI) como constitutiva de crimen de guerra, genocidio 

y crimen de lesa humanidad. (Zorrilla, 2005, p. 15); decisiones judiciales que serán abordadas 

en el siguiente apartado de este capítulo, a fin de revisar los elementos específicos de análisis 

que fueron adoptados para desarrollar el concepto de violación como crimen de derecho 
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internacional que luego sería criterio de interpretación para varios tribunales nacionales e 

internacionales, entre ellos, la Corte Penal Internacional (Caso Lubanga, 2006).  

La incidencia de la violencia sexual en situaciones de conflicto armado es difícil de 

calcular con precisión, por lo que, habitualmente, los datos ofrecidos se consideran apenas 

estimaciones. Por ejemplo, en Bosnia-Herzegovina, las cifras sobre mujeres víctimas de 

violencia sexual durante la guerra, en su mayoría musulmanas, varían entre 20.000 y 50.000; 

mientras que durante el genocidio de Ruanda, se habla de aproximadamente 250.000 mujeres 

violadas (Human Rights Watch, 1996, p.2). Estas cifras, aunque aproximadas, ponen de 

presente la magnitud con la que hechos de violencia sexual tienen lugar durante los conflictos 

armados y su ocurrencia principalmente sobre el cuerpo de mujeres y niñas.  

Dada la extensión y persistencia de la violencia sexual, a diferencia de otras modalidades 

de violencia bélica, el hecho de que no haya sido perseguida y castigada como crimen de guerra 

y crimen contra la humanidad hasta hace relativamente poco tiempo es algo que merece ser 

resaltado e indagado. La calificación de la violencia sexual contra las mujeres como un crimen 

grave susceptible de ser enjuiciado y condenado no se produjo, como ya se dijo, hasta 

comienzos de la década de los noventa en el contexto de la guerra en Bosnia-Herzegovina, en 

la antigua Yugoslavia. Fue este un conflicto que marcó un punto de inflexión en la visión de las 

violaciones y otros abusos de naturaleza sexual de los que habitualmente eran víctimas las 

mujeres en contextos bélicos, así como en el cambio de paradigma de las políticas de la 

comunidad internacional para su erradicación. Esta definición y el consecuente procesamiento 

por tribunales penales internacionales ad hoc de acusados por estos delitos revisten una 

extraordinaria importancia en el derecho internacional, en los ámbitos interrelacionados del 

derecho penal internacional, el derecho humanitario internacional y los derechos humanos 

(Chinkin, 1994, p.5; Dawn Askin, 1997, p.27). 

En el seno del movimiento feminista de aquella época, llevaron a una definición de la 

violencia la violencia sexual a partir de la obra pionera de la académica Susan Brownmiller (1975, 
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p.8), quien propuso entender este tipo de violencia como un crimen relacionado con el poder y 

no con el sexo. La autora se encargó de explicar la existencia de un dominio masculino y la 

subordinación femenina en relación con las violaciones como herramientas de coerción y control 

social, haciendo especial énfasis en la violencia sexual de la guerra. Esta obra, muy debatida y 

controvertida dentro del propio movimiento feminista, permitió el desarrollo de una nueva visión 

sobre la violencia sexual como una expresión de la violencia contra las mujeres, pues ocurría en 

el marco de una desigualdad de género, de relaciones de poder desiguales, incluso en las 

sociedades formalmente igualitarias (De Miguel Álvarez, 2005, p.14). Esta referencia es útil para 

resaltar como es precisamente en estos años cuando se formulan las primeras propuestas 

feministas en el ámbito del derecho internacional; aunque recibidas inicialmente con 

escepticismo, tendrían un gran impacto (Charlesworth, 1991, p.3).  

En el proceso de producción normativa internacional fue importante la incorporación de 

propuestas procedentes del feminismo tanto en los estatutos como en las reglas y 

procedimientos probatorios de los Tribunales Penales Internacionales ad hoc -TPIY y TPIR-. Un 

ejemplo significativo es que se limitó la posibilidad de alegación del consentimiento de las 

víctimas por parte de la defensa en los casos de violación y agresión sexual (Engle, 2005, p.8). 

Los avances se lograron dada la actuación de juezas y fiscales con formación en enfoque de 

género, claves a la hora de incluir la violencia sexual en las acusaciones, así como en el 

desarrollo de los juicios (Askin, 2003, p.32).  

En efecto, las declaraciones, resoluciones, informes, comisiones, reuniones preparatorias 

y otros precursores de las cortes y tribunales penales internacionales con mandato especial 

creados en la década de 1990 y en los primeros años del siglo XXI preveían que la jurisdicción 

invocada por estos organismos internacionales incluiría sin duda los delitos de violencia sexual 

como violaciones centrales del DIH y del derecho penal internacional, incluidos los crímenes de 

lesa humanidad.  
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Los instrumentos constitutivos de estos órganos judiciales internacionales, en diversos 

grados, confirmaron esa predicción. Los estatutos de la Corte Penal Internacional para la ex 

Yugoslavia y la Corte Penal Internacional para Ruanda, las Salas Especiales para delitos graves, 

el Tribunal Especial para Sierra Leona, la Corte Penal Internacional y las Cámaras del Tribunal 

Extraordinario para Camboya incluyen el delito de violación, junto con otros delitos sexuales 

expresamente nombrados, como la trata y la esclavitud, que, a primera vista, no son de 

naturaleza sexual, pero son delitos cuyo actus reus podría incluir ciertamente actos de violencia 

sexual (Meron, 1989, p. 2). 

En resumen, las disposiciones de estos instrumentos constitutivos establecían que los 

siguientes delitos de violencia sexual podrían ser la base de las acusaciones penales: 

1. El Estatuto del TPIY -Artículo 5 (g)- recoge la violación como un crimen contra la 

humanidad. 

2. El Estatuto del TPIR -Artículo 3 (g)- enumera la violación como un crimen contra la 

humanidad, y el artículo 4 enumera la violación, la prostitución forzada y los atentados al 

pudor de cualquier tipo como una grave violación del artículo 3 común a los Convenios de 

Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la Protección de las Víctimas de Guerra, y de su 

Protocolo Adicional II de 8 de junio de 1977. 

3. Los Paneles especiales para delitos graves en Timor Oriental (SPSC) -sección 6 (1)(b)(xxii) 

y 6 (1)(e)(vi)- menciona que la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el 

embarazo forzado, la esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual 

constituyen una violación grave de los Convenios de Ginebra, y las violaciones del artículo 

3 común a los cuatro Convenios de Ginebra.  

4. El Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona (TESL) -Artículo 2 (g)- enumera la 

violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado y cualquier otra 

forma de violencia sexual como contra la humanidad; y el artículo 3 (e) enumera los ultrajes 

a la dignidad personal, en particular trato humillante y degradante, la violación, la 
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prostitución forzada y cualquier forma de como violaciones graves del artículo 3 común a 

los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de 

la guerra, y del Protocolo Adicional II de 8 de junio de 1977.  

5. El Estatuto de las Cámaras Extraordinarias de los Tribunales de Camboya (ECCC) en el 

artículo 9 enumera los crímenes contra la humanidad, tal y como se definen en el Estatuto 

de Roma de 1998.  

6. El Estatuto de Roma de la CPI -El artículo 7 (1)(g)- enumera la violación, la esclavitud 

sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada o cualquier 

otra forma de violencia sexual de gravedad comparable como crimen de lesa humanidad; 

el artículo 8(2)(b)(xxii) enumera la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el 

embarazo forzado, la esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual como 

violaciones graves de las leyes y costumbres aplicables en los conflictos armados 

internacionales; y el artículo 8(e)(vi) enumera la violación, la esclavitud sexual, la 

prostitución forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada o cualquier otra forma 

de forma de violencia sexual como una violación grave del artículo 3 común a los cuatro 

Convenios de conflictos armados que no son de carácter internacional. 

Más allá de estas últimas referencias explícitas a la violación y otras formas de violencia 

sexual, las interpretaciones judiciales posteriores del TPIY, el TPIR, el TESL y el SPSC, así como 

los párrafos explicativos del Estatuto de la CPI establecen además que otras disposiciones 

distintas de los delitos explícitos de agresión sexual también pueden ser la base para la 

adjudicación de la violencia sexual, como se verá en el siguiente capítulo.  

Por ejemplo, la jurisprudencia del TPIY y del TPIR atestigua que la amplitud jurídica de 

varias disposiciones, incluidas las de genocidio, incitación directa y pública a cometer genocidio, 

la tortura, la persecución, la esclavitud, los actos inhumanos como crímenes de lesa humanidad 

o los tratos crueles, los tratos inhumanos, los ultrajes a la dignidad personal y la esclavitud como 
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crímenes de guerra, proscriben los actos de violencia sexual (Corte Penal Internacional, Caso 

Lubanga, 2006). 

La lista de delitos de violencia sexual dentro de la competencia de la comunidad 

internacional se ha ampliado progresivamente, especialmente tras la redacción del Estatuto de 

Roma (ER) multilateral de la CPI. Además, el delito de "violencia sexual" que se encuentra en el 

Estatuto de Roma y en el Estatuto del TESL funciona presumiblemente como una cláusula 

residual que permite a los tribunales ejercer su jurisdicción sobre cualesquiera otras agresiones 

sexuales de gravedad comparable a la de los delitos sexuales mencionados. La mutilación 

sexual, por ejemplo, podría constituir una conducta de agresión sexual cubierta por el delito 

residual de violencia sexual. La lista ampliada de delitos específicos debería permitir una 

cobertura más amplia de todas las conductas graves de abuso sexual (ONU, 2000, p. 2; Geiss y 

Bulinckx, 2000, p.63). 

Además, el Estatuto de Roma se complementa con el Documento sobre los Elementos 

del Crimen, que establece los elementos acordados, a saber, el mens rea y el actus reus de cada 

uno de los delitos incluidos en la competencia de la CPI, incluidos los delitos sexuales. A 

diferencia de los acusados, que en los primeros juicios en el TPIY, el TPIR o el TESL solo 

conocieron el pronunciamiento de los jueces de los jueces sobre los elementos precisos de los 

delitos imputados tras su condena o absolución, en la jurisdicción de la CPI los acusados tendrán 

pleno conocimiento de los elementos legales de cada cargo en el momento de la emisión de los 

documentos de acusación. Por último, además de la evolución del delito de violación en el marco 

del DIH y del derecho penal internacional, la violación existe como un tipo de conducta criminal 

que apuntala otros crímenes internacionales, como la trata de esclavos o las prácticas similares 

a la esclavitud (Bower, 2005, p. 2235). 

El Estatuto de Roma presentó mayores avances en la comprensión de los crímenes 

sexuales en conflictos armados al desarrollar nuevas modalidades de violencia sexual, dejando 

abierta la posibilidad mediante una cláusula general a la inclusión de nuevas formas, siempre 
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que cumplan con los criterios y elementos jurídicos de cada crimen relacionado en el Estatuto 

(Lirola y Martin, 2013, p. 19). 

Dentro de los crímenes de lesa humanidad establecidos en el artículo 7 del ER, se 

incluyen los literales (g) y (h), correspondientes a violencia sexual en un sentido amplio, así como 

la violencia de género: g) violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 

esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable. h) persecución de un 

grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, 

étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3 u otros motivos reconocidos 

universalmente como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con 

cualquier acto relacionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de competencia de la 

Corte.  

Por su parte, dentro de las Reglas de Procedimiento y Prueba del ER, se incluyen 

medidas como la exclusión de la corroboración del testimonio de la víctima en los casos de 

violencia sexual, se prohíbe la inferencia de consentimiento de la víctima cuando medie un 

entorno coercitivo, o de alguna palabra o conducta de la víctima cuando no sea capaz de dar su 

consentimiento libre, o de su silencio, la falta de resistencia, o de su comportamiento sexual 

anterior o posterior. 

En los ámbitos de protección y reparación a las víctimas de violencia sexual, el ER y las 

Reglas de Procedimiento y Prueba incorporan medidas especiales que consideran su protección 

cuando se trata de crímenes que requieren de consideraciones especiales como la violencia 

sexual, tales como la recolección de testimonios con presencia de psicólogos/as o familiares, el 

desarrollo de interrogatorios de forma que se evite el hostigamiento e intimidación; además de 

las medidas de reparación que comprenden la rehabilitación, la restitución y la indemnización. 

Según la jurisprudencia de la CPI (Tribunal Penal Internacional, 2016), un solo acto puede 

ser considerado de lesa humanidad si se inscribe en un contexto de ataque sistemático y 

generalizado. Ha dicho la CPI en el citado caso que  
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De todas las pruebas, un acto único cometido por el actor en el contexto de un ataque 

generalizado o sistemático dirigido contra una población civil conduce a una 

responsabilidad criminal individual, y un actor individual no tiene que cometer 

numerosas infracciones para ser tenido como responsable. (p. 15). 

Según el artículo 7 del Estatuto de Roma, son crímenes de lesa humanidad aquellos 

actos que se cometan como “parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población 

civil y con conocimiento de dicho ataque”. Son entonces elementos de estos delitos la 

sistematicidad o generalidad del ataque, que los actos estén dirigidos contra la población civil y 

que el autor tenga conocimiento de que la conducta es parte de un ataque generalizado o 

sistemático. 

Aunado a lo dicho, las políticas de Naciones Unidas para la erradicación de la violencia 

sexual en las guerras se han configurado a raíz de la Resolución 1325 sobre “Mujeres, Paz y 

Seguridad”, del año 2000. Se trata de la norma internacional que recoge los objetivos 

estratégicos de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing de 1995 en lo referente a la 

esfera de especial preocupación “Las mujeres y los conflictos armados”. Dicha norma se inserta, 

por tanto, en el ámbito de las políticas de género y, de hecho, al igual que la propia Declaración 

y Plataforma de Beijing, es fruto en buena medida de las movilizaciones, actuaciones y acuerdos 

de organizaciones de mujeres.  

Es esta la Resolución que vincula la igualdad de género, la seguridad y la paz, y supone 

el reconocimiento explícito por parte del Consejo de Seguridad de que incluir a las mujeres y a 

las perspectivas de género en las tomas de decisiones favorece la construcción de una paz 

duradera. Con el fin de desarrollar y complementar la Resolución 1325, así como de establecer 

y reforzar mecanismos de seguimiento y rendición de cuentas, el Consejo de Seguridad aprobó 

las Resoluciones 1820 (2008), 1888 (2009), 1889 (2009) y 1960 (2010). 

También se encuentra la Convención para la Eliminación de toda forma de discriminación 

contra la mujer -CEDAW-, adoptada en 1979, como el primer instrumento internacional referido 
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exclusivamente a derechos de las mujeres. Esta convención, si bien no se ocupa 

específicamente de la violencia sexual, hace un especial énfasis en la discriminación histórica 

que han padecido las mujeres, con el fin de fundamentar las obligaciones que estarían a cargo 

de los Estados al respecto. En consecuencia, los insta a adoptar las medidas adecuadas para 

modificar los patrones socioculturales que propician prácticas basadas en la superioridad o 

inferioridad de cualquiera de los sexos. Por lo tanto, aunque todavía no se hablaba de género o 

perspectiva de género, el contenido de dicho instrumento sí integra los preceptos que componen 

tal herramienta analítica (Facio, 2009, p. 53-54). 

En este sentido, la CEDAW reconoce que la discriminación está fundada en 

construcciones sociales y culturales, y que las prácticas de superioridad pueden estar dirigidas 

contra hombres y mujeres. En esos términos, los contenidos de la CEDAW apuntan al concepto 

de género. Además, reconoce la necesidad de superar la discriminación en esferas tan diversas 

como la política, la social, la económica y la cultural (artículo 3º) para lograr la igualdad. 

La CEDAW está fundada en los principios de igualdad y dignidad humana promulgados 

por la Carta de las Naciones Unidas y define la discriminación contra las mujeres como las 

distinciones, exclusiones o restricciones basadas en el sexo que se proponen menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales 

de las mujeres (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1979). Además, establece que los 

actos discriminatorios contra las mujeres son aquellos que tienen “por objeto” o “por resultado” 

la violación de los derechos humanos de las mujeres. 

En ese orden, para el caso del marco jurídico aplicable a casos de violencia sexual 

cometidos en el marco de conflictos armados como el colombiano, además de los instrumentos 

internacionales previamente reseñados, se cuenta con la Declaración sobre la protección de la 

mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, proferida por la Asamblea 

General de Nacional Unidas en 1974, que plantea la prohibición y condena de ataques contra la 

población civil, en especial aquellos en los que pueda darse sufrimientos a las mujeres y los 
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niños, siendo que se reconocen como los más vulnerables de la población (OCACNUDH, 2013, 

p. 59). 

Por otra parte, se hace mención de la prohibición de delitos contra mujeres y niños como 

la reclusión, la tortura, las ejecuciones, las detenciones en masa, los castigos colectivos, la 

destrucción de viviendas y el desalojo forzoso, por parte de los beligerantes o actores 

inmiscuidos en el conflicto. Sumado a esto, se estipula que las mujeres y los niños que formen 

parte de la población civil en los territorios ocupados no podrán ser privados de alojamiento, 

alimentos, asistencia médica o de otros derechos inalienables, en concordancia a su vez con 

otros tratados vigentes (OCACNUDH, 2013, pp. 59-61). 

Como cierre de este capítulo, cabe incluir la Declaración de la UNESCO sobre la 

contribución de las mujeres a una cultura de paz, por constituir un instrumento jurídico de vital 

importancia en procesos de justicia transicional en los que participan mujeres víctimas de 

violencia sexual. Como se dijo en el capítulo anterior, no pueden ser vistas únicamente desde 

su condición de víctimas, sino que las distintas instancias de transición están en el deber de 

facilitar el desarrollo del potencial político de las mujeres como gestoras de paz y líderes de los 

procesos de transformación por los que abogan los procesos transicionales.  

Bajo esa línea, esta declaración de la UNESCO tiene como fin corregir o mitigar la 

desigualdad en términos de riqueza y oportunidades entre hombres y mujeres identificadas en 

varios países, y por las que se exhorta a los gobiernos a generar políticas que conlleven superar 

las condiciones que permiten que exista dicha desigualdad (Breines et al., 2002, p. 21).  

Asimismo, el tratamiento de la violencia sexual en el DIH puede rastrearse en los 

Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales, como infracciones graves; 

clasificación que resulta significativa, puesto que obliga a los estados a perseguir a las personas 

que han cometido dichas infracciones y juzgarlas o, en su defecto, presentarlas para el 

juzgamiento del tribunal internacional competente, según los artículos 25.4 y 29.2 del III 

Convenio de Ginebra (1949). 
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Cabe destacar que las disposiciones referidas a las infracciones graves al DIH han 

alcanzado el estatus de derecho internacional consuetudinario, es decir, son de obligatorio 

cumplimiento y, por lo tanto, poseen el estatus de ius cogens Internacional. Estas disposiciones 

se aplican a efectos de considerar que las personas protegidas puedan beneficiarse de una 

cláusula que evite los excesos de la guerra. Aunque la violencia sexual no está expresamente 

enlistada como una grave infracción, la misma se considera incluida en la categoría de 

sufrimiento o atentados graves contra la salud o la integridad física, según el artículo 147 del 

Convenio IV relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempos de guerra. 

Como se ha visto hasta aquí, aunque la violencia sexual relacionada con los conflictos 

armados se emplea de manera frecuente y deliberada contra poblaciones vulnerables, esa ya 

no se considera una consecuencia inevitable de la guerra, sino que constituye un crimen evitable 

y punible con arreglo a las normas internacionales de derechos humanos, al derecho 

internacional humanitario y al derecho penal internacional.  

Como es evidente, el propósito común de la comunidad internacional, en cuanto a la 

compilación de normas de derechos humanos y derecho internacional humanitario, así como de 

derecho penal internacional, es ofrecer una garantía reforzada a las víctimas y a la comunidad 

en general para que vean como segura la concreción de sus derechos a la verdad, la justicia y 

la reparación; a partir de preceptos que además de dotar de contenido la obligación general de 

los Estados de investigar, juzgar y sancionar los graves crímenes cometidos en el marco de 

conflictos armados delimitan ciertas reglas de conducta para que las hostilidades se desarrollen 

en el marco de respeto por los derechos humanos de quienes no hacen parte de los bandos 

enfrentados (Valencia Villa, 2014, p.16)   

A continuación, se verá cómo en la jurisprudencia de los tribunales penales 

internacionales se han decantado algunas posturas de la comunidad internacional en torno al 

rechazo rotundo a hechos de violencia sexual en el marco de conflictos armados, así como la 

concreción de algunos elementos para interpretar este tipo de crimen a la luz de los derechos 
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de las víctimas y las obligaciones de protección y garantía de derechos que corresponde a los 

Estados.  

 

2.2 LA VIOLENCIA SEXUAL COMO CRÍMEN INTERNACIONAL A LA LUZ DE LA 
JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES PENALES INTERNACIONALES AD HOC Y LA 
CORTE PENAL INTERNACIONAL 

 

Como se dijo previamente, los Tribunales Penales ad hoc constituyeron un importante 

antecedente de justicia para las mujeres víctimas de violencia sexual, dado el desarrollo 

jurisprudencial que se presentó al respecto. Tanto el TPIY como el TPIR emitieron las primeras 

sentencias condenatorias por crímenes sexuales considerados como delitos internacionales, las 

cuales son consideradas históricas por el avance que significaron para la definición y delimitación 

de los elementos constitutivos de dicho punible más allá de la penetración sexual.  

En el caso Akayesu (Tribunal Penal Internacional, 1998), por el ejemplo, el TPIR 

consideró la violación y otras violencias sexuales como actos de genocidio, realizados 

mayoritariamente contra las mujeres tutsis debido a su etnia y su género. El TPIY, por su parte, 

en el caso Furundzija (Tribunal Penal Internacional, 1998), consideró la violación como un crimen 

de guerra, que dependiendo de sus elementos podía considerarse tortura. En su momento, 

dichos pronunciamientos judiciales, emitidos por órganos de justicia ad hoc cuyo papel era 

condenar los excesos de la guerra, constituyeron un importante precedente sobre la posibilidad 

real de las mujeres de recibir justicia por las atrocidades que habían sido cometidas contra su 

integridad en el marco de las confrontaciones armadas (Oré, 2005, p. 3). 

Con ocasión de la Segunda Guerra Mundial, los países aliados acordaron la creación de 

dos tribunales encargados del enjuiciamiento de los mayores criminales de guerra: el Tribunal 

Penal para Núremberg y el Tribunal Penal Militar Internacional paraTokio. 

Estos tribunales, según reporta la literatura especializada, fueron los primeros en emplear 

la expresión “Crímenes de Lesa humanidad” en los juicios de Núremberg (Matsui, 2001, p. 129). 
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En cuanto al tema de interés, el Tribunal Penal Internacional para Núremberg contemplaba tanto 

la violación como otras formas de violencia sexual como prohibidas implícitamente, aunque 

ninguna referencia sobre el particular se encontraba en sus estatutos. Sin embargo, el artículo 6 

del Estatuto de este tribunal consagraba como crímenes de lesa humanidad, entre otros, el 

asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportación y otros actos inhumanos cometidos contra 

la población civil antes o durante la guerra. Esta definición es en la que se enmarcan las 

conductas de violencia sexual, como cualquier otro acto inhumano, que como los otros requería 

que fueran cometidos de manera sistemática o generalizada. No obstante, por las dificultades 

probatorias de la violencia sexual, rara vez fueron llevados crímenes de este tipo al tribunal 

(Papaconstantinau, 2009, p. 478). Lo anterior, aunado a que los nazis consideraban la violación 

como un crimen más grave que el asesinato, porque infringía las leyes raciales de Núremberg 

que prohibían las relaciones sexuales entre gentiles y judíos (Papaconstantinau, 2009, p. 479). 

Algunas denuncias sobre las atrocidades sexuales ocurridas fueron recibidas por el 

Tribunal de Núremberg, como el caso del prostíbulo abierto por el comando alemán en la ciudad 

de Smolensk, al que muchas mujeres fueron llevadas por la fuerza y sometidas a esclavitud 

sexual. Se supo que en dicho prostíbulo era una práctica frecuente tatuar el cuerpo de las 

mujeres, con la leyenda “Prostitutas para las tropas de Hitler”. Sin embargo, los 

pronunciamientos judiciales al respecto no fueron expresamente objeto de juicio ante el Tribunal 

(Seifert, 1996, p. 37). 

En su primera sentencia, el caso Akayesu (1998), el TIPR se ocupó de hacer una revisión 

normativa del crimen de violación específicamente, como crimen contra la humanidad, 

concluyendo que aunque diversas legislaciones nacionales definen la violación como un 

intercambio sexual no consensual, las diversas formas del crimen de violación además de ese 

intercambio sexual implican la ocurrencia de otros actos como la inserción de objetos y la 

utilización de orificios corporales que no se consideran de naturaleza intrínsecamente sexual.  
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Entre la opción de utilizar una definición conceptual o descriptiva (de los objetos o de las 

partes corporales utilizadas), el TIPR se decantó por la primera alternativa, llegando incluso a 

afirmar que la definición tradicional de tipo descriptivo o mecánico no refleja adecuadamente la 

auténtica naturaleza de la violación. Así, el TIPR definió a la violación como una invasión física 

de naturaleza sexual, cometida en una persona en circunstancias que son coercitivas y que por 

tanto eliminan cualquier posibilidad de la víctima de expresar su voluntad para que ocurra dicho 

acto.  

Luego, en el caso fallado en contra de Jean Paul Akayesu (1998), el TPIR amplió dicha 

definición al incluir un elemento relativo al análisis de la intención del autor del crimen, indicando 

que en casos de violencia sexual es preciso realizar un análisis contextual para deducir el mens 

rea del acto, por lo que no se hace necesario que dicho mens rea esté estrechamente 

relacionado con la conducta sexual, pues basta con que aquella intención de daño haga parte 

de un ataque contra la población civil, en el que se cometan multiplicidad de actos violentos de 

los cuales sea consciente el victimario.  

Con ocasión a dichas definiciones, el TPIY se ocupó en el caso Dusco Tadic (1999), de 

condenar a dicha persona como cómplice y encubridor de crímenes relacionados con violencia 

sexual que fueron calificados como tratos degradantes; lo anterior, a partir de una interpretación 

amplia que el tribunal realizó de la norma que consagraba la prohibición de cometer tratos 

inhumanos y degradantes, al calificar como un crimen en el que la voluntad o consentimiento de 

la víctima en contextos de violencia generalizada no pueden deducirse como libre y voluntario.  

Adicional, el TPIY agregó al camino ya recorrido por su tribunal homologo -TPIR- otro 

elemento pionero relacionado con la concepción de la violación más allá de la penetración 

forzada, extendiendo el delito a aquellos casos en los que las mujeres fueron obligadas a 

cometer actos degradantes que no implicaban la penetración de ningún orificio con intenciones 

sexuales, como las felaciones.  
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Aunque el TIPY recordó expresamente la definición dada en Akayesu por el TIPR, revisó 

las diversas fuentes del Derecho internacional y concluyó que no era posible discernir los 

elementos constitutivos del crimen de violación ni del Derecho internacional convencional 

(Estatuto del TIPY e instrumentos convencionales del Derecho internacional humanitario o de 

los derechos humanos), ni del Derecho internacional consuetudinario, así como tampoco 

resultaba posible hacerlo de los principios generales del Derecho internacional penal, ni de los 

principios generales del Derecho internacional. Por ello, el TIPY afirmó que  

[...] para llegar a una definición precisa de la violación basada en el principio de 

especificidad del Derecho Penal principio de especificidad ("Bestimmtheitsgrundsatz", 

también conocido por la máxima "nullem crimen sine lege stricta"), es necesario buscar 

principios de Derecho Penal comunes a los principales sistemas jurídicos del mundo. 

Estos principios pueden derivarse, con la debida cautela, de las leyes nacionales. (Párr. 

688). 

 

Vistos los aportes del TPIR y el TPIY, puede concluirse que principalmente tuvieron que 

ver con el reconocimiento de la violencia sexual como una infracción al DIH, al ser calificado 

como un crimen de guerra, también como crimen de lesa humanidad y genocidio, en virtud del 

artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949, relativos a los conflictos armados que no 

sean de índole internacional (ECOSOC,  2001,p. 13), siendo el caso Akayesu el primero en el 

que se declaró culpable a un acusado por cometer violación contra las mujeres como una forma 

de genocidio (UN, 2012, párr.8). 

En línea con lo dicho, cabe señalar que pese a los grandes aportes de los Tribunales 

Penales Internacionales ad hoc, dada su limitada competencia temporal y territorial, sus 

interpretaciones difícilmente podían ser aplicables de forma directa a contextos con 

características tan específicas como el caso colombiano o un contexto mucho más global, hasta 

que se creó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Autoras como Elizabeth Odio 
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han sostenido que luego de un gran esfuerzo se logró incluir un enfoque de género para que 

dicho estatuto reconociera en su articulado la violación y otros crímenes constitutivos de violencia 

sexual, como crímenes de lesa humanidad, de guerra o genocidio, según las características 

particulares de cada caso (Odio, 2014, p. 261). 

Abordando brevemente el camino que ha recorrido la comunidad internacional para lograr 

que los crímenes sexuales perpetrados en contextos de violencia generalizada sean 

judicializados, es preciso señalar que el interés por perseguir dichos crímenes no es fortuito o 

caprichoso. Según datos de Amnistía Internacional (2004, p.4), en Ruanda, se habrían cometido 

entre 250.000 y 500.000 crímenes sexuales; en República Democrática del Congo, 

aproximadamente 200.000; y en Bosnia-Herzegovina entre 20.000 y 60.000 casos habrían sido 

reportados.  

A pesar del gran avance que significaron las decisiones citadas, es llamativa la falta de 

correspondencia entre la magnitud de las violaciones de los derechos humanos de las mujeres 

y la respuesta internacional ofrecida hasta la fecha. Un estudio comparado de distintos procesos 

de justicia transicional (Bautista en Infante, 2009) permitió identificar la prevalencia de sesgos 

de género en todas las medidas judiciales y políticas que son aplicadas, lo que redundaría tanto 

en falta de garantía para que las mujeres puedan acceder a los mecanismos de justicia para 

denunciar los hechos violentos que padecieron como en los mecanismos de esclarecimiento de 

la verdad, por considerarlos revictimizantes (Bautista e Infante, 2009).   

Desde una perspectiva feminista, para Ana Jimena Bautista y Mariela Infante (2009), 

autoras de dicho estudio comparado, la principal explicación a dicho déficit de justicia para las 

mujeres es que dichos procesos transicionales responden a pautas establecidas dentro de un 

sistema patriarcal, que institucionaliza el dominio masculino sobre las mujeres, reproduce 

prácticas de exclusión para más de la mitad de la población y se aleja del propósito de construir 

un contexto de respeto a los derechos humanos para todos y todas (Medina, 2012, p. 59). 
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Si bien se han producido avances fundamentales en el derecho internacional que han 

permitido que actualmente la violencia contra las mujeres durante los conflictos armados, en 

particular la violencia sexual, esté considerada como parte de los crímenes de guerra, de lesa 

humanidad y de genocidio, en el marco del derecho penal internacional o como tortura y graves 

violaciones a los derechos humanos en el del derecho internacional de los derechos humanos 

(Bou Franch, 2012, p.1), dichos avances parecieran quedarse atrás respecto de las afectaciones 

que sufren las mujeres en los conflictos armados contemporáneos sobre sus cuerpos, su círculo 

social y sus proyectos de vida. Lo anterior debido a que pareciera ser que la violencia sexual, 

además de ser un arma de guerra, se ha convertido en un verdadero dispositivo de poder que 

norma sus cuerpos y elimina cualquier asomo de voluntad sobre los mismos.  

Para autoras como Stoffels (2008, p.5), a pesar de los avances logrados por los tribunales 

penales internacionales ad hoc para la definición de algunos elementos constitutivos de violencia 

sexual, en la práctica, aun cuando se logran llevar a cabo procesos judiciales en el marco de 

procesos transicionales, las sentencias condenatorias son muy pocas e incluso cuando lo son 

no siempre llegan a cumplirse. Pero, más allá del castigo como elemento central de las 

condenas, tampoco se adoptan medidas de reparación médicas, psicológicas y sociales para las 

mujeres sobrevivientes de violencia sexual.  

Por esta razón, diversos organismos de Naciones Unidas han optado por hacer público 

su compromiso de adoptar medidas que permitan un avance en la prevención de la violencia 

contra las mujeres en el marco de conflictos armados. Por ejemplo, en la Recomendación 

General No. 30 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (ONU, 2013) 

se afirmó que para la mayoría de las mujeres la violencia no termina con el alto al fuego oficial o 

la firma del acuerdo de paz y suele aumentar en las situaciones posteriores a los conflictos 

armados; en particular la violencia sexual, que se intensifica ante la falta de prevención, 

investigación y sanción por parte de las instituciones del Estado obligadas. 
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Además de estos instrumentos específicos para la protección de las mujeres víctimas de 

violencia sexual, hay otros instrumentos internacionales que, de carácter general, incluyen 

cláusulas de proyección de la mujer a partir de su derecho a la igualdad y la no discriminación, 

entre ellos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU, 1966), que en el artículo 3 contempla el 

compromiso de los Estados de garantizar la igualdad de hombres y mujeres para el goce de los 

derechos contenidos en ambos pactos.  

A su vez, la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de 

emergencia o de conflicto armado, de la Asamblea General de Naciones Unidas (ONU, 1974) 

reconoce la especial situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las mujeres y los niños 

en los conflictos armados. 

Por último, cabe mencionar la Declaración y el Programa de Acción de Viena de 1993 

(ONU, 1993), en la que se hace énfasis en la persistencia de prácticas que vulneran las reglas 

de la guerra establecidas en el DIH, entre las que se destaca la discriminación contra la mujer y 

se menciona particularmente la violencia sexual como una forma de violencia derivada de los 

prejuicios culturales. En dicho instrumento, se insta a los Estados a desarrollar legislación interna 

para prevenir este tipo de violencia. 

En concreto, los instrumentos internacionales referenciados integran en conjunto un 

estándar de derecho internacional6, que puede dar ciertas pautas sobre el juzgamiento de la 

violencia sexual que entre otras determinaciones indica lo siguiente:  

 
6 La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) define un estándar internacional como un marco de 
orientación que puede guiar u orientar a los estados y a contribuir al fortalecimiento de las instituciones democráticas 
en procesos de transición o con problemas democráticos. En concreto, los estándares internacionales están 
conformados por pronunciamientos de organizaciones intergubernamentales y otros organismos de derechos 
humanos, que, a partir de resoluciones, recomendaciones, declaraciones, o decisiones en casos concretos, buscan 
implementar los derechos humanos.  
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1. La discriminación contra las mujeres, además de presentarse en la esfera estatal, puede 

estar producida por individuos u organizaciones específicas que implementan estas 

prácticas de manera reiterada (CEDAW). 

2. Los Estados a través de las entidades que ejercen su poder están obligados a adoptar 

medidas concretas para eliminar la discriminación y la violencia contra las mujeres 

(CEDAW y Belém Do Pará). 

3. Hay una desigualdad histórica entre hombres y mujeres que ha favorecido la opresión y 

violencia contra las segundas, que debe ser reconocida como parte del contexto en el que 

se presentan actos específicos, atentatorios contra los derechos humanos de las mujeres 

(CEDAW, Belem DoPará). 

4. Se debe reconocer el papel de la cultura y las tradiciones en el mantenimiento de la 

discriminación contra las mujeres y la obligación de los Estados de remover los 

estereotipos en todas sus actuaciones (CEDAW). 

5. La discriminación puede revestir distintas formas, entre otras, la distinción, la exclusión o 

la restricción (CEDAW). 

6. El acto discriminatorio es aquel que tenga como fin o como resultado la violación de los 

derechos humanos de las mujeres. Es decir, se prohíben no solo aquellas prácticas que 

abiertamente son discriminatorias, sino aquellas que sin intención directa de discriminar, 

producen dicha acción (CEDAW y Belem Do Para). 

7. Las mujeres y los niños son sujetos de especial protección en el DIH, por reconocerse su 

especial vulnerabilidad en el marco de los conflictos armados (Protocolos Adicionales a los 

Convenios de Ginebra). 

8. La fase de investigación de la violencia sexual implica que el recaudo, análisis y registro 

de la información, y que las pruebas se hagan de manera rigurosa, para contribuir al buen 

desarrollo del proceso penal (Reglas de Procedimiento y Prueba. CPI). 
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9. La participación de las mujeres en el marco de los procesos de paz es clave para el 

reconocimiento de su identidad política y de su transición de víctima a sobreviviente y 

sujeto de derechos (Resolución 1325 de la ONU). 

10. La existencia o no de una política sobre la utilización de la violencia sexual no puede ser 

el único factor determinante de la sistematicidad y generalidad de este crimen para su 

clasificación como de lesa humanidad (CPI, Caso Bemba Gombo). 

11. El testimonio de la víctima constituye prueba suficiente para determinar motivos razonables 

de la comisión de un crimen sexual (Reglas de procedimiento y prueba, CPI). 

12. La reparación de las mujeres debe ir en busca de la transformación de la realidad que 

deben enfrentar luego de ser víctimas de violencia sexual (Corte IDH, 2009). 

13. La violencia sexual y la violación en específico no implica la penetración de los genitales 

de la mujer únicamente con el miembro masculino, sino que puede ser por cualquier medio 

y con cualquier objeto. Además, este tipo de violencia también la constituyen las 

insinuaciones y tocamientos de contenido sexual (TPIY, Dusco Tadic, 1998). 

14. Los Estados, a través de sus operadores, están obligados a poner fin a la impunidad y 

empoderar a las mujeres a través de procesos sociales y políticos que permitan el 

debilitamiento de las estructuras de poder y discriminación que las afectan (Resolución 

1325 de la ONU). 

15. Las mujeres embarazadas, las madres lactantes y las madres en general son sujetos de 

especial protección por el DIH (Cuatro Convenios de Ginebra de 1949). 

16. Las violaciones de los derechos humanos de la mujer en situaciones de conflicto armado 

constituyen violaciones de los principios fundamentales de los derechos humanos y del 

derecho internacional humanitario, por lo cual todos los delitos de ese tipo requieren una 

respuesta especialmente eficaz (Declaración y Programa de Acción de Viena, 1993). 

El panorama internacional, así como el estándar que se ha construido a partir de las 

acciones de los distintos organismos de derechos humanos, es útil para este trabajo, pues a 
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partir de dichos estándares se hace énfasis en la prevención, investigación, juzgamiento y 

sanción de la violencia sexual en el marco de la guerra. A partir de esto, es posible concluir que, 

durante las últimas décadas, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho 

internacional humanitario han extendido sus esfuerzos para lograr que la violencia sexual tenga 

un lugar central en las políticas de prevención de estados que enfrentan conflictos armados ya 

sea internos o internacionales. 

Dichos instrumentos, han abarcado desde la explicación del contexto de violencia 

generalizada contra las mujeres hasta la necesidad de adoptar un enfoque de género que 

explique pero además dé dimensión al problema de la violencia sexual en el marco de los 

conflictos armados. Todo ello, a partir del entendimiento de un continuo de violencia mediado 

por la discriminación y los estereotipos de género presentes en la sociedad (CEDAW). 

Los avances internacionales han permitido la construcción de un estándar internacional 

que dota de herramientas teóricas y prácticas a los operadores de justicia, para que en el 

ejercicio de sus funciones se establezcan mecanismos efectivos de investigación, judicialización 

y prevención de la violencia sexual contra las mujeres, reconociendo que ellas son las más 

afectadas por este flagelo. Dicho estándar internacional arroja una muy importante conclusión y 

es que la obligación de los Estados, más allá de legislar “para las mujeres”, consiste en legislar 

para poner fin a los modelos de exclusión de las mujeres, para transformar las relaciones 

sociales entre hombres y mujeres; y así redefinir el contenido de los derechos de unos y otros, 

otorgando la posibilidad de participación real de las mujeres en todos los ámbitos de la vida 

(Bodelón, 2009, p. 113). 

Por último, vale la pena recalcar que el procedimiento para determinar las violencias y 

obstáculos que enfrentan las mujeres para demostrar que en el derecho no se reconocen esas 

dificultades está considerablemente más avanzado en el marco de los organismos de derechos 

humanos, como el comité CEDAW o la Corte IDH, que en las organizaciones únicamente 

dedicadas a los conflictos armados.  
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El siguiente capítulo abordará el tratamiento normativo y jurisprudencial que se ha dado 

a este crimen, principalmente en la Jurisdicción de Justicia y Paz, creada como un mecanismo 

de transición para que integrantes de estructuras paramilitares que se desmovilizaron se 

sometieran a la justicia, contaran la verdad de lo sucedido y aportaran a la reparación de los 

daños ocasionados a las víctimas.  
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Capítulo III   

VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LAS MUJERES EN EL MARCO DEL 
CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO Y SU ABORDAJE EN LA 

JURISDICCIÓN TRANSICIONAL DE JUSTICIA Y PAZ 

 

Este capítulo abordará, en primer lugar, el marco jurídico nacional que otorga protección 

a las mujeres víctimas de violencia, específicamente, la violencia sexual; incluidas no solo las 

normas, sino también la jurisprudencia de los tribunales de cierre que han decidido al respecto, 

con el fin de ilustrar el estado de incorporación de los estándares internacionales vistos en el 

capítulo anterior en la legislación y practica judicial interna. Luego, se explicará la estructura de 

la Jurisdicción de Justicia y Paz, para delimitar el marco de acción y aplicación normativa a partir 

de la cual los magistrados de Justicia y Paz han emitido los fallos objeto de análisis en este texto. 

Una vez definido el marco normativo y procedimiento mediante el cual se dieron la sentencias 

de Justicia y Paz, se abordará el análisis del discurso propuesto, a partir de la relación de los 

fallos objeto de análisis, sus premisas normativas y fácticas, así como las inferencias del tribunal. 

Por último, se hará una comparación de las diferencias y similitudes discursivas de las diferentes 

salas de decisión que conforma dicha sede judicial, con lo cual se ofrecerán algunas 

conclusiones sobre los aportes de Justicia y Paz a la judicialización de la violencia sexual contra 

las mujeres, a la luz de los estándares internacionales.   

 

3.1 MARCO JURÍDICO NACIONAL  

 

Para iniciar, se debe señalar que, sin lugar a dudas, el desarrollo normativo de la última 

década en Colombia, relativo al reconocimiento de los derechos de las mujeres con énfasis en 

su derecho a una vida libre de violencias, ha representado un avance sustancial principalmente 

en dos sentidos: la adecuación a estándares internacionales de protección y la formulación de 

medidas jurídicas e institucionales orientadas a la prevención y sanción ejemplar de todo tipo de 
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conductas que impliquen violencia y discriminación contra ellas en los diferentes ámbitos de la 

vida en sociedad. 

Es de destacar en ese sentido, la centralidad que tienen la Ley 1257 de 2008 (para la 

eliminación de todas las formas de violencia contra las mujeres), la Ley 1719 de 2014 (garantía 

de acceso a la justicia para las víctimas de violencia sexual) y la Ley 1761 de 2015 (ley de 

feminicidio), las cuales han mostrado algunos avances en el compromiso estatal para enfrentar 

las diferentes formas de violencia basada en género.  

Ahora bien, en el conjunto de obligaciones estatales, el papel de la justicia, considerada 

en su triple dimensión –como derecho de acceso a la justicia, administración de Justicia y servicio 

público–, adquiere un lugar preponderante en la superación de la discriminación estructural que 

afecta cotidianamente a las mujeres y que explica la violencia basada en género (CIDH, 2015). 

En ese sentido, una muestra de buena práctica en materia judicial7 para la garantía de los 

derechos de las mujeres víctimas de violencia sexual se observa en la jurisprudencia 

constitucional producida en materia de seguimiento al estado de cosas inconstitucional 

declarado en el año 2004, ante las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos 

derivadas del desplazamiento forzado. En dichas decisiones judiciales, se avanzó en registrar el 

continuo de violencias y el contexto de discriminación que hace que las violencias hacia las 

mujeres se exacerben en medio del conflicto armado (Corte Constitucional, Sala Segunda de 

Revisión, Auto 092/08).  

También ha llamado la atención, de manera insistente, sobre los obstáculos que las 

mujeres, niñas, niños y adolescentes víctimas encuentran para acceder a la justicia y, al 

examinar la situación específica de las víctimas de violencia sexual, ha constatado que los 

avances institucionales para atenderlas se reducen a un funcionamiento asimétrico, en el que la 

 
7 Según la UNESCO, una buena práctica judicial es una acción o conjunto de acciones que, fruto de la identificación 
de brechas o necesidades, son sistemáticas, eficaces, eficientes, sostenibles y flexibles; y que suponen una mejora 
evidente en la eliminación de estas brechas o satisfacción de estas necesidades. 
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capacidad de respuesta real, especialmente en el ámbito local, no se ajusta a los avances 

legislativos con los que se busca garantizar el acceso efectivo a la justicia y la restitución de los 

derechos vulnerados (Corte Constitucional, Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 

de 2004 y sus autos de cumplimiento, Auto 009/15).  

Por su parte, el gobierno ha adoptado algunas medidas positivas para abordar la violencia 

sexual y la igualdad de género, incluyendo el nombramiento de una oficina asesora para la 

Equidad de la Mujer, en julio de 2011. Algunas de las leyes y resoluciones clave que abordan la 

igualdad de género y la lucha contra la violencia sexual son la Ley 1257 de 2008 (Ley de garantía 

de una vida libre de violencias para las mujeres), la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras), la Ley 975 de 2005 (Ley de Justicia y Paz), la Ley 1592 de 2012, 

modificatoria de la 975, y la Ley 1719 de 2014 (Ley de acceso a la justicia para mujeres víctimas 

de violencia sexual).  

Aunque algunas de estas leyes constituyen un sólido marco jurídico y político en relación 

con la violencia sexual contra las mujeres, perpetrada tanto dentro como fuera del conflicto, 

diagnósticos de organizaciones de la sociedad civil como Humanas (2007), Sisma mujer (2014) 

y la Ruta Pacífica por las mujeres (2016), han indicado que, en su implementación, dicho marco 

jurídico falla, pues no hay una aplicación efectiva. En general, la ejecución carece de estrategias 

de articulación interinstitucionales, criterios claros y coordinación entre departamentos. Además, 

no existen sistemas de evaluación eficaz de seguimiento y de evaluación comparativa ni para 

medir el rendimiento, o identificar los obstáculos y las dificultades. Adicionalmente, está la 

aparente falta de voluntad política en las distintas fases de ejecución (Mesa de Seguimiento, 

2010, p.4). 

Principalmente, las organizaciones de mujeres en Colombia han afirmado que siguen 

existiendo una serie de obstáculos para obtener justicia para las mujeres víctimas de violencia 

sexual, entre los que han denunciado la existencia de patrones y estereotipos de género 

discriminatorios ejercidos por quienes se encuentran en la administración de justicia y, por lo 
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tanto, la consecuente falta de protección y garantías para quienes reportan el crimen, la ausencia 

de un registro fiable y completo de casos de violencia sexual, así como la falta de atención a la 

salud y apoyo psicosocial (Mesa de Seguimiento, 2011, p. 18). 

Para sustentar tal información, las organizaciones de víctimas citan un dato suministrado 

por la entonces Dirección Nacional de Justicia y Paz, que reportó que a 1 de diciembre de 2002 

había recibido 39.546 confesiones de las que solo el 0,24% reportaban hechos de violencia 

sexual. Sin embargo, según cifras entregadas por la Dirección Nacional de Justicia Transicional, 

en un conversatorio realizado con funcionarios de dicha entidad, a junio de 2021, han sido 

reportados 2.228 casos de violencia sexual que han sido llevados a la magistratura de Justicia y 

Paz 

Para comprender la importancia de dichos datos y para contraargumentar en parte la 

afirmación que se encuentra en algunos informes de organizaciones de la sociedad civil, se debe 

tener en cuenta cuál es la estructura, competencia funcional y sentencias que han sido proferidas 

en la jurisdicción transicional de Justicia y Paz hasta diciembre de 2020. 

A pesar de las críticas sobre el número de sentencias proferidas en dicha jurisdicción 

(Burgos et al., 2018) a partir de análisis puramente cuantitativos, una lectura de dichas 

decisiones, que en muchos casos superan las 1000 páginas, permite observar que quizás lo más 

significativo de los pronunciamientos de Justicia y Paz tiene que ver con los aportes al 

esclarecimiento de la verdad que han sido develados en las sentencias; en las que, por ejemplo, 

se ha hecho énfasis sobre cómo las estructuras paramilitares dirigieron su violencia contra el 

cuerpo de las mujeres y se ensañaron de tal forma que cometieron brutales actos de violencia 

sexual que han sido descritos a partir de los relatos de las propias víctimas y en ocasiones 

esclarecidos, incluso cuando no se cuenta con la comparecencia de aquellas, dadas las labores 

de los magistrados y fiscales para documentar tales casos Tribunal Superior de Bogotá. Sala de 

Justicia y Paz. Radicado 2015-00072). 
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Además de los pronunciamientos de las tres Salas de Conocimiento de Justicia y Paz 

que operan en el país y los pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre la violencia que 

padecen las mujeres en la guerra, el Centro Nacional de Memoria Histórica, mecanismo creado 

a partir de lo dispuesto en el artículo 146 de la Ley 1448 de 2011 -cuyos fines son, entre otros, 

la recepción, recuperación, conservación, compilación y análisis de todo el material documental, 

testimonios orales y los que se obtengan por cualquier otro medio, relativo a las violaciones 

ocurridas con ocasión del conflicto armado interno colombiano-, ha documentado y caracterizado 

lo que ha sido la violencia sexual en el marco del conflicto armado interno colombiano en el 

informe denominado La guerra inscrita en el cuerpo. Informe Nacional de violencia sexual en el 

conflicto armado (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2017).  

En dicho informe se aborda la violencia sexual a partir de la experiencia de las víctimas, 

principalmente de las mujeres, por medio de sus testimonios. Si bien el informe recoge la 

experiencia de víctimas de todos los actores armados, la riqueza descriptiva con la que 

encapsula los escenarios en los que se perpetraron miles de actos de violencia sexual, las 

condiciones que permitieron esa violencia, así como las consecuencias de la misma, a partir de 

determinar las afectaciones para las víctimas, sus familiares y circulo social, constituyen un 

completo diagnóstico de la sistematicidad con la que este tipo de criminalidad ha tenido lugar en 

el territorio colombiano durante más de cinco décadas. 

Por ejemplo, en cuanto a los escenarios en los que ocurrió la violencia sexual contra las 

mujeres, el informe identifica aquellos de disputa territorial entre grupos armados, control 

territorial e intrafilas. En dichos escenarios, el CNMH, caracterizó ocho condiciones en las que 

se encuentran los cuerpos de las víctimas objeto de violencia sexual, entre ellos, los cuerpos 

estigmatizados, los incómodos, los apropiables, los corregibles, los higienizados, los 

disciplinados, los destinados para la guerra y los disponibles. El común denominador de esta 

caracterización es que la violencia sexual respondió a la capacidad y voluntad del victimario de 
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someter a las personas en estado de indefensión y reducirlas a una incapacidad total de decidir 

sobre su cuerpo y derechos sexuales y reproductivos (CNMH, 2017, p. 21). 

Concluye el informe que la violencia sexual no es fortuita, sino que está estrechamente 

relacionada con las dinámicas y lógicas del conflicto armado interno colombiano (p. 24); usada 

por todos los grupos enfrentados, particularmente contra niñas, adolescentes y mujeres, que 

representan el 91,6% de las 15.076 víctimas contabilizadas por el CNMH (p. 25). Justamente 

esa cifra sustenta en parte el interés por adelantar este trabajo, enfocándose solamente en la 

violencia sexual que se comete contra las mujeres, a fin de determinar si sobre tal conducta -que 

como dice el CNMH, fue cometida por todos los grupos armados- la jurisdicción de Justicia y 

Paz, como antecedente de mecanismos de justicia transicional en el país, ha realizado algún 

pronunciamiento sólido que sirva como referente para otros tribunales que se enfrenten al 

juzgamiento de hechos similares en naturaleza y magnitud.  

 

3.2  ESTUDIO DE CASO: LA EXPERIENCIA DE LA SALA DE JUSTICIA Y PAZ DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ EN EL JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL 
PERPETRADA POR LOS PARAMILITARES 

 

Para este estudio de caso, de las 84 sentencias proferidas por las Salas de Justicia y Paz 

que funcionan en Bogotá, Medellín y Barranquilla, han sido seleccionadas como muestra el 

52,3%, es decir, 44 sentencias en las que se menciona la violencia sexual, a fin de determinar 

preliminarmente la forma de abordaje establecida por la jurisdicción para este tipo de casos. 

De dicha revisión inicial, se ha establecido que en las 44 sentencias en las que se 

menciona la violencia sexual, dicha mención se hace de tres formas distintas: una como parte 

del contexto de violencia acaecido en los territorios de control paramilitar; otra como hechos 

concurrentes a otros crímenes, como el reclutamiento ilícito o el desplazamiento forzado; y por 

último, como un patrón de macrocriminalidad con casos en los que la Fiscalía solicitó condena.  
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En el 61,3% de los casos, es decir, en 27 de esas 44 sentencias, la violencia sexual se 

abordó como un patrón de macrocriminalidad y, por lo mismo, se incluyeron casos con solicitud 

de condena por parte de la Fiscalía. Al detectarse que de esas 27 sentencias, 15 de ellas fueron 

proferidas por la SJP-TSB, se delimita el universo de sentencias a analizar en esta investigación 

tomando en cuenta dos criterios de selección.  

El primero patrón detectado a partir de una clasificación inicial de las sentencias, de 

acuerdo a un documento facilitado por la Relatoría de la SJP-TSB para la realización de este 

trabajo y también con las fichas de análisis elaboradas (Anexos 1 a 9), es que la SJP-TSB es la 

sede judicial en la que mayor cantidad de pronunciamientos se han emitido en materia de 

violencia sexual perpetrada en el marco del conflicto armado interno aproximadamente de 52,3% 

del total de sentencias de toda la jurisdicción; y el segundo, que han sido sentencias proferidas 

con posterioridad a la Ley 1592 de 2012, por ser a partir de dicho hito temporal cuando se 

empezaron a abordar las diferentes conductas de violencia contra las mujeres, en especial la 

violencia sexual, como un patrón de macrocriminalidad, con casos para condena.  

La razón por la que se seleccionaron casos que tuvieran en cuenta casos para condena 

tiene que ver con que solo a partir de casos en los cuales los magistrados tuvieran que decidir 

si imponían o no condena contra exintegrantes de estructuras paramilitares era posible realizar 

el análisis sobre el discurso empleado para establecer la ocurrencia de los hechos, la 

responsabilidad de los acusados y las demás variables tenidas en cuenta en la ficha de análisis 

(Anexo 1 a 9), como será explicado más adelante. 

Delimitado el universo de sentencias a estudiar, de conformidad con los dos criterios 

anteriores, se ha elaborado una ficha de análisis en la cual se tuvieron en cuenta variables que 

permitieran identificar, en primer lugar, si se confirma una de las hipótesis que se maneja es esta 

investigación: la violencia sexual en el marco del conflicto armado se perpetró principalmente 

contra las mujeres y niñas. Para ese propósito, se ha tratado de identificar en las sentencias 
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seleccionadas si las víctimas mencionadas eran mujeres, el rango de edad, si pertenecían a 

alguna comunidad étnica o si se identificaban como parte de la población LGBTI.  

Además de dicha identificación, la ficha de análisis busca identificar la presencia territorial 

de los grupos paramilitares, la denominación de dichas estructuras armadas ilegales y quienes 

fueron los desmovilizados condenado, a fin de recopilar información que posteriormente permita 

hacer un análisis regional de violencia sexual.  

En cuanto al análisis del discurso, este se centra en establecer si la sentencia, además 

de acudir al marco normativo internacional que rige sobre la materia, lo aplica a los casos 

específicos, identificando si los hechos de violencia sexual se cometieron como una política de 

grupo, si fueron crímenes categorizados como de lesa humanidad o crímenes de guerra; y cuáles 

fueron los delitos dentro de los cuales se enmarcó la decisión judicial, teniendo en cuenta que el 

marco normativo aplicable está contenido en el título II del Código Penal, relativo a los delitos 

contra personas y bienes protegidos por el DIH.  

Para identificar tales categorías, se tiene en cuenta si la Sala identificó las conductas de 

violencia sexual como parte de una política expresa del grupo ilegal; si hubo participación directa 

de los comandantes de Bloque, Frente o Escuadra; si la violencia sexual se usó como un 

incentivo para los integrantes del grupo; si los hechos fueron conocidos, ordenados o tolerados 

por los comandantes; y si fueron clasificados como un arma de guerra en los términos explicados 

en el capítulo 2 de este trabajo.  

En análisis del discurso que se realiza de las sentencias proferidas por la SJP-TSB tiene 

en cuenta lo que la sociología jurídica ha propuesto sobre el análisis interno y externo del 

derecho, es decir, tanto en su relación con la dogmática jurídica y la política criminal como con 

la realidad social sobre la que interviene, a la cual puede contener o transformar (Posner, 2011, 

p.17). 

El aporte fundamental para el presente análisis se encuentra en los estudios de género, 

ya que a partir de las proposiciones de autoras como Scott (1990), Facio (1999) y Segato (2003), 
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los estudios de género resaltan la condición de sujetos de derecho de las mujeres, así como los 

escenarios sistemáticos de exclusión en los que se han visto envueltas. Dichas proposiciones 

nacidas en el seno de las organizaciones feministas han permitido politizar lo personal y lo 

privado, llevando a la discusión pública la sistemática y prevalente violencia contra las mujeres 

y en especial la violencia sexual.  

En ese sentido, la investigación busca identificar variables, precisar algunos problemas y 

fundamentalmente hallar en el discurso judicial transicional las prácticas que han sido permeadas 

por el patriarcado; así como aquellas buenas prácticas que pusieron de relieve la gravedad de 

los hechos de violencia sexual cometidos por las estructuras paramilitares sometidas al proceso 

de la Ley 975 de 2005.  

Fundamentalmente, el análisis se realiza a las sentencias proferidas con posterioridad a 

la Ley 1592 de 2012, se reitera, modificatoria de la Ley 975 de 2005; algunos diagnósticos de 

organizaciones sociales sobre los resultados de la jurisdicción de Justicia y Paz en torno a los 

derechos de las víctimas de violencia sexual; así como las observaciones realizadas por mujeres 

integrantes de la Red de Mujeres Víctimas y Profesionales. Las unidades de análisis de esta 

investigación son las 40 sentencias dictadas por la SJP-TSB a diciembre de 2020.  

En primer lugar, se realiza una clasificación y sistematización de las sentencias como 

unidades de análisis, que permiten avanzar en la descripción del fenómeno de la violencia sexual 

cometida por paramilitares en el marco del conflicto armado interno colombiano. Las actividades 

preliminares se basan en una lectura superficial de las 19 sentencias en las que se abordó la 

violencia sexual tanto como elemento contextual como conductas criminales específicas objeto 

de sentencia. A partir de allí, se realiza la construcción de un instrumento para revelar los datos 

más importantes que surgen de los documentos, entre ellos, fuentes normativas utilizadas, 

decisiones relevantes y consideraciones. Esta primera lectura genera preguntas acerca del rol 

de los jueces transicionales, así como los problemas de articulación entre entidades estatales y 

sociedad civil.  
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El análisis del discurso judicial se realiza a partir de la clasificación realizada por Robert 

Alexy (1997) respecto a la estructura de la argumentación judicial, identificando las normas de 

derecho positivo, los enunciados empíricos y la justificación o inferencia, empleadas en cada uno 

de los fallos judiciales. Con respecto a los enunciados empíricos, estos a su vez son analizados 

desde dos visiones diferentes: unos serán los enunciados propios del hecho violento, es decir, 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon el hecho violento; y los de tipo 

contextual, usados por la judicatura para situar al lector en el escenario en el que fue desplegada 

la violencia sexual desde la explicación ofrecida en la sentencia. 

La finalidad de dicho análisis es identificar en el lenguaje de las sentencias transicionales 

proferidas por Justicia y Paz si los elementos históricos (contextuales) revelados en el marco del 

proceso fueron interpretativos o explicativos de las causas y consecuencias de la violencia 

sexual perpetrada contra las mujeres (Van Dijk, 2002), y si la decisión adoptada luego de conocer 

ese marco fáctico constituyó o no una forma de acción social por medio de la cual los magistrados 

tomaron decisiones con carácter trasformador del continuo de violencia que padecen las mujeres 

en una sociedad machista y patriarcal como la colombiana8.  

Las conclusiones se presentarán de acuerdo a cada estructura paramilitar que fue 

juzgada en las sentencias, ya que contra un mismo grupo había más de una decisión judicial de 

conformidad con la estrategia de selección y priorización de casos, que habilitó la posibilidad de 

proferir sentencias parciales. En ese sentido, la mejor manera de comprender las dinámicas de 

violencia sexual en determinadas regiones o grupos paramilitares es a partir del análisis en 

conjunto de las decisiones judiciales que se han proferido en la jurisdicción transicional de 

Justicia y Paz, para lo cual se desarrolló una ficha de análisis (Anexos 1 a 9) por cada decisión 

judicial.  

 
8 Si se parte de la base de que la violencia contra las mujeres tiene sus orígenes en el patriarcado, que define a la 
mujer como inferior, se puede afirmar que la violencia contra las mujeres es adquirida a través del proceso de 
socialización y no de forma natural. Cristina Molina (2011) sostiene que el patriarcado es el poder de asignar espacios 
de sumisión a las mujeres no solo en su aspecto práctico, sino en su aspecto simbólico, etiquetando peyorativamente 
dichos espacios como “lo femenino”. 
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Una vez se presente el análisis por cada estructura paramilitar y manera de conclusión 

de este capítulo se presentarán una serie de apreciaciones y conclusiones respecto a las 

tendencias identificadas en el discurso de los magistrados de la SJP-TSB, de acuerdo a cada 

una de las Salas de Conocimiento que profirió la respectiva sentencia. Para esto, se tienen en 

cuenta los cuadros de análisis en los que se plasmaron las características principales del 

discurso judicial de acuerdo a la Sala que profirió la sentencia. Como ya se mencionó, se 

identificaron cuatro Salas de Decisión: la Sala A, correspondiente a las sentencias proferidas con 

ponencia de la Magistrada Uldi Teresa Jiménez López; la Sala B, para las sentencias proferidas 

con ponencia de la Magistrada Alexandra Valencia Molina; la Sala C, respecto a las sentencias 

con ponencia del magistrado Eduardo Castellanos; y por último, la Sala D, relacionada con las 

decisiones proferidas por la magistrada Lester María González.  

Este estudio comparativo permite observar la forma en la que las posturas jurídicas y las 

interpretaciones sobre la aplicabilidad de las mismas normas, para casos con un marco fáctico 

muy parecido, pueden variar de acuerdo al juez que las profiera; y cómo algunas de las subsalas 

se ajustaron más a los estándares internacionales en materia de derechos de las mujeres 

víctimas de violencia sexual, superando el análisis puramente normativo, al integrar sus propias 

interpretaciones sobre la implicación de dichas normas para los casos cometidos en el contexto 

del conflicto armado interno colombiano.   

Para comprender mejor las decisiones proferidas en Justicia y Paz, es necesario conocer 

un poco sobre la estructura del proceso, razón por la cual, previo a abordar en análisis objeto del 

presente trabajo, se hará una breve mención a los elementos normativos e históricos a partir de 

los cuales se estructuró el sistema de Justicia Transicional de Justicia y Paz.   

3.2.1. Antecedentes del proceso de Justicia y Paz, estructura de la etapa judicial 

y su modificación con la Ley 1592 de 2021. 
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Se debe iniciar indicando que para el año 2003, el entonces presidente de la república, 

Álvaro Uribe Vélez, firmó un acuerdo con las Autodefensas Unidas de Colombia, a través del 

cual se habilitaba la desmovilización de aproximadamente 30.000 paramilitares pertenecientes 

a las estructuras paramilitares confederadas bajo dicha denominación. Lo anterior, en el marco 

de un proceso de justicia transicional mediante el cual se ofrecía a los desmovilizados un 

tratamiento penal especial a cambio de abandonar cualquier actividad delincuencial, reparar a 

las víctimas y aportar al esclarecimiento de la verdad (Sala de Justicia y Paz, radicado 

11002253000201300311 del 11 de agosto de 2017). 

El primer proyecto de ley que reglamenta dicho acuerdo fue retirado del Congreso como 

consecuencia de las duras críticas que recibió de parte de diferentes sectores, particularmente 

de las organizaciones locales e internacionales de derechos humanos, de las organizaciones de 

víctimas y de algunos grupos políticos (véase Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 8); 

quienes señalaban que dicha norma pretendía asegurar la impunidad de los máximos 

comandantes, principalmente al no condicionar los beneficios que concede a la efectiva 

satisfacción de los derechos de las víctimas (Uprimny y Saffon, p. 7-8).  

Dicho proyecto fue reemplazado por el que posteriormente se convertiría en la Ley 975 

de 2005, comúnmente conocida como la Ley de Justicia y Paz, proyecto que según expertos 

(Forer, 2012) pasó de una renuncia absoluta al castigo (pena) y falta de garantía de los derechos 

de las víctimas a admitir la necesaria ponderación de los elementos básicos de cualquier justicia 

transicional (verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición), para lograr un equilibrio 

entre las necesidades de paz y las exigencias de justicia de la sociedad colombiana. Dicho 

cambio se produjo mediante la incorporación expresa del reconocimiento de los derechos de las 

víctimas, la imposición de una pena entre 5 y 8 años de privación de la libertad para los 

desmovilizados a cambio del cumplimiento de deberes relacionados con el esclarecimiento de 

la verdad y la reparación de las víctimas. 
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Ante la aprobación de la Ley 975 de 2005, varias organizaciones sociales señalaron que 

esta ley no contenía los mecanismos necesarios para asegurar adecuadamente los derechos de 

las víctimas. Por tal razón, su constitucionalidad fue demandada y revisada por la Corte 

Constitucional, quien mediante Sentencia C-370 del 2006 declaró la ley ajustada a la constitución 

política con excepción de algunas disposiciones.  

En 2012, la Unidad de Fiscalías Delegadas para Justicia y Paz procesaba 

aproximadamente a 5000 personas por más de 300.000 crímenes con aproximadamente 

400.000 víctimas. Sin embargo, el proceso no avanzó como se esperaba y, ante la magnitud de 

crímenes a la espera de ser resueltos, se hizo necesario implementar nuevas formas de 

investigación que permitieran esclarecer las conductas criminales atribuibles a los paramilitares. 

Para el caso, el Estado propuso algunas reformas estructurales a la Ley de Justicia y Paz, por 

medio de la Ley 1592 de 2012.  

Estos cambios tuvieron que ver principalmente con establecer la macrocriminalidad 

agenciada por los miembros de estos grupos ilegales, la forma de coordinar las formas de 

reparación contempladas en la Ley 975 de 2005 con las dispuestas en la Ley de víctimas y 

Restitución de tierras -Ley 1448 de 2011-, la delimitación de fechas finales para el proceso de 

postulación a la Ley de Justicia y Paz y el impulso de una política de resocialización de los 

desmovilizados que se acogieron al proceso de Justicia y Paz (Ministerio de Justicia, 2015, p. 

8). 

En cuanto al punto de la macrocriminalidad, la Ley 1592 de 2012 estableció que la 

estrategia investigativa de la Fiscalía debía enfocarse principalmente en la persecución de los 

máximos responsables, entendidos como aquellos individuos que dentro de la estructura de 

mando y control de la organización delictiva sabían o podían prever razonablemente la 

perpetración de crímenes en el desarrollo de la ejecución de los planes operativos (Fiscalía 

General de la Nación, 2012, p.1).  



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 108 
 

 

 

Adicional a lo dicho, esta Ley eliminó la necesidad de proferir un auto de control de 

legalidad respecto de los cargos a formular a los desmovilizados objeto de juzgamiento. En su 

lugar, se unificó el procedimiento para que tuviera lugar una audiencia concentrada de 

formulación y aceptación de cargos en la que se evacuaran todos los temas necesarios, luego 

de la cual, se celebraría una audiencia de Incidente de Reparación Integral a las víctimas, en la 

que los magistrados de conocimiento escuchan los relatos y las expectativas de reparación de 

las víctimas que hacen parte de cada proceso y habilitan un espacio para preguntas dirigidas a 

los victimarios o a la Fiscalía.  

En concreto, la estructura del proceso en Justicia y Paz, a partir de las Leyes 975 de 2005 

y 1592 de 2012, comporta dos etapas: una administrativa y una judicial. En la etapa 

administrativa, los paramilitares tenían la posibilidad de hacer parte del acto de desmovilización 

colectiva liderado por el comandante de cada estructura paramilitar y, en caso de no lograrlo, por 

encontrarse privados de la libertad, por ejemplo, podían desmovilizarse de manera individual, a 

partir de su presentación ante la autoridad competente (López 2006, p. 259). 

Una vez tenía lugar la desmovilización, el Ministerio de Justicia y del Derecho consolidaba 

la lista de elegibles a los beneficios contenidos en la Ley de Justicia y Paz, y la enviaba para su 

postulación ante la Fiscalía General de la Nación. Culminado el envío de dicha lista terminaba la 

fase administrativa y se iniciaba la etapa judicial. Esta iniciaba en la entonces Unidad Nacional 

para Justicia y Paz, hoy Dirección Nacional de Justicia Transicional, en la que se daba inicio a 

las labores de indagación, elaboración del programa metodológico, recepción de diligencias de 

versión libre, y formulación de imputación de cargo ante la Magistratura con funciones de control 

de garantías.   

Luego de dicha formulación de imputación, la Fiscalía radicaba un escrito de cargos 

dirigido a los magistrados con funciones de conocimiento ante quienes, según la Ley 975 de 

2005 y la 1592 de 2012, debían presentar el contexto, los patrones de macrocriminalidad, una 

muestra cualitativa y cuantitativa de los hechos criminales cometidos por la estructura paramilitar, 
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el marco temporal y georreferenciada en el que delinquieron, los principales integrantes y sus 

funciones, así como los cargos criminales por los que debía responder cada postulado a la Ley 

de Justicia y Paz, en el marco de la citada audiencia concentrada.  

Culminada dicha audiencia y el Incidente de Reparación integral, los magistrados de 

conocimiento proferían la respectiva sentencia, en la que además de imponer las penas que 

correspondían a cada postulado, declaraban la extinción de dominio de los bienes entregados 

para la reparación a las víctimas, liquidaban los daños y perjuicios peticionados por las víctimas, 

y declaraban el contexto y patrones de macrocriminalidad a partir de los cuales funcionaron las 

estructuras paramilitares en el país.   

Expuesta brevemente la estructura del proceso judicial de la que derivan las sentencias 

proferidas por la jurisdicción de Justicia y Paz objeto de análisis, a continuación, se explicarán 

algunas bases teóricas a partir de las cuales se realiza la revisión de dichas sentencias.   

3.2.2. Análisis del discurso de las sentencias: Abordaje de la violencia sexual en 

las decisiones de la Sala de Justicia y Paz de Bogotá 

 

En este apartado, se da cuenta del grueso de la investigación, hecha mediante el análisis 

de contenido de las sentencias de Justicia y Paz, con las cuales se busca la identificación de las 

valoraciones, ideologías, representaciones sociales, etc. que subyacen en el discurso jurídico 

plasmado. Para lograr tal objetivo, es necesario realizar una aproximación a lo que entendemos 

por discurso jurídico. Para tal fin, se hace referencia a los aportes al campo jurídico de Bourdieu 

(2000), para luego hacer una aproximación a los efectos del discurso jurídico sobre las mujeres 

a través de contribuciones de la profesora Ana Milena Coral Díaz (2016). 

Para Entelman (2006), el discurso jurídico se produce en condiciones especiales de 

distribución de la palabra, ya sea oral o escrita, de parte de un sujeto autorizado. Para este caso, 

serían los magistrados quienes se encuentran en la posibilidad de emitir un discurso a partir de 

sus facultades como directores del proceso judicial. Por esta razón, a partir de sus disertaciones, 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 110 
 

 

 

más allá de aplicar o inaplicar una norma, se entrelazan dinámicas de poder y bajo el supuesto 

de la búsqueda de la verdad pueden aparecer prejuicios acerca de cómo fueron los hechos, qué 

importancia tienen o qué preconceptos existen acerca de quiénes lo cometieron y qué debió 

haber hecho la víctima. En dicho escenario, el discurso judicial corre el riesgo de caer en análisis 

basados en estereotipos en términos de género, anulando la posibilidad de explicar las 

implicaciones que el género tuvo en las campañas de violencia gestadas y ejecutadas por los 

grupos armados ilegales en el territorio nacional. 

Cabe señalar que el análisis del discurso que se pretende con el presente trabajo implica 

asumir una postura que cuestione la información contenida en las sentencias de Justicia y Paz, 

en contraste con la realidad del contexto social en el que conviven las mujeres víctimas de 

violencia sexual. El aspecto crítico del discurso se centra en el estudio sobre el modo en que el 

abuso del poder, el dominio y la desigualdad son abordados, analizados y posiblemente 

combatidos por las decisiones judiciales proferidas en la jurisdicción de Justicia y Paz (Van Dijk, 

2002). De este modo, lo que se pretende es la exploración de la violencia sexual como fenómeno 

problemático, a partir de lo establecido como verdad en dichas decisiones judiciales. 

Para Olarte (2018, p.40), el discurso nos remite a la construcción y cuestionamiento del 

uso del poder, cómo este se ejerce en sectores de dominación como el conflicto armado y sus 

usos en el marco de la cultura. Partiendo del poder como forma de control social, es necesario 

tener en cuenta que este solo existe a partir de una pugna entre un grupo dominante y un grupo 

dominado, este último, para el caso, conformado por las mujeres. Así, el discurso puede verse 

influido por quienes ostentan el poder, legitimando las formas de exclusión y violencia en contra 

del grupo dominado (Van Dijk, 2002).  

Como afirma Coral (2008), debido a la formación social, en el campo jurídico la asimetría 

de poder y violencia generalizada contra las mujeres tiende a abordarse como natural y no 

problemática. Distintos estudios de género en cuanto al funcionamiento del sistema penal 

demuestran que, desde el derecho, los problemas de violencia y discriminación se abordan 
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desde una aparente neutralidad que deviene en considerar que los fenómenos como la violencia 

sexual del conflicto armado ocurren en igual proporción contra hombres y mujeres, lo que a juicio 

de Colares crea una esfera de problemas relacionados con la formas en que la ley se ocupa de 

un tipo de violencia para la cual la cuestión del poder no es disociable. 

Realizar dicho análisis desde la teoría de la argumentación de Robert Alexy implica 

revisar la justificación interna y externa contenida en las sentencias de Justicia y Paz a partir de 

cuatro componentes: la premisa mayor, conformada por la norma o reglas de derecho aducidas 

en la decisión; la premisa menor, compuesta por las referencias fácticas específicas; una 

inferencia o relación entre dichas premisas; para finalmente arribar a una conclusión o 

proposición final. Dichos elementos permitirán hacer un análisis crítico que, a partir de las 

proposiciones de la crítica feminista desde el enfoque de género planeado en el capítulo 1, 

permita establecer si las decisiones judiciales analizadas cumplen o no con el estándar 

internacional fijado previamente y cuáles son las diferencias o puntos de convergencia entre las 

posturas de las distintas salas de decisión.  

Para lograr el análisis del discurso propuesto en este trabajo de investigación, las fuentes 

teóricas que sustentan el ejercicio refieren a la propuesta de la profesora Ana Milena Coral Díaz 

(2016) cuando plantea que el análisis del discurso de las decisiones judiciales en materia de 

violencia contra la mujer debe tener como base la teoría de la argumentación de Robert Alexy. 

En concreto, propone la autora que el análisis jurisprudencial no solo debe versar sobre las 

sentencias proferidas por los tribunales de cierre, sino que, al ser todas las decisiones judiciales, 

independientemente de su rango, una expresión del poder del Estado que debe contar con la 

debida justificación de las mismas, es posible extraer para su análisis los postulados y principios, 

y si aquellos están ajustados al ordenamiento jurídico interno e internacional. (2016, p. 22) 

La profesora Ana Milena Coral Díaz propone en su tesis doctoral una metodología para 

el análisis jurisprudencial de fallos de distintas instancias judiciales, enfocándose en el examen 

desde el discurso de la argumentación judicial, en el marco de la violencia sexual cometida por 
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grupos armados ilegales integrantes del conflicto armado interno colombiano. Para tal fin, plantea  

que el discurso de los jueces analizado en casos paradigmáticos permite indagar el manejo y la 

solución que ofrecen los jueces para los casos de violencia sexual contra las mujeres. Para 

desarrollar dicho propósito, la autora se propuso analizar las sentencias proferidas en Justicia y 

Paz desde un análisis deconstructivo del discurso que permitiera examinar el discurso judicial y 

como este ha representado el cuerpo femenino en los discursos de justicia transicional a partir 

de variables como el daño, clasificado como daños de reconocimiento primario y secundario9. 

La idea manejada en el texto es que el discurso judicial tiene la tendencia a reconocer 

mayoritariamente los daños de reconocimiento primario, es decir, los ligados al cuerpo biológico 

y las características a él asignadas como la sexualidad y la reproducción. Esto significa que el 

discurso de la justicia transicional construye y reproduce la experiencia de las mujeres en la 

guerra a la representación hegemónica de lo que significa el cuerpo de la mujer. Lo anterior se 

infiere a partir de un estudio cualitativo de la argumentación realizada por los jueces, la 

deconstrucción de dicho discurso a partir de la identificación de tendencias sobre el 

reconocimiento de daños y la representación del cuerpo femenino allí consignada, a partir de 

una crítica feminista. 

En ese sentido, la propuesta de la profesora Coral es que el análisis del discurso de las 

sentencias judiciales, para este caso referidas a violencia sexual en el marco del conflicto 

armado, debe recaer sobre las premisas de hecho y de derecho que emplean los magistrados 

de Justicia y Paz para justificar sus decisiones. Lo anterior con el fin de intentar responder al 

siguiente interrogante: ¿Cumplen las decisiones de la jurisdicción de Justicia y Paz con los 

estándares internacionales en materia de investigación, juzgamiento y sanción de la violencia 

sexual en el marco de conflictos armados?  

 
9 Para la profesora Coral (2016, p. 63), existen unos daños de reconocimiento primario, que de conformidad con la 
normativa internacional comprenden los daños morales y patrimoniales en el sentido tradicionalmente comprendido. 
Adicionalmente, según Rosalind Dixon (2002), hay unos daños de reconocimiento secundario, propios de la 
experiencia de las mujeres que tienen que ver con las consecuencias a largo plazo de la violencia sexual, como el 
rechazo, la depresión, el aislamiento y otras formas de sufrimiento que no son consideradas por el discurso jurídico.  
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Adscribiéndose a la propuesta de la profesora Coral Díaz (2012), este análisis permite 

detectar las elecciones de los magistrados de Justicia y Paz al momento de conceptualizar la 

violencia sexual cometida en el marco del conflicto armado interno colombiano por parte de 

grupos paramilitares e identificar tendencias en su argumentación que propicien cambios en el 

discurso judicial, de conformidad con los estándares internacionales sobre la materia.   

3.2.3.  Análisis de las sentencias de la Sala de justicia y Paz del Tribunal 

Superior de Bogotá en las que se abordaron casos de violencia sexual contra 

mujeres 

 

De acuerdo al universo de sentencias analizadas para la construcción del presente 

trabajo, se identifican ocho estructuras paramilitares sobre las cuales la SJP-TSB ha proferido 

sentencias condenatorias en las que se aborda la violencia sexual contra las mujeres en el marco 

del conflicto armado interno. El análisis se realiza a partir de la construcción de unas fichas de 

análisis (Anexos 1 al 9) en las se determina si las sentencias tienen en cuenta los estándares 

internacionales abordados en el capítulo II. Para esto, se tiene en cuenta si las sentencias 

establecen alguna de las siguientes unidades de análisis: contexto de discriminación contra las 

mujeres; adopción de medidas para eliminar la discriminación; desigualdad histórica y patrones 

socio culturales; sujetos de especial protección en el DIH; investigación diferenciada; criterios de 

la prueba de la CPI; acciones afirmativas, es decir, dirigidas a asegurar el acceso a los derechos 

de las mujeres; existencia de una política de la organización criminal; y definición de la violencia 

sexual según tribunales internacionales. Teniendo en cuenta esas unidades de análisis, se 

construye una malla de revisión, para determinar si las sentencias cumplen o no con dichos 

criterios fijados por los organismos internacionales. A partir de allí, se propone una serie de 

observaciones.  

Por lo tanto, el presente apartado está conformado por textos expositivos, en los cuales 

se plasman los argumentos detectados a partir de las fichas de análisis y la malla de observación 
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(Anexos 1 al 10), organizados de conformidad con la estructura propuesta (Alexy), es decir, 

premisas normativas, premisas fácticas y conclusiones del Tribunal. Las observaciones sobre el 

discurso detectado se plasman en un cuadro comparativo, en el cual se permite observar las 

tendencias de cada Sala de Conocimiento en cada una de las sentencias analizadas.  

El próximo apartado se centrará en el análisis del discurso de las sentencias seleccionadas de 

acuerdo a la propuesta teórica previamente expuesta, a partir de la propuesta que desde el 

enfoque de género propone detectar si las sentencias, valga reiterar, cumplen o no con las 

premisas propuestas desde el marco jurídico internacional. 

• Análisis del discurso Sala de Decisión A.  

• Bloque Tolima (Anexo 1) 

 

En cuanto a la violencia sexual perpetrada por esta estructura paramilitar, de las cuatro 

sentencias proferidas contra desmovilizados del grupo ilegal, solo en una se observa 

pronunciamiento del Tribunal sobre casos de violencia sexual contra mujeres. 

La sentencia en la que se aborda la violencia sexual perpetrada por el Bloque Tolima es 

la del 7 de diciembre de 2016, proferida contra Atanael Matajudíos Buitrago, alias “Juancho”; 

Humberto Mendoza Castillo, alias “Arturo”; Óscar Oviedo Rodríguez, alias “Fabián”; y Norbey 

Ortiz Bermúdez, alias “Urabá” (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 

110016000253201400103). 

Enunciados normativos 

De manera introductoria, el Tribunal refiere a conceptos plasmados en decisiones 

anteriores (véase Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Radicado 

110016000253201300146) encaminadas a definir la violencia basada en género (VBG) como 

cualquier forma de violencia física, moral, psicológica, económica o de cualquier otro tipo, que 

se comete contra las personas en razón de su género (p. 120).  
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La violencia sexual en esta decisión fue abordada como delito subyacente al 

reclutamiento ilícito. Al respecto, el tribunal citó como marco normativo el Auto 092 de 2008, 

proferido por la Corte Constitucional (Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, Auto 

092/08). Adicionalmente, la sentencia hace mención a la introducción del tipo penal de 

feminicidio con la promulgación de la Ley 1761 de julio 6 de 2015, para recalcar que el 

ordenamiento jurídico colombiano ha procurado tomar las medidas pertinentes para tratar de 

contrarrestar la violencia contra la mujer por razones de género. 

Enunciados empíricos 

Expuesto el marco normativo, el Tribunal procede a delimitar el contexto en el que se 

desarrollaron conductas de violencia sexual contra las mujeres a manos del Bloque Tolima. Sin 

embargo, no se declaró la violencia sexual como un patrón de criminalidad perpetrado por dicho 

bloque. 

A pesar de no haberse declarado la violencia sexual y de género como patrón de criminalidad, 

el Tribunal relata el caso de una niña de 16 años, quien fue drogada, conducida a un paraje 

desolado y accedida carnalmente por paramilitares del Bloque Tolima. En este caso, si bien el 

defensor solicita que no se condene a su representado, al considerar que no se reúne los 

requisitos para endilgarle en calidad de autor mediato las conductas sexuales cometidas contra 

la víctima, el Tribunal señala que a pesar de argumentarse por los postulados y el defensor la 

inexistencia de un política del grupo armado ilegal para violentar a las mujeres, lo cierto es que 

el análisis contextual permite al Tribunal deducir que la violencia sexual contra las mujeres fue 

un arma utilizada por los grupos armados al margen de la ley en el escenario de guerra. 

Inferencias y conclusiones del tribunal 

Con ocasión de dicho análisis, el Tribunal condena al postulado Humberto Mendoza 

Castillo, alias “Arturo”, en calidad de autor mediato, por secuestro simple agravado, acceso 

carnal violento en persona protegida y desplazamiento forzado, de conformidad con las 
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previsiones contenidas en los artículos 138, 159, 168 y 170 No. 16 de la Ley 599 de 2000 

(Congreso de Colombia, Ley 599, 2000).  

En materia de reparación, no se observa el uso de criterios diferenciales para el 

reconocimiento de daños y perjuicios en favor de la víctima del hecho antes descrito. Adicional 

a los daños morales reconocidos a la víctima, es ordenada la indemnización por daño a la salud, 

que de acuerdo a la sentencia fue demostrado a partir de la evaluación psicológica realizada a 

la menor. 

• Bloque Vencedores de Arauca (Anexo 2) 

 

De las cuatro sentencias proferidas contra esta estructura paramilitar, a la fecha de cierre de 

esta investigación, se detect que sobre la violencia sexual contra las mujeres, el Tribunal solo se 

pronuncia en la sentencia del 24 de febrero de 2015, en la cual fueron condenados los 

desmovilizados Orlando Villa Zapata, alias “Rubén” o “La Mona”; Ferney Alvarado Pulgarín, alias 

“Cúcuta”; Fredy Octavio Romero Sarmiento, alias “Pony”; Samuel Saavedra Aponte; alias 

“Zarco”; Campo Elías Carreño Castro, alias “Genio”; Domingo Garcés Morelo, alias “Dogar”; 

Miguel Isaías Guanare Parales, alias “Moreno” o “Médico”; Jhon Jimmy Pérez Ortiz, alias “Cabo” 

o “Francho”; segundo comandante y patrulleros del Bloque Vencedores de Arauca, 

respectivamente (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Radicado 

110016000253200883612). 

Enunciados normativos 

La sentencia realiza un recorrido histórico por la normatividad que en Derecho 

Internacional Humanitario ha sido producida en torno a la criminalización de la violencia sexual 

contra las mujeres en el marco del conflicto armado, entre ellos, los Convenios de Ginebra; la 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer -CEDAW-

; la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer -
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Convención de Belém do Pará-;  y los pronunciamientos de los tribunales penales ad hoc para 

la antigua Yugoslavia y Ruanda.  

Luego, hay un recuento de la normatividad nacional aplicable a casos de violencia sexual 

contra las mujeres, entre ellos, el Decreto Ley 100 de 1980, mediante el cual se tipificaron 

conductas atentatorias de la libertad y la integridad sexual, tales como la prostitución y la 

esclavitud sexual, la trata de personas, el estímulo a la prostitución de menores, el secuestro 

simple con los agravantes si se cometiere contra menor de catorce años, si la víctima quedara 

embarazada, o con el fin de llevar la víctima al extranjero, la mutilación sexual, el acto sexual 

violento, el acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir, los actos sexuales con 

menor de catorce años, el aborto sin consentimiento, las lesiones seguidas de parto prematuro 

o aborto y las violaciones sexuales, individuales y múltiples (p. 564). 

Enunciados empíricos  

Luego de ser descrito el marco normativo, se hace una explicación de la violencia basada 

en género, para señalar que la violencia sexual, como categoría de esta tipología de violencia, 

correspondió a un acto sistemático de control y dominación con propósitos militares en el 

territorio, utilizada para dominar, regular, callar, obtener información, castigar, expropiar, 

exterminar, recompensar y cohesionar a los integrantes del grupo armado (p. 404-405). En dicho 

fallo, la Sala condena a los desmovilizados por nueve casos, de los que destacó la invisibilización 

y ausencia de denuncia, reconociendo la labor de la Fiscalía para lograr llevar los casos a la 

jurisdicción de Justicia y Paz.  

A pesar de citar los obstáculos de las mujeres para lograr denunciar las conductas de 

violencia sexual, reconoce las dificultades de llegar a todo el universo de víctimas y reitera el 

compromiso de la jurisdicción para visibilizar este delito, judicializar y sancionar efectivamente a 

sus responsables, esclarecer la verdad, asegurar justicia, reparación y garantías de no repetición 

(pp. 496-612). 

Inferencias y conclusiones del Tribunal 
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En los nueve casos, se resaltan hechos de desaparición forzada en concurso con 

prostitución forzada, tortura y homicidio en persona protegida, la mayoría cometidos contra 

mujeres jóvenes habitantes de Arauca. Sobre dichos casos, el Tribunal indica que la violencia 

sexual fue de propia mano por cada uno de los postulados a excepción del comandante general 

del bloque, Orlando Villa Zapata, de quien el Tribunal no encuentra como probado que estuviera 

en el lugar de los hechos.  

En cuanto a medidas de reparación diferenciada, no se encuentra información.  
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Tabla 1. Análisis del discurso en las sentencias de la Sala de Decisión A de Justicia 
y Paz 

 

SALA DE 
DECISIÓN 

SENTENCIAS 
PROFERIDAS 

ESTÁNDAR 
INTERNACIONAL 

DISCURSO 
CONTENIDO EN 

LAS SENTENCIAS 
OBSERVACIONES 

Sala A 
 

M.P. Uldi Teresa 
Jiménez López 

Bloque 
Vencedores de 
Arauca – 24 de 
febrero de 2015 

 

CEDAW 
Belén Do Para 

Jurisprudencia TPIY y 
TPIR 

Violencia sexual es 
cualquier acto, 

tentativa o amenaza 
de naturaleza sexual 

que se comete 
contra una persona, 

en contra de su 
voluntad. 

 
Asociada con la 
tortura, los tratos 

inhumanos crueles y 
degradantes. 

 
Participación directa 

de uno de los 
comandantes infiere 
autoría mediata de 

los demás. 

No se hace una 
conexión entre las 

disposiciones 
contenidas en los 

instrumentos 
internacionales para 

deducir que la violencia 
sexual ocurrida contra 
las adolescentes en 
Arauca, a manos de 
alias Martín y alias 
Tolima, constituyó 

actos crueles, 
inhumanos y 

degradantes, que de 
haberse documentado 
a fondo por la Fiscalía, 

tal vez habrían 
determinado la 

configuración de un 
crimen de lesa 

humanidad. 
 

El fallo hace una 
mención expresa al 

compromiso de la Sala 
para combatir la 

impunidad y garantizar 
el acceso a la justicia 

de las víctimas de 
violencia sexual (párr. 

101). 

 

Bloque Tolima – 7 
de diciembre de 

2016 

 

No se hace mención a 
ninguna norma de 

carácter internacional 
o nacional sobre 

violencia sexual. Hay 
un análisis extenso 

sobre el tipo penal de 
feminicidio. 

Se menciona que, 
aunque no se 

demuestre que 
existía una política 

expresamente 
establecida para 

atacar sexualmente 
a las mujeres, la 
violencia sexual 

contra las mujeres 
debe considerarse 
un arma de guerra. 

(párr. 779) 

Aunque se hace un 
extenso análisis sobre 

el tipo penal de 
feminicidio y sobre la 
violencia sexual como 

una conducta 
concurrente al 

desplazamiento forzado 
y el reclutamiento ilícito, 

no hay un 
pronunciamiento 

específico que condene  
hechos específicos de 
violencia sexual contra 

mujeres, a pesar de 
que del relato de varios 
hechos se advierte que 

fueron cometidas 
conductas con 

connotación sexual 
contra adolescentes y 
trabajadoras sexuales. 
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• Análisis del discurso Sala de Decisión B 

• Bloque Centauros. (Anexo 3) 

 

Contra este grupo paramilitar, la SJP-TSB ha proferido una sola sentencia a la fecha de 

cierre de esta investigación -diciembre de 2020-, el 25 de julio de 2016, contra los desmovilizados 

Manuel De Jesús Pirabán, Luis Arlex Arango Cárdenas, Miguel Rivera Jaramillo, Francisco 

Antonio Arias, Luis Miguel Hidalgo, Martha Ludís Cogollos Contreras, Virgilio Hidalgo Urrea, 

Lenis Armando Rey Sanabria, Guillermo Garzón, Francisco Miguel Ruiz Martínez, Franklin 

Castañeda Beltrán, Ruberney Ospina Guevara, Oscar Armando Trujillo, Hugo Linares, Elimelec 

Cano Zabala, Benjamín Camacho Martínez, Carlos Augusto Anthia, Benjamín Parra Cárdenas, 

Eiver Augusto Vigoya Pérez, Ferney Tovar Ramírez, Nelson Reyes Guerrero y Javier Domingo 

Romero (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 

110016000253200783019 N.I. 1121). 

Enunciados normativos 

Como parte introductoria de la decisión, el Tribunal realiza una explicación sobre la 

violencia basada en género ejercida contra las mujeres en el marco del conflicto armado interno 

colombiano, mencionando que en Colombia existe un marco normativo que ofrece garantías y 

protección a las mujeres, conformado por normas de derecho internacional, entre las cuales la 

sentencia cita la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer, el Protocolo Adicional II de la Convención de Ginebra en 1994, la Convención de 

Derechos Humanos de Viena de 1993, la Convención de Belén do Pará; así como normas de 

derecho interno como en la Ley 599 de 2000 y la Ley 1719 de 2014. Luego de citar dicho marco 

normativo, el Tribunal analiza dos casos que fueron conocidos en aquella oportunidad.  

Enunciados empíricos 
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Antes de iniciar el análisis de los hechos que conformaron el pronunciamiento del 

Tribunal, en la sentencia se cita la intervención del abogado defensor de los postulados, quien 

hace referencia a las agresiones sexuales como una tipología criminal que en su criterio no fue 

usada por el Bloque Centauros como arma de guerra o como una política instaurada por la 

comandancia del Bloque.  

A pesar de la negativa del defensor, en la sentencia el Tribunal deja claro que la violencia 

sexual en el marco del conflicto armado interno recae sobre las mujeres en mayor medida y que 

es usada con distintos fines. También, sostiene el tribunal que la violencia sexual fue un delito 

subyacente al homicidio y el reclutamiento ilícito, cuya brecha de impunidad solo puede ser 

superada a partir del funcionamiento de ese sistema de justicia transicional.  

Para reforzar dicha hipótesis, el Tribunal cita el único caso llevado en esa ocasión para 

juicio, de una víctima identificada como María Elena Peña Morales, quien fue secuestrada, 

interrogada por el comandante del Bloque Centauros, torturada y abusada sexualmente por uno 

de los paramilitares frente a la tropa. Una vez abusada, la llevaron al monte, la degollaron y 

cercenaron sus senos y genitales; luego, fue desmembrada y enterrada en una fosa.  

Además de proferir sentencia por el acceso carnal violento, el Tribunal argumenta que lo 

ocurrido con el cuerpo de la víctima luego de ser degollada constituye el delito de actos de 

barbarie; razón por la cual los postulados Manuel de Jesús Pirabán (comandante del Bloque 

Centauros) y Luis Miguel Hidalgo son condenados por los delitos de homicidio agravado, 

secuestro simple, tortura, acceso carnal violento, utilización ilegal de uniformes e insignias, 

irrespeto a cadáveres y actos de barbarie.  

Adicional a este caso, el Tribunal menciona otro que fue conocido en sesiones de 

audiencia, relacionado con la víctima identificada como Ana Priscila Guativa Gutiérrez, de quien 

la sentencia cita, antes de ser asesinada, fue despojada de su ropa. Este hecho fue confesado 

en audiencia por uno de los postulados del Bloque Centauros, luego de las preguntas que le 

realizaran la magistratura y el Ministerio Público. 
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Inferencias y conclusiones del Tribunal 

La valoración que realiza el Tribunal sobre el caso se fundamenta en considerar, en 

primer lugar, que la violencia sexual cuenta con un importante déficit en términos de investigación 

criminal, por ser valorada como conducta subyacente a otros delitos, entre ellos, el homicidio y 

la desaparición forzada. Este hecho es demostrado por el Tribunal al analizar que en los casos 

de las mujeres inhumadas, una vez eran encontradas, sus cuerpos presentaban indicios de 

posibles hechos de violencia sexual, que a primera vista no fueron advertidos por los funcionarios 

encargados de las exhumaciones.  

Dada tal situación, el Tribunal llama la atención principalmente a la Fiscalía para que 

considere que, en este tipo de casos, la prueba sobre la existencia de crímenes con connotación 

sexual no necesariamente debe buscarse en el cuerpo de la víctima a partir de evidencias 

biológicas, sino que, más bien, debe avanzarse en la investigación de la violencia sexual a partir 

de otros medios probatorios que en términos de la sentencia “desenquisten” la prueba del cuerpo 

de las víctimas. Dicho acto, en criterio del Tribunal, porque difícilmente la prueba se encontrará 

en el cuerpo de la misma, cuando el acto de inhumarlas tuvo la intención de ocultar la evidencia 

sobre la ocurrencia de este tipo de crímenes.   

Como el caso de Ana Priscila no es objeto de formulación de cargos por parte de la 

Fiscalía, el Tribunal requiere a esa entidad para que a partir de versiones libres con uno de los 

postulados del Bloque Centauros esclarezca las circunstancias exactas en que habría ocurrido 

la violencia sexual; información que debe ser incorporada a la jurisdicción de Justicia y Paz a 

partir de un informe que en palabras del Tribunal, de no ser satisfactorio debe ser remitido a la 

jurisdicción ordinaria para iniciar una investigación judicial.  

• Frente Héctor Julio Peinado Becerra (Anexo 4) 

 
En cuanto a la segunda sentencia proferida contra el Frente Héctor Julio Peinado Becerra 

(FHJPB), del 24 de marzo de 2020, en la cual se condenó a 30 desmovilizados de la citada 
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estructura, entre ellos, Juan Francisco Prada Márquez, Héctor Julio Carvajalino, Nelson Alberto 

Gómez Silva, Alberto Pérez Avendaño, Noé Jiménez Ortíz, Jesús Pacheco Carpio, Rafael Emilio 

Ramírez Hernández, Javier Antonio Quintero Coronel, Ramón de Jesús Meneses Parada, José 

Antonio Hernández Villamizar, Felipe García Velandia, Jesús Jhoany Lamus García, Xavier 

Estrada Martínez, Fredy Contreras Estévez, Manuel de Jesús Solano España, Ciro Pacheco 

Carrascal, Fredy Ramiro Pedraza Gómez, Audilio Barrientos, Alfredo García Tarazona, Alfredo 

Ballena, Fabio Herrera Vergel, Roberto Prada Delgado, Carlos García Barrera, José Lenin 

Molano Medina, Wilman Rafael Ortiz Guevara, Wilfredo Galvis Cuadros, Jhon Fernando Galvis 

Diaz, Naider Abraham Issa Reyes, Armando Madriaga Picón, Cesar Augusto Rivera Medina; se 

declara la existencia de un patrón de macrocriminalidad de VBG, que de acuerdo a lo citado en 

el fallo, se perpetra principalmente contra mujeres, niñas y población LGBTI (Tribunal Superior 

de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Radicado 110016000253201500072 N.I. 2549). 

Enunciados normativos 

En este fallo, si bien el Tribunal no enlista las normas a partir de las cuales sustenta su 

decisión, de la argumentación realizada se observa que a pie de página son enunciados los 

instrumentos jurídicos que soportan cada argumento de la Sala. Por ejemplo, en la definición 

que ofrece la sentencia sobre la violencia sexual, se cita que esta incluye, pero no se limita a la 

violación, la esclavitud o la servidumbre sexual, el abuso, el acoso u hostigamiento sexual, la 

trata de personas y la prostitución forzada, la esterilización, el embarazo, la anticoncepción y el 

aborto forzados, las mutilaciones genitales y cualquier otra forma de violencia análoga o 

relacionada con su libre determinación en materia sexual y reproductiva que constituya un 

sufrimiento o un daño a la dignidad, libertad, identidad e integridad sexual de la mujer. La Sala 

fundamenta la hipótesis en las disposiciones de la Convención para la Eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer-CEDAW (p. 666). Otra de las citas hechas por el 

Tribunal se refiere a las tipologías de violencia sexual definidas por la Corte Constitucional en el 

auto 092 de 2008. (p. 667) 
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Enunciados empíricos 

En el contexto declarado en la sentencia, se refiere que los paramilitares comandados 

por Juan Francisco Orada Márquez y José Antonio Hernández Villamizar desplegaron actos de 

violencia sexual contra las mujeres con el fin de regular sus vidas, violentar sus cuerpos y 

castigar al bando contrario. Por tal motivo, se cita que luego de las audiencias de Incidente de 

Reparación Integral, los magistrados advierten que los hechos de violencia sexual solo salen a 

la luz una vez las mujeres hablan de ellos y no por iniciativa de los postulados en cumplimiento 

de su compromiso de aporte de la verdad, razón por la cual se profiere un auto en el que el 

Tribunal requiere que cada uno de los postulados que hacen parte de ese proceso documenten 

todos los casos que conocieron, perpetraron o toleraron y que implicaron algún tipo de VBG, 

especialmente violencia sexual. La información es recabada por la Fiscalía e indica cada una de 

las agresiones sexuales por ellos u otros postulados, la aproximación de la fecha, la zona de 

ocurrencia, las características físicas de las víctimas y si sobrevivió o no a la agresión. Con dicha 

información, la Fiscalía logra la documentación de algunos casos que, bajo una fórmula procesal 

novedosa propuesta en aquella oportunidad por los magistrados, logran ser acumulados en dicho 

proceso y por los cuales se profiere sentencia condenatoria, sin quedar los mismos 

condicionados a la formulación de imputación y a surtir todas las etapas previas del proceso que 

de ocurrir habrían implicado un número importante de meses más de espera para las víctimas.   

Inferencias y conclusiones del Tribunal 

Bajo dicho contexto, la sentencia se ocupa de 23 casos de violencia sexual en el capítulo 

dedicado al patrón de VBG. Sobre dicha tipología de criminalidad, se declara que hace parte de 

un contexto generalizado de violencia contra la mujer basado en estereotipos culturales que 

ordenan a la mujer adoptar ciertos comportamientos que, de incumplirse, determinan que los 

paramilitares pueden ejercer actos violentos en su contra como forma de “castigo”. Tal situación, 

según cita la sentencia, habría ocurrido principalmente en Ocaña, Norte de Santander.   
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Un aspecto interesante del fallo es que desestima el argumento de los desmovilizados 

afirma que la violencia sexual no hizo parte de sus políticas como grupo ilegal.  Sobre este punto, 

el Tribunal argumenta que dicha hipótesis no sería del todo cierta, dado que hubo casos en los 

que la tolerancia de los comandantes hacia la violencia sexual perpetrada por sus tropas o por 

paramilitares de su confianza habrían dado la idea de legitimidad de esos actos dentro de la 

estructura paramilitar. Como ejemplo de esta situación, se cita el caso de tres paramilitares 

conocidos con los alias de Camarón, Rambú y Diomedes, de quienes era común escuchar actos 

de violencia sexual contra las mujeres de Ocaña sin que recibieran algún castigo por parte de 

los comandantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra.  

Dicho argumento del Tribunal fue reforzado al citar un caso en el que el propio 

comandante paramilitar de Ocaña habría ejercido actos de violencia sexual contra una niña, de 

quien se citó el testimonio en la sentencia. Dicho comandante, según se lee, negó haber tolerado 

o cometido conductas de violencia sexual. Sin embargo, el Tribunal desestima dichas 

afirmaciones dada la sólida evidencia con la que contó a partir de las labores de investigación 

de la Fiscalía y los testimonios que las víctimas ofrecieron en audiencia. 

Luego de contextualizar la situación de violencia que vivieron las mujeres en Ocaña por 

parte de los paramilitares del Frente Héctor Julio Penado Becerra, el Tribunal clasifica los 23 

hechos criminales objeto de sentencia en cuatro prácticas a través de las cuales explica y 

caracteriza la violencia sexual y de género ejercida por dicho grupo armado ilegal. También narra 

todos los hechos e incluiye los relatos de las víctimas.   

Otro aspecto a resaltar de esta sentencia tiene que ver con las medidas de reparación 

adoptadas para los casos de violencia sexual y violencia basada en género. Sobre este punto, 

el Tribunal aplica una presunción de hecho, al determinar que en casos de violencia sexual el 

daño a la vida de relación para las mujeres se encuentra probado a partir de sus testimonios, 

razón por la cual, para estos casos, se reconoce indemnización de daños por este concepto sin 

necesidad que las víctimas tuvieran que acudir a otros medios probatorios distintos a su 
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testimonio. Como garantías de no repetición, el Tribunal ordena que los postulados condenados 

reciban formación en derechos humanos de las mujeres en la que además les sean ofrecidos 

conocimientos sobre violencias basadas en género.  

Dichas medidas son relevantes, en el entendido que esta sentencia, a diferencia de la 

mayoría de las que fueron analizadas, se ocupa por ofrecer un catálogo de medidas de 

reparación y garantías de no repetición especialmente dirigidas a la recuperación de las víctimas, 

así como en hacer que los desmovilizados comprendan la gravedad de la violencia sexual, sus 

impactos diferenciados, las afectaciones que ocasionaron a largo plazo y el contexto de violencia 

generalizada en el que ellos perpetraron tales conductas criminales. 

• Bloque Central Bolívar (BCB) (Anexo 5) 

 

Contra esta estructura paramilitar, la SJP-TSB, ha proferido dos sentencias. Una del 11 

de agosto de 2017 y otra del 19 de diciembre de 2018.  

En la primera sentencia, son condenados los desmovilizados Iván Roberto Duque 

Gaviria, Rodrigo Pérez Álzate, Guillermo Pérez Álzate, Carlos Mario Ospina Bedoya, José 

Germán Sena Pico, Carlos Fernando Mateus Morales, Arnolfo Santamaría Galindo, Martín 

Alonso Hoyos Gutiérrez, Everardo Bolaños Galindo, Richard Manuel Payares Coronado, Óscar 

Leonardo Montealegre Beltrán, José Arnulfo Rayo Bustos, José Orlando Estrada Rendón, 

Rodolfo Useda Castaño, Guillermo León Marín Pulgarín, Aníbal de Jesús Gómez Holguín, 

Roberto Carlos Delgado, Jadith Payares Cantillo, Gerardo Alejandro Mateus Acero, Pablo Emilio 

Quintero Dodino, Bolmar Said Sepúlveda Ríos, Luis Jesús García Ortega, Luis Alberto Vargas 

Pinto, Julián Gómez Torres, José Fernando Gómez Sánchez, Nelson Quintero Martínez, Efraín 

Rincón Pérez, Jorge Eliécer Garro Tristancho, Yan Alberto Manjarrés, Arturo Torres Pineda, 

Wilson Fuentes Cruz y Alonso Pabón Correa.  

Enunciados normativos 
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En relación con el tema de interés para esta investigación, la sentencia realiza un análisis 

centrado principalmente en la violencia sexual cometida contra niños y niñas en el colegio 

Nuestra Señora del Rosario; la violencia sexual como forma de propiciar el desplazamiento 

forzado de las mujeres; desaparición forzada de mujeres víctimas de violencia sexual; y otros 

casos de violencia sexual en el marco del control social y territorial del Bloque Central Bolívar. 

Al respecto, la sentencia cita como marco jurídico de referencias la Convención de Belém do 

Pará, para indicar que en dicho instrumento internacional se identifica como causa de la violencia 

contra la mujer y en especial la violencia sexual las relaciones de poder históricamente 

desiguales entre mujeres y hombres.  

Enunciados empíricos:  

Para realizar dicho análisis, el Tribunal tiene a disposición un informe entregado por la 

Fiscalía General de la Nación, en el que se mencionan 111 hechos criminales perpetrados por 

paramilitares de este grupo armado ilegal, ocurridos entre 2000 y 2006, de los cuales 39 fueron 

presentados para ser objeto de condena en la sentencia objeto de análisis. De los 111 casos, 

103 corresponden a accesos carnales violentos, 2 a prostitución forzada y 6 casos de tratos 

crueles, inhumanos o degradantes.  

Para el Tribunal, estos casos estuvieron motivados por varios factores que se enlistan en 

la sentencia, entre ellos,  

[…] amedrantar o aleccionar a la población civil con el fin de reafirmar el control de 

la estructura paramilitar; generar ganancias económicas con la prostitución forzada 

de mujeres; castigar; humillar al “enemigo”; vengarse del adversario; realizar labores 

que los paramilitares no querían o no podían hacer; castigar el incumplimiento de los 

códigos sociales de conducta impuestos por el grupo armado ilegal con base en los 

modelos hegemónicos del género. (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y 

Paz. Radicado 110012252000201400059, p. 379). 

Inferencias y conclusiones del Tribunal 
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Del análisis de los casos presentados para sentencia, el Tribunal declara que en la 

mayoría de los que son reconocidos como accesos carnales violentos, las víctimas fueron 

mujeres que, además, luego de los hechos, fueron diagnosticadas con enfermedades de 

transmisión sexual producto de los hechos violentos. Muchas de las víctimas tenían entre 15 y 

25 años y algunas fueron víctimas de reclutamiento ilícito (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de 

Justicia y Paz. Radicado 110012252000201400059, p. 375).  

Sobre las víctimas que además de haber sido reclutadas ilícitamente fueron violentadas 

sexualmente, el Tribunal realiza un amplio análisis sobre las prácticas adoptadas por la 

estructura paramilitar principalmente en el ya mencionado colegio Nuestra Señora del Rosario, 

ubicado en Charalá, Santander. Allí, de acuerdo con la sentencia, los directivos del plantel 

organizaron desfiles y reinados con el fin de exponer a las niñas del colegio y permitir que los 

paramilitares identificaran a cuáles de ellas querían reclutar y someter a esclavitud sexual. Al 

respecto, el Tribunal destaca el caso de dos hermanas, conocido en sesiones de audiencia luego 

que las víctimas contaran lo que les había sucedido. Las hermanas relataron que cuando 

estudiaban en dicho colegio, fueron obligadas a sostener relaciones sexuales con algunos 

paramilitares y a afirmar que eran sus “novias”, lo que para el Tribunal constituye el delito de 

actos sexuales violentos y esclavitud sexual.  

Es importante destacar que en esta sentencia el Tribunal documenta los hechos de 

violencia sexual contra estudiantes del Colegio Nuestra Señora del Rosario gracias a la 

organización Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz, pero también documenta los 

hechos de violencia sexual intrafilas, incluso contra hombres, representando un aporte 

significativo para el reconocimiento de las víctimas de violencia sexual intrafilas, aunque queda 

vinculado a los hechos de reclutamiento ilícito. 

Otro caso que llama la atención es el de una mujer conocida como Rubiela, integrante de 

la estructura paramilitar y quien se encontraba esperando un bebé de su pareja sentimental, 

también integrante del grupo. Cita la sentencia que esta víctima fue señalada como informante 
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de la guerrilla y, por tal motivo, asesinada cuando contaba con aproximadamente siete meses 

de embarazo. Lo relevante en este caso se relaciona con el relato que ofrece la sentencia 

respecto a la violencia a al que fue sometida la mujer, a quien una vez la asesinaron, le extrajeron 

a su bebé, lo pusieron sobre su pecho y enviaron ambos cuerpos en un cajón a la casa de su 

madre. Estos detalles, según cita el fallo, no fueron resaltados por la Fiscalía en la formulación 

de cargos, pero la Sala, a partir de un análisis de la normatividad internacional en materia de 

personas protegidas en el marco del conflicto armado, decide que este suceso configura el delito 

de aborto forzado en la modalidad de dolo eventual.   

El Tribunal sustenta su decisión señalando que, si bien dentro del catálogo de conductas 

punibles previstas en nuestro ordenamiento penal colombiano no había una que se ajustara a 

las circunstancias en las que el hijo por nacer de la víctima perdió la vida, debía considerarse 

que quien ataque a una mujer debe someterse a las consecuencias de su acción criminal. En 

ese orden, si el resultado del actuar de la estructura paramilitar es la muerte de la madre y la 

interrupción del embarazo, dicha interrupción se constituye en el delito de aborto en la modalidad 

de dolo eventual, porque debe presumirse que cuando se comete una conducta delictiva en 

contra de una mujer eventualmente ella puede estar embarazada y, por tanto, el perpetrador 

debe asumir el resultado final de su conducta. En cuanto a medidas de reparación, la Sala en 

materia de violencia sexual determina que las autoridades a cargo del sistema de salud debían 

garantizar la atención integral en salud sexual y psicológica para todas las víctimas de este tipo 

de conductas violentas. 

Por último, el Tribunal concluye que las motivaciones de los paramilitares para atentar 

sexualmente contra las mujeres estuvieron sustentadas en las concepciones sociales acerca del 

género y el cuerpo de las mujeres, el cual, según la tesis consignada en el fallo, se convierte en 

un campo simbólico de combate, mientras que el de los hombres se transforma en el instrumento 

de lucha. Por ello, en las prácticas de la guerra, la violencia sexual puede utilizarse como método 

para aleccionar o coaccionar de la población civil, a través de los abusos tanto del cuerpo de la 
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mujer y del hombre, como de su sexualidad (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. 

Radicado 110012252000201400059, p. 380). 

Tabla 2. Análisis del discurso en las sentencias de la Sala de Decisión B de Justicia 
y Paz 

 
SALA DE 
DECISIÓN 

SENTENCIAS 
PROFERIDAS 

ESTÁNDAR 
INTERNACIONAL 

DISCURSO 
CONTENIDO EN 

LAS SENTENCIAS 

OBSERVACIONES 

Sala B 
 

M.P. Alexandra 
Valencia Molina 

Bloque Centauros 
– 25 de julio de 

2016 
 

 

CEDAW. 
Protocolo Adicional II 
de la Convención de 

Ginebra en 1994. 
Convención de 

Derechos Humanos de 
Viena de 1993. 

Convención de Belén 
do Pará. 

Estatuto de Roma. 

Se reconoce que la 
violencia sexual en 

los conflictos armados 
generalmente recae 
sobre las mujeres. 

 
Se reconoce que la 

violencia sexual y de 
género han sido 

reconocidas como 
delitos subyacentes al 

homicidio y el 
reclutamiento ilícito 

(párr. 1221). 
 

Se aplican los 
estándares 
probatorios 

contenidos en las 
Reglas de 

Procedimiento y 
Prueba de la CPI a un 

caso específico 
(párr. 1223). 

 

 

Es la primera sentencia 
en la que se observa 

una aplicación de 
estándares 

internacionales a un 
caso concreto en el 

cual se llama la 
atención a la Fiscalía, 

para que el manejo 
probatorio de la 

violencia sexual lo sea 
de conformidad a las 

Reglas de 
Procedimiento y 

Prueba de la CPI. 
 

A pesar de ellos, por 
no contar la Sala con 
formulación de cargos 
contra los postulados, 
no se emite condena 
en este caso, sino un 
exhorto para que la 
Fiscalía lo investigue 
más a fondo. 

 Frente Héctor Julio 
Peinado Becerra – 

24 de marzo de 
2020 

 

CEDAW Se ofrece una 
definición de 

violencia sexual en 
virtud de lo 

dispuesto por 
Tribunales Penales 

Internacionales 
TPIY y TPIR, así 
como por la CPI. 

 
De acuerdo con esas 

definiciones, se 
destaca que la 

violencia sexual no es 
solo la penetración de 
los órganos sexuales. 

 
Se explica la violencia 

sexual como un 
método de 

dominación de las 
mujeres en los 

La sentencia ofrece un 
análisis en el que se 

supera la 
transliteración y 

reiteradas citas a la 
normativa internacional 
sobre violencia sexual 
y violencia basada en 
género, y ofrece un 

análisis a partir de los 
casos y relatos de las 
víctimas, acudiendo a 

la CEDAW, como 
norma que permitió la 
aplicación de criterios 

de interpretación de los 
hechos a partir de un 
enfoque de género, 

que permitió que esta 
Sala en particular 

exigiera a los 
postulados revelar 
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territorios y se 
advierte que fue una 

conducta tolerada por 
el comandante de la 

época. 
 

Se hace mención a 
casos en los que las 

mujeres vieron 
modificados sus 

proyectos de vida al 
resistirse a la 

violencia sexual por 
parte de los 

paramilitares, como el 
caso de una 

trabajadora de una 
fuente de soda, que al 

resistirse a ser 
accedida 

carnalmente, fue 
agredida con arma de 

fuego y en 
consecuencia, perdió 
la movilidad de sus 

piernas y fue 
desterrada de su 

municipio de 
residencia. 

 

todos los casos en los 
que conocieron, 

toleraron u ordenaron 
violencia sexual contra 

las mujeres o la 
población LGBTI (párr. 

665 y 66). 

  
Bloque Central 
Bolívar – 11 de 
agosto de 2017 

CEDAW) 
Protocolo Adicional II 
de la Convención de 

Ginebra en 1994. 
Convención de 

Derechos Humanos de 
Viena de 1993. 

 

 

Se hace una 
aplicación directa de 

las normas, 
principalmente de 

DIH, y se realiza un 
ejercicio de 

interpretación 
extendida en el caso 

de una mujer (Rubiela 
Mora), asesinada 

cuando contaba con 7 
meses de gestación, 

asesinada, y su 
cadáver fue 

entregado junto con el 
del feto a su madre 

en un cajón fúnebre. 
 

La Sala establece que 
además del homicidio 

de la mujer, debe 
condenarse a los 
postulados por 

aborto, pues debían 
responder por la vida 
del que estaba por 

nacer, por ser sujeto 
de especial 
protección 

internacional de 
acuerdo a las normas 

del DIH. 

La sentencia ofrece 
dos análisis 

interesantes sobre la 
violencia sexual; el 

primero, porque supera 
las sentencias previas 

proferidas por las 
demás salas, al pasar 

de la simple 
explicación de la 

violencia sexual como 
un crimen conexo al 
reclutamiento ilícito, 

para ilustrar a partir del 
relato de algunos 

casos, la forma en la 
que no solo las niñas, 
sino también los niños 

reclutados fueron 
accedidos carnalmente 
y contagiados de VIH. 
El segundo, relativo a 

las conductas de 
violencia sexual que 

precedieron el 
homicidio, como el 

caso de Rubiela Mora y 
otros casos de mujeres 

que antes de ser 
asesinadas fueron 

accedidas 
carnalmente. 
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• Análisis del discurso Sala de Decisión C.  

• Autodefensas Campesinas de Puerto Boyacá (ACPB) (Anexo 6) 

 

Contra esta estructura paramilitar, la SJP-TSB ha proferido dos sentencias: una sentencia 

priorizada y una anticipada. La primera de ellas, del 16 de diciembre de 2014, abordó la violencia 

basada en género como un patrón de macrocriminalidad empleado por las Autodefensas 

Campesinas de Puerto Boyacá (ACPB) (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. 

Radicado 11001-22-52000-2014-00058-00, pp. 98-108), al mando de Arnubio Triana Mahecha. 

Sin embargo, a pesar de que la Fiscalía solicita el reconocimiento de dicho patrón, el Tribunal lo 

desestima por considerar que la caracterización realizada agrupa los hechos delictivos que 

cometieron las ACPB en términos de tipos penales y no de conductas criminales que manifiesten 

el cumplimiento de condiciones de sistematicidad, generalidad y frecuencia. (Tribunal Superior 

de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 

11001-22-52000-2014-00058-00, p 470.)  

Enunciados normativos 

En cuanto a los casos presentados, el Tribunal menciona que la Fiscalía ha incorporado 

dos hechos criminales por acceso carnal violento y dos hechos por acceso carnal violento en 

concurso con tortura. Previo a realizar el análisis sobre dichos casos, el Tribunal dedica un 

capítulo de la sentencia a explicar el marco normativo que rige en materia de violencias contra 

la mujer, particularmente lo que tiene que ver con la violencia sexual.  

Al respecto, cita la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas De 

Discriminación Contra La Mujer; el Protocolo facultativo de la Convención sobre Eliminación de 

Todas las Formas De Discriminación Contra La Mujer; la Relatoría Especial sobre la violencia 

contra la mujer; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

Contra La Mujer “Convención de Belém do Pará”; la Convención sobre los Derechos Políticos 

de la Mujer; la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o 
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de conflicto armado; la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer; la 

Declaración de la UNESCO sobre la contribución de las mujeres a una cultura de paz; la violencia 

contra las mujeres, las niñas, los hombres y los niños en el Estatuto de Roma; la Resolución 

1325/2000 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas S/RES/1325/2000.413; y la 

Resolución 1994/45 de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas mediante la 

cual se nombra una Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer. E/CN. 4/RES/1994/45. 

Luego de enlistar dichas normas, en la sentencia se realiza un análisis sobre el 

tratamiento de la violencia contra la mujer en el Estatuto de Roma de la CPI, señalando que la 

violencia sexual está referida y reconocida en el Estatuto de Roma como uno de los crímenes 

de lesa humanidad y crimen de guerra: la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, 

el embarazo forzado, la esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual de 

gravedad comparable (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 11001-22-

52000-2014-00058-00, p. 614). 

Enunciados empíricos 

Luego de referir el marco normativo y jurisprudencial que en el ámbito internacional ha 

abordado la violencia sexual contra las mujeres con ocasión de conflictos armados internos, en 

la sentencia se hace referencia a algunos aspectos relevantes sobre la VBG y la violencia sexual 

contra las mujeres, entre los que se destaca el análisis sobre uno de los casos conocidos por el 

Tribunal, identificado como el hecho 13 (Daniel Sánchez Marín), en el que se concluye que la 

víctima había sido accedida carnalmente luego de ser señalado de haber violentado sexualmente 

y asesinado a una mujer e intentar asesinar a una menor. Para el Tribunal, fue particular que a 

pesar de la aceptación de responsabilidad por parte de la víctima, las ACPB decidieran 

asesinarlo y accederlo carnalmente; evento que demuestra la facultad que se atribuyeron de 

impartir castigos a quienes consideraban como infractores de las normas sociales que ellos 

consideraban correctas.  
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Como parte de los argumentos del Tribunal, se citan las decisiones de la Corte 

Constitucional, en las cuales se reconoce el contexto de violencia contra las mujeres y cómo 

este se ve agravado por la situación de conflicto armado interno. En ese sentido, la sentencia 

dedica un capítulo a explicar el contexto de violencia al que se han visto sometidas las mujeres, 

niños y niñas en Colombia; refiriendo respecto a las mujeres víctimas de violencia sexual las 

cifras citadas en la parte introductoria de este texto en los siguientes términos: 

[…] Durante el período comprendido entre 2001 y 2009 se pudo establecer que: (i) 

489.687 mujeres fueron víctimas directas de violencia sexual; (ii) el 82,15% de las 

489.678 mujeres víctimas de algún tipo de violencia sexual, es decir, 402.264 

mujeres, no denunció los hechos; (iii) El 73,93% de las mujeres considera que la 

presencia de los grupos armados en dichos municipios, constituye un obstáculo a la 

denuncia de los actos de violencia sexual; (iv) 4 de cada 10 víctimas de violencia 

sexual no reconocen haber sido víctimas.404 La anterior información se pudo 

establecer a partir de los resultados arrojados por la primera Encuesta de Prevalencia 

sobre violencia sexual en el contexto del conflicto armado, que fue aplicada en 407 

municipios de Colombia con presencia de Fuerza Pública, grupos guerrilleros, 

paramilitares u otros actores armados en Colombia. Según los mismos resultados, 

en promedio, 54.410 mujeres fueron víctimas directas anualmente, 149 diariamente 

y 6 mujeres cada hora. (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. 

Radicado 11001-22-52000-2014-00058-00, p. 609). 

Luego, el fallo cita que para el 2007, la Fiscalía General de la Nación estableció que, de 

80.000 denuncias registradas en el marco de la Ley de Justicia y Paz, solo 21 estaban 

relacionadas con delitos de violencia sexual; seguido de lo cual, explica algunas razones por las 

cuales las mujeres no denunciaban este tipo de hechos criminales, ofreciendo cinco 

explicaciones: el miedo a recibir represalias de los actores armados; sentimientos de vergüenza 

ante sus familiares y conocidos; sentimientos de culpa, ya que algunas de las víctimas tienden a 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 135 
 

 

 

considerar que tuvieron culpa en el hecho criminal; la “naturalización de la violencia” o 

interiorización de la práctica de la violencia como un procedimiento “normal en la vida cotidiana” 

(fenómeno de normalización de la conducta violenta); y el desconocimiento de que las acciones 

cometidas contra ellas son un crimen grave. 

Inferencias y conclusiones del Tribunal 

Los anteriores argumentos llevaron a la Sala a concluir que de los casos presentados 

para ser judicializados en dicha sentencia, en dos, las mujeres víctimas de violencia sexual 

quedaron embarazadas como producto de la violación y una de ellas quedó con una enfermedad 

sexual permanente (hechos 10 y 16 del patrón de violencia basada en género presentado por la 

Fiscalía); una mujer fue secuestrada, aprisionada, sometida por los combatientes a violencia 

sexual, obligada a cocinar para ellos y obedecer sus órdenes (hecho 6); una mujer fue sometida 

a trabajos forzados (hecho 17); una menor de 9 años fue secuestrada, torturada, desaparecida 

y violentada sexualmente (hecho 9); dos mujeres adultas mayores fueron violentadas 

sexualmente (hechos 11 y 12).  

En los casos de dichas víctimas, el Tribunal encuentra que la mayor parte de mujeres no 

fueron violadas en momentos de una confrontación armada o periodos de esclavitud y que las 

violaciones resultaron en la invasión de los cuerpos de las mujeres, mediante la penetración de 

órganos sexuales u otras partes de los cuerpos de los perpetradores, mediante la fuerza, la 

amenaza de muerte o la detención. 

Luego de un extenso análisis efectuado por el Tribunal respecto al marco jurídico de 

protección de los derechos de las mujeres víctimas de violencia sexual, en relación con la 

atribución de responsabilidad penal por los hechos criminales objeto de sentencia, se determina 

que la violencia sexual perpetrada por los paramilitares comporta características de crímenes de 

guerra, crímenes de lesa humanidad e incluso como genocidio. Sin embargo, en el acápite de 

condena, no se observa que se haya un pronunciamiento en el cual se señale a los postulados 

como responsables de este tipo de delitos.   
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Al respecto, el Tribunal señala 

El reconocimiento por parte de la Sala de los llamados delitos sobre violencia sexual 

ha implicado reconocer:(i) la particularidad de la violencia sexual como crímenes de 

sistema es muy importante para reconocer las discriminaciones por género en la 

guerra, ya sea contra mujeres o contra hombres. Esta especificidad al judicializar este 

tipo delitos contribuye a la reconstrucción de la verdad histórica; (ii) reconocer que la 

violencia contra las mujeres en conflictos armados está íntimamente asociada a 

procesos históricos de exclusión y discriminación, que se acentúan e intensifican 

durante los conflictos armados, colocando a las mujeres indígenas y pobres en 

condiciones de vulnerabilidad, y (iii) que la situación de riesgo e inseguridad a la que 

están expuestas las víctimas, aunque es común a hombres y mujeres, afecta de 

manera diferenciada y especial a las mujeres, quienes además se encuentran ante 

un riesgo más alto. (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 

11001-22-52000-2014-00058-00, p. 693). 

Luego de condensar dichas conclusiones, el Tribunal condena a siete postulados por el 

delito de acceso carnal violento en persona protegida en diez hechos criminales -en nueve de 

ellos, las víctimas fueron mujeres y niñas-; y un cargo de acto sexuales violentos en contra de 

una mujer. 

Además de la reparación por daños materiales y morales, el Tribunal ordena para los 

casos de violencia sexual atención psicológica a las víctimas y capacitación para proyectos de 

emprendimiento.   

No hay un capítulo específico de medidas de reparación par mujeres víctimas de violencia 

sexual.  

Para cerrar el análisis de esta sentencia, cabe destacar que, a pesar de la decisión del 

Tribunal en el sentido de indicar que no declara la ocurrencia del patrón de macrocriminalidad 

de VBG, entre otros; en sede de segunda instancia, la Sala de Casación Penal de la Corte 
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Suprema de Justicia decide revocar tal decisión y en su lugar dar por declarados los patrones 

de macrocriminalidad presentados por la Fiscalía, al considerarlos suficientemente 

documentados. (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal.  Radicado 45547 del 16 

de diciembre de 2015) 

En cuanto a la segunda sentencia proferida por la SJP-TSB, la misma tuvo lugar a partir 

del procedimiento anticipado previsto por la Ley 975 de 2005, que prevé que una vez se 

encuentre en firme una sentencia en la jurisdicción, los postulados que hacen parte de la 

estructura paramilitar objeto de dicho fallo pueden acogerse a un trámite anticipado a partir del 

cual puedan ser sentenciados mediante un proceso más corto que el normalmente adelantado 

en la jurisdicción. A pesar de que la base para esta sentencia anticipada fue el fallo ya analizado, 

en el cual se declaró la existencia de un patrón de macrocriminalidad perpetrado por los 

desmovilizados de las ACPB, la sentencia anticipada, con fecha del 21 de mayo de 2020, no 

abordó casos sobre violencia sexual contra mujeres. 

• Autodefensas de Cundinamarca (Anexo 7) 

 

En el caso de esta estructura paramilitar, la SJP-TSB ha proferido una sola sentencia, del 

1 de septiembre de 2014, contra los desmovilizados Luis Eduardo Cifuentes Galindo, alias “El 

Águila”, ex comandante de las Autodefensas Bloque Cundinamarca; Narciso Fajardo Marroquín, 

alias “Rasguño”, segundo comandante; Carlos Iván Ortíz, alias “Martillo” o “Porremartillo”, radio 

operador; Raúl Rojas Triana, alias “Caparrapo” o “El Calvo”, comunicador; y José Absalón 

Zamudio Vega, alias “Botalón”, “Buena Suerte” o “Come orejas”, patrullero. 

Enunciados normativos 

En dicha decisión, se hace mención al patrón de macrocriminalidad de VBG, señalando 

que esta particular forma de criminalidad fue evidenciada por la Fiscalía a partir de dos casos; 

uno por actos sexuales cometidos en la integridad de una adolescente y el otro por actos 
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sexuales violentos, homicidio y desaparición forzada de una mujer (Tribunal Superior de Bogotá. 

Sala de Justicia y Paz. Radicado 11001-22-52000-2014-00019-00, pp. 501-503 y 617-619).  

Para abordar dichos casos, el Tribunal únicamente cita que en decisiones pasadas había 

hecho un análisis sobre las características por las cuales los delitos de violencia sexual pueden 

ser clasificados como crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra. No se observa en la 

sentencia un análisis sobre el marco jurídico internacional o nacional que rige en materia de 

violencia sexual o su empleo para adoptar la decisión de condena.  

Enunciados empíricos 

De acuerdo con la información consignada en la sentencia, en el caso de la mujer que 

además de ser víctima de actos sexuales violentos, desaparición forzada y homicidio en persona 

protegida, al exhumar su cuerpo fueron halladas prendas interiores, indicativos de algún tipo de 

violencia sexual. Esto habilita al Tribunal para proferir condena por el delito de acceso carnal 

violento en persona protegida (Ley 599, 2000, art. 138).  

En el otro caso, se menciona en la sentencia que una vez revisada la situación fáctica y 

las pruebas tipo penal, se logra demostrar que la víctima sufrió actos sexuales violentos, cuando 

integrantes de la estructura paramilitar ingresaron a su vivienda, la amarraron, golpearon, 

tocaron su cuerpo y realizaron actos sexuales violentos que no son específicamente descritos 

en la decisión judicial, pero que determinan la condena a los postulados el delito de actos 

sexuales violentos en persona protegida (Ley 599, 2000, art. 139). 

Inferencias y conclusiones del Tribunal 

Luego de exponer los detalles de los casos conocidos, el Tribunal argumenta que de 

conformidad con las circunstancias narradas por la Fiscalía, en cuanto a la evidencia indicativa 

de posibles delitos sexuales cometidos contra las mujeres que fueron encontradas con 

posterioridad, inhumadas en una fosa común, infiere razonadamente que dichas mujeres fueron 

víctimas de violencia sexual, razón por la que condenan a los postulados por el delito de acceso 

carnal violento en persona protegida.  
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Respecto a medidas de reparación integral, para ninguno de los dos casos se encuentra 

información en la sentencia sobre medidas diferenciadas en materia de reparación integral.   

• Frente Héctor Julio Peinado Becerra (Anexo 8) 

 
En relación con este grupo paramilitar, que funcionó en varios municipios del Sur del 

Cesar y Norte de Santander, principalmente al mando del comandante Juan Francisco Orada 

Márquez, alias Juancho Prada, la SJP-TSB, ha proferido siete sentencias parciales contra 

distintos integrantes, entre ellos los máximos comandantes y mandos medios. De las siete 

sentencias, se detectó el abordaje de la violencia sexual contra las mujeres en dos fallos. El 

primero de ellos, del 27 de junio de 2016, son condenados los postulados a la Ley de Justicia y 

Paz Wilson Salazar Carrascal, Whoris Suelta Rodríguez y Francisco Alberto Pacheco Romero.  

Enunciados normativos 

Como marco jurídico a partir del cual el Tribunal emite su pronunciamiento, son citadas 

decisiones de tribunales penales internacionales ad hoc que clasificaron esta tipología criminal 

como casos de tortura. Al respecto, la sentencia brinda la siguiente definición:  

Violencia sexual: son el conjunto de delitos que atentan de manera simultánea contra 

la integridad personal y la libertad sexual de hombres, mujeres, niños, niñas y 

adolescentes. Dichos delitos son: la violación, el asalto sexual no penetrativo, la 

mutilación sexual, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, 

la esterilización forzada, el aborto provocado y la humillación sexual (desnudez 

forzada). La violencia sexual se catalogó como un acto de tortura a partir del año 

1998 con la sentencia del Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia 

(TPIY) contra Zejnil Delalic, Zdravko Mucic, Hazim Delic y Esad Landzo. (Tribunal 

Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 11-001-60-00 253-2006 80526, 

p. 322). 
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Seguido a dicha definición, el Tribunal afirma que tanto el derecho penal internacional 

como el derecho interno consagran una legislación expresa para los delitos sexuales, para lo 

cual cita el Estatuto de Roma de la CPI y el Título IV del Código Penal Colombiano, que integra 

los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales. 

Enunciados empíricos 

Luego de explicar los pronunciamientos de cortes internacionales sobre la violencia 

sexual como tortura, en la sentencia se afirma que los actos de violencia sexual entendidos como 

tortura fueron relacionados principalmente con el acceso carnal violento, por ser una conducta 

criminal repetitiva o simultánea, así como la mutilación de órganos sexuales y la prostitución o 

esclavitud sexual forzada. 

Para contextualizar dicha afirmación, el Tribunal cita el caso de la violencia sexual 

cometida de manera generalizada por el comandante paramilitar Hernán Giraldo, de quien cita 

obligaba a niñas a sostener relaciones sexuales y sentimentales con él.  

Inferencias y conclusiones del Tribunal 

A pesar del análisis realizado por el Tribunal, no se observan casos en los que se haya 

proferido condena contra los postulados o medidas de reparación en favor de alguna víctima de 

violencia sexual.  
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Tabla 3. Análisis del discurso en las sentencias de la Sala de Decisión C de Justicia 
y Paz 

 
SALA DE 
DECISIÓN 

SENTENCIAS 
PROFERIDAS 

ESTÁNDAR 
INTERNACIONAL 

DISCURSO CONTENIDO EN 
LAS SENTENCIAS 

OBSERVACIONES 

Sala C 
 

M.P. Eduardo 
Castellanos 

Autodefensas 
Campesinas de 
Puerto Boyacá – 

16 de diciembre de 
2014 

 
 

CEDAW. 
Belém Do Pará. 

Declaración de la 
UNESCO sobre la 
contribución de las 

mujeres a una cultura de 
paz. 

Estatuto de Roma. 
Resolución 1325/2000 

del Consejo de 
Seguridad de las 
Naciones Unidas. 

Se hace un extenso análisis de 
las normas de derecho 

internacional sobre la violencia 
sexual y los derechos de las 
mujeres. Sin embargo, en 

punto del análisis sobre los 
casos decididos por la Sala, es 
poca la argumentación que se 
encuentra sobre cómo dichas 
conductas han sido prohibidas 
por las normas internacionales 
y cómo aquellos instrumentos 

ofrecen herramientas de 
enjuiciamiento y reparación. 

 
En el párrafo 975 se menciona 
que la violencia sexual fue una 
invasión de los cuerpos de las 

mujeres. 
 

Aunque la sentencia contiene un 
importante recorrido sobre las 

normas de carácter internacional 
y nacional en las que se trata 
sobre la violencia sexual y la 

necesidad de prevenir que ocurra 
en los conflictos armados, se 

queda corta a la hora de hacer 
un análisis sobre el caso 

colombiano y, en particular, 
sobre cómo la violencia sexual 

fue ejercida por las ACPB. 
 
 

No hay una línea argumentativa 
clara que refuerce lo señalado 

por el Tribunal sobre la violencia 
sexual como forma de invasión 
del cuerpo de las mujeres y las 

posibles consecuencias de tales 
delitos o sus medidas de 
reparación específicas. 

 
 

 
Autodefensas de 

Cundinamarca – 1 
de septiembre de 

2014 
 

Solo se hace mención a 
razones por las que la 
violencia sexual puede 
ser considerada como 

un crimen de lesa 
humanidad. 

Se citan otras decisiones en las 
que se analizó la violencia 

sexual como arma de guerra. 
 

Se reconoce la violencia sexual 
como un arma de guerra. 

A pesar de los análisis ofrecidos 
sobre el estado del arte en 

materia de normatividad sobre 
violencia sexual y su uso o no en 

la guerra, la sentencia al igual 
que las de la Sala A, se queda 
cortas al momento de aplicar 
dichas normas a los casos 
específicos que deben ser 

fallados. 
 

No se ofrecen análisis sobre 
hechos específicos en los que se 

configuran las conductas de 
violencia sexual descritas en las 
normas de la CPI principalmente, 
o la necesidad de esclarecer este 

tipo de casos y permitir una 
participación de las víctimas de 
conformidad con la Resolución 

1325 de la ONU. 
Frente Héctor 
Julio Peinado 

Becerra – 27 de 
junio de 2016 

Estatuto de Roma. 
Jurisprudencia del TPIR 

y el TPIY. 

Se hace un análisis de la 
violencia sexual como forma de 

tortura. 

A pesar del análisis realizado por 
el Tribunal, no se observan casos 

en los que se haya proferido 
condena contra los postulados o 
medidas de reparación en favor 
de alguna víctima de violencia 

sexual. 
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• Análisis del discurso Sala de Decisión D 

• Bloque Catatumbo (Anexo 9) 

En lo que tiene que ver con esta estructura paramilitar, la SJP-TSB ha proferido dos 

sentencias condenatorias contra desmovilizados que militaron en dicho grupo ilegal.  

En la primera de ellas, del 31 de octubre de 2014, son legalizados cargos o mencionados 

casos de violencia sexual como parte del contexto criminal del bloque. Sin embargo, en la 

segunda sentencia, del 20 de noviembre de 2014, se hace mención a la violencia sexual como 

un patrón de violencia altamente utilizado por el Bloque Montes de María, dado el control social 

que ejercía en el territorio; control que le permitió imponer reglas de comportamiento y sanciones 

a quienes las incumplieran. Estas reglas estaban destinadas principalmente a limitar la vida de 

las mujeres, niñas y adolescentes de la región (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y 

Paz. Radicado 11 001 22 52 000 2014 00027, pp. 145-146). 

Enunciados normativos 

Luego de mencionar la existencia de dicho patrón como una forma de criminalidad del 

bloque, en la segunda sentencia se plasman varios argumentos sobre lo que es la violencia 

basada en género (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 11 001 22 52 

000 2014 00027, pp. 265-273). Como se ha visto anteriormente, es el fenómeno violento que 

agruparía distintas formas de violencia ejercidas contra las personas en razón de su género que, 

para el caso, está delimitada por la violencia sexual contra las mujeres. De ese modo, se 

clasifican las conductas violentas ocasionadas en razón al género como graves violaciones a los 

derechos humanos e infracciones al DIH que, según explica el Tribunal, tienen un alto contenido 

ideológico y cultural. Por parte de los paramilitares, esto tenía como objeto implantar un ideario 

con contenidos de género que a través de la violencia sexual buscó regular la vida de las 

mujeres.  

En línea con lo anterior, el Tribunal señala que el Estado colombiano está en la obligación 

de reconocer la comisión de graves violaciones de los derechos humanos e infracciones del 
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derecho internacional humanitario, conforme a los instrumentos que respaldan y promueven los 

derechos de las mujeres, entre ellos, en la sentencia fueron citados la Declaración Universal de 

Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación Contra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia Contra la Mujer.  

Luego de citar dicho marco normativo, el Tribunal resalta la importancia de reconocer la 

configuración de patrones generales y sistemáticos a partir de los diversos repertorios de la 

violencia que desplegaron los bloques paramilitares en el Caribe colombiano, a fin de revelar su 

real dimensión (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz. Radicado 11 001 22 52 000 

2014 00027, p. 269). 

Enunciados empíricos 

En línea con lo señalado, la Sala explica que la violencia sexual fue usada como arma de 

guerra, pues se evidenció que en algunos casos fue empleada para castigar o humillar al bando 

enemigo. Un punto interesante es que la sentencia plantea que como parte de la develación de 

la verdad es necesario declarar que la violencia sexual como práctica criminal, más allá de un 

análisis sobre responsabilidad penal por tipos penales específicos, se ubica en un escenario en 

el cual el punto clave es reconocer que las prácticas fundadas motivos de género, como la 

violencia sexual contra las mujeres, se desplegaron como un entramado deliberado en contra de 

la población civil para obtener ventajas estratégicas a partir de la utilización de la fuerza, 

amenaza, consentimiento viciado y agresión física bajo el uso de armas blancas, armas de fuego 

largas y cortas; hechos criminales que principalmente se habrían cometido en zonas rurales del 

departamento del Magdalena, seguido en Norte de Santander, Cesar, Córdoba, Bolívar, Guajira 

Atlántico y Sucre. 

De conformidad con la información aportada por la Fiscalía y citada en la sentencia por 

el Tribunal, hasta el 6 de junio de 2014 se habían documentado 645 hechos criminales que 
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implican algún tipo de violencia basada en género, principalmente de tipo sexual, atribuibles a 

las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, macroestructura criminal que agrupaba 

además del Bloque Catatumbo a otros bloques paramilitares comandados por Salvatore 

Mancuso Gómez, de los cuales 162 fueron atribuidos al Bloque Norte, 31 al Bloque Catatumbo, 

17 al Bloque Córdoba y 3 al Bloque Montes de María.  

Inferencias y conclusiones del Tribunal 

En cuanto a la acción del Tribunal frente a los datos anteriormente citados, la sentencia 

contiene la condena contra postulados del Bloque Catatumbo por 139 casos de acceso carnal 

violento en persona protegida, 2 casos de acto sexual violento en persona protegida, 11 casos 

de prostitución forzada o esclavitud sexual, 3 casos de aborto sin consentimiento, 1 caso de 

tratos crueles, inhumanos o degradantes por esterilización forzada, 1 casos de esclavitud sexual, 

1 caso de acceso carnal violento en concurso con homicidio en persona protegida y 1 caso de 

esterilización forzada. Respecto de dichos casos, son reconocidas 176 víctimas mujeres y 1 

hombre. En la mayoría de los casos, los delitos citados concursaron con desplazamiento forzado, 

tortura y secuestro simple.  

Como medidas de reparación, el Tribunal ordena al Ministerio de la Protección Social y a 

las Secretarías de Salud de Magdalena, Bolívar, Sucre y Córdoba implementar un programa 

integral e interdisciplinario que se oriente a brindar apoyo a las mujeres y hombres víctimas de 

violencias sexuales y de actos de VBG, así como a sus núcleos familiares e hijos que hubieren 

podido resultar afectados por dichas conductas, permitiendo reconocer y comprender el conjunto 

de discriminaciones de género que marcaron los repertorios de violencia ejercidos en la región.  

También ordena a las gobernaciones de Sucre, Magdalena y Córdoba; así como a la 

Policía y al Ejército Nacional adelantar actos públicos de perdón y reconocimiento de daños 

individuales y colectivos causados a los hombres y a las mujeres con ocasión del accionar y el 

despliegue paramilitar en sus territorios. Del mismo modo, solicita a los condenados, Salvatore 

Mancuso Gómez, José Bernardo Lozada Artúz, Jorge Iván Laverde Zapata, Hernando de Jesús 
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Fontalvo Sánchez, Sergio Manuel Córdoba Ávila, Uber Enrique Banquez Martínez, Edgar Ignacio 

Fierro Flores, José Gregorio Mangonéz Lugo, Miguel Ramón Posada Castillo, Oscar José Ospino 

Pacheco, Leonardo Enrique Sánchez Barbosa propiciar un acto de perdón público dirigido a las 

víctimas de VBG.  

Como parte de la obligación de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los 

derechos humanos, el Tribunal solicita a la Fiscalía adelantar investigaciones orientadas a 

establecer la responsabilidad de quienes ejercieron violencia sexual y conductas de VBG, 

particularmente, miembros de la Fuerza Pública. Sobre estos últimos además señala, deben 

realizar un compromiso público de cero tolerancia frente a crímenes de violencia sexual por parte 

de los agentes de la fuerza Pública, incorporando a su vez en los programas de ascenso de sus 

oficiales y suboficiales cursos sobre derechos humanos con un énfasis especial en perspectivas 

de género y discriminación.  

Tabla 4. Análisis del discurso en las sentencias de la Sala de Decisión D de Justicia 
y Paz 

 

3.2.4. Análisis general de los discursos contenidos en las decisiones analizadas, 

de acuerdo a la Sala de Decisión que profirió cada sentencia 

 

SALA DE 
DECISIÓN 

SENTENCIAS 
PROFERIDAS 

ESTÁNDAR 
INTERNACIONAL 

DISCURSO CONTENIDO EN 
LAS SENTENCIAS 

OBSERVACIONES 

Sala D 
 

M.P. Léster 
María Gonzáles 

Bloque Catatumbo  
-20 de noviembre 

de 2014 

Declaración Universal 
de Derechos Humanos. 

 
Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y 
Políticos. 

 
Convención Americana 

sobre Derechos 
Humanos. 

 
CEDAW. 

Se supera el análisis de la 
violencia sexual solo como 
arma de guerra y se explica 

que también fue un método de 
“recompensar” a las tropas. 

 
Se explica la violencia sexual 

como forma de 
instrumentalización del cuerpo 

femenino en la guerra. 

En esta sentencia, hay un 
análisis interesante sobre las 

dificultades en la judicialización 
de la violencia sexual como parte 
de una macro criminalidad como 
la de los grupos paramilitares, y 
se deja en evidencia la limitación 

de la Fiscalía al investigar la 
violencia sexual solo a partir de 

las confesiones de los 
postulados. 

 
Se explica el principio de 

tipicidad flexible y cómo a partir 
de esta posibilidad se logró la 

condena en el caso de una mujer 
llamada María. 
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Una vez revisadas las sentencias proferidas por las distintas Salas de Decisión que 

conforman la SJP-TSB, es posible hacer un comparativo entre las tendencias en la interpretación 

y aplicación de estándares internacionales de acuerdo al Magistrado Ponente a cargo de las 

sentencias, teniendo en cuenta las unidades de análisis expuestas en la parte introductoria de 

este capítulo, así como por las premisas que se proponen desde el enfoque de género como 

herramienta analítica.  

El comparativo y las fichas de análisis entre las decisiones proferidas por las cuatro Salas 

de Conocimiento que funcionan en la SJP-TSB (Tablas 1 a la 4, Anexo 10) permiten concluir lo 

siguiente: 

1. Las Salas A y C, en sus sentencias, parecieran expresar una especial preocupación por la 

situación de las mujeres en el marco del conflicto armado interno, pero no parecieran superar 

los análisis normativos o las exposiciones extensas sobre el estado del arte que normativa, 

jurisprudencial y doctrinariamente existen en torno a este tema.  

2. Las Salas B y C, principalmente la B, demuestran una mayor capacidad argumentativa en 

el sentido de lograr aplicar las normas de derecho internacional sobre procedimiento, prueba 

y análisis; no solo a los casos en instancia de fallo, sino durante el proceso de audiencia, en 

los que adoptaron decisiones que permitieron asegurar una mejor documentación de los 

casos y, a su vez, una mejor adecuación típica de los mismos, como en los casos de las 

sentencia contra el BCB y el Bloque Catatumbo.  

3. Todas las salas coinciden en reconocer que la violencia sexual en el marco del conflicto 

armado ha sido invisibilizada y tratada como un delito subyacente a otros calificados como 

de “mayor gravedad” por el tipo de bien jurídico que protegen, como es el caso de los 

homicidios. 

4. La Sala B demuestra en sus sentencias un manejo de normas de derecho internacional, 

tanto de DDHH como de DIH, a partir de las cuales se anima a realizar interpretaciones 

proteccionistas para las mujeres, al abordar casos que parecieran no encontrar una 
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protección normativa específica, como el caso de los hijos por nacer de las mujeres 

asesinadas en avanzado estado de embarazo.  

5. Una cuestión interesante que se observa principalmente en las decisiones de las Salas B y 

D es que la forma en la que son descritos los casos de violencia sexual, los cuales están 

escritos de manera detallada, se advierte el uso de un lenguaje que evita la revictimización 

o la legitimación de las conductas paramilitares. Pareciera ofrecer mejores resultados al 

momento de determinar las medidas de reparación por haberse establecido de los detalles 

de cada caso los daños específicos que sufrieron las mujeres.  

6. Todas las Salas coinciden en que los crímenes sexuales constituyen parte importante del 

ataque generalizado y sistemático contra la población civil del cual se valieron los grupos 

paramilitares para asegurar su dominio territorial y social. Sin embargo, solo la Sala B 

pareciera incluir en ese análisis la violencia sexual como un crimen de una magnitud 

importante que debe ocupar parte importante de la actividad de la Fiscalía (Tribunal Superior 

de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Radicado 110016000253201500072 N.I. 2549)  

7. La Sala C particularmente ofrece los mejores análisis sobre los avances que se han 

presentado en el derecho internacional en materia de interpretación de las normas que 

permiten la judicialización de los crímenes sexuales, así como sobre la importancia de la 

prevención de este tipo de crímenes.  

8. Aunque todas las Salas mencionan que los crímenes cometidos por los postulados 

corresponden a crímenes de guerra o de lesa humanidad, solo en las sentencias proferidas 

por la Sala B (Bloque Central Bolívar y Frente Héctor Julio Peinado Becerra) se observa un 

análisis en el que se explica la sistematicidad y generalidad que implican las conductas de 

violencia sexual, para contar con las características de crímenes de guerra o lesa 

humanidad. 

9. Aunque todas las Salas parecen admitir que, de conformidad con la normativa internacional, 

la violencia sexual es un delito grave, la Sala C en 2 de los 3 fallos analizados la trató como 
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un delito subyacente al de reclutamiento ilícito y limitó su análisis a una conducta cometida 

contra niñas y niños reclutados, obviando que además las estructuras paramilitares también 

cometieron actos de violencia sexual contra mujeres de la población civil. 

10. Salvo contados casos (sentencias Bloque Central Bolívar, Frente Héctor Julio Peinado 

Becerra y Bloque Catatumbo), no hay medidas de reparación que superen lo meramente 

indemnizatorio y permitan adoptar medidas que transformen la situación de las víctimas de 

violencia sexual.  

11. En cuanto a la reparación, aunque las sentencias mencionan en consideraciones generales 

la necesidad de adoptar medidas de rehabilitación en salud, no se observan medidas o 

capítulos específicos en los que se ordene a las entidades de salud una atención 

diferenciada a mujeres víctimas de violencia sexual.   

12. El discurso general de las Sala, reconoce a las mujeres como las principales víctimas de 

violencia sexual, pero no todas se preocupan por relatar los casos y experiencias de las 

mujeres.    
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Capítulo IV  

CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 

 

Durante los conflictos armados y en la fase posterior a su terminación, los sistemas 

judiciales presentan fallas en su funcionamiento y pueden tender a reproducir prácticas 

discriminatorias hacia las mujeres y las niñas, obstaculizando aún más su acceso a la justicia. 

Por lo tanto, el papel de la administración de justicia adquiere un lugar central para transformar 

las desigualdades estructurales que provocaron dichas violaciones y responder a las 

necesidades específicas de las mujeres y evitar que se vuelvan a producir. 

En ese sentido, las medidas especiales que deban adoptarse para que los mecanismos 

judiciales y extrajudiciales de justicia transicional satisfagan los derechos y necesidades de las 

mujeres víctimas de violencia sexual, cometida en el marco del conflicto armado, deben sugerir 

una revisión del marco jurídico y el diseño institucional vigentes, para que eventualmente puedan 

reformarse y así superar efectivamente los obstáculos en el acceso a la justicia y provocar 

transformaciones en el contexto de discriminación estructural que motiva y retroalimenta las 

violencias, como se vio en algunos de los argumentos expuestos en la sentencias de la SJP-

TSB.  

Es oportuno destacar entonces la importancia que cobra la acción coordinada de las 

víctimas y la sociedad civil para el fomento de una funcionalidad democrática en el sistema de 

justicia, para el impulso de procesos legislativos y políticas públicas que permitan incrementar 

sustancialmente el estándar de protección de los derechos de las mujeres víctimas de violencia 

sexual en el marco del conflicto armado y en los demás ámbitos, como la desigualdad social y 

económica, la discriminación y la arbitrariedad en el trabajo, en la escuela, en las esferas de 

poder y en los espacios domésticos y familiares. Estas violencias, como puede deducirse del 

análisis de las sentencias de Justicia y Paz, están presentes en la vida de las mujeres durante y 

después de la guerra.  
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En cuanto al marco normativo aducido en casi todas las sentencias de Justicia y Paz, 

cabe resaltar el importante protagonismo de la Corte Constitucional, al dotar a los magistrados 

de herramientas a partir de las cuales pueden interpretar la violencia sexual en un contexto 

generalizado de violencia contra las mujeres que las afecta desproporcionadamente en la guerra. 

Particularmente, los magistrados de Justicia y Paz se han inspirado en los Autos de seguimiento 

que el alto tribunal ha emitido en su labor de seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004; autos 

que no solo implican un mecanismo adecuado y necesario para el seguimiento de los mandatos 

y recomendaciones efectuadas por dicha corporación, sino que, más allá, se han convertido en 

auténticos espacios de confluencia, denuncia, reflexión y debate de las víctimas directas de las 

violencias contra la mujer.  

Revisadas las decisiones de Justicia y Paz, es posible observar que, si bien los avances 

normativos internos y su coincidencia con estándares internacionales de protección han sido 

crecientes, los principales obstáculos de acceso a la justicia por parte de las mujeres víctimas 

de violencia sexual se encuentran ligados a malas prácticas y fallas estructurales del diseño 

institucional y de ciertos procedimientos que las mismas sentencias identifican y advierten.  

Por consiguiente, resulta necesario construir un diagnóstico sobre el avance de la justicia 

en materia de judicialización de la violencia sexual cometida en el marco del conflicto armado 

interno y plantear alternativas que incluyan estrategias de política pública, transformaciones en 

el fundamento y concreción de la política criminal, transformaciones institucionales y funcionales, 

y, finalmente, alternativas de cara a la producción de un adecuado marco de Justicia Transicional 

que tengan en cuenta las vivencias y necesidades de las víctimas, atendiendo a su condición de 

género y a otros factores concurrentes de discriminación, para que, por ejemplo, las medidas de 

reparación correspondan a sus expectativas y necesidades individuales (Villegas, 2016, p.53). 

En el mismo sentido, ante el inminente escenario de postconflicto y de cara a los desafíos 

que se plantean para la construcción de paz, es indispensable avanzar en la transformación de 

los factores estructurales que inciden en la ocurrencia de la violencia sexual. Esto implica 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 151 
 

 

 

reconocer que dicha violencia ocurre en los ámbitos privado y público, y a lo largo de la vida de 

las mujeres, no solo en el ámbito estricto del conflicto armado, pues tienen lugar como parte del 

contexto histórico de discriminación y de cultura patriarcal al cual se adscriben. Este 

entendimiento permite avanzar hacia la formulación de estrategias y políticas públicas 

encaminadas a la prevención de este tipo de violencias en escenarios de guerra, pero también 

en escenarios sin ella, como los que se presentan en las jurisdicciones transicionales que 

actualmente operan de manera simultánea en Colombia -Justicia y Paz y Jurisdicción Especial 

para la Paz-. 

La información procedente de las sentencias permite constatar que la violencia sexual 

que afecta a las mujeres y niñas se inserta en un “continuo de violencias” que impacta todos los 

ámbitos de su vida individual, familiar y comunitaria; y aunque ciertas agresiones se exacerban 

en los contextos de guerra, las mismas no inician ni acaban allí. Por el contrario, las prácticas 

culturales de discriminación contra las mujeres constituyen un elemento común en los diferentes 

contextos y fases de la vida de las mujeres, operando como dispositivo de subordinación, 

discriminación y desventaja social, dentro y fuera del conflicto armado, de manera tal que la 

frontera entre la guerra y la paz y entre espacios privados y públicos es poco nítida.  

A lo anterior, se suma lo que organizaciones como la Red de Mujeres Víctimas y 

Profesionales ha denominado un “continuo de desatención estatal”, representado por la ausencia 

o actuación deficiente de las instituciones de protección y de acceso a la justicia en los ámbitos 

locales, por diseños y dinámicas de funcionamiento que no se adecúan a las necesidades 

transformadoras y de restitución de derechos, así como por prácticas discriminatorias y de 

victimización secundaria hacia las mujeres que buscan respuesta estatal, lo que genera 

situaciones de violencia institucional. Tal es el caso de aquellas mujeres que, según se cita en 

las sentencias de Justicia y Paz, solo pudieron hablar de sus casos una vez pudieron acceder a 

las audiencias públicas habilitadas por esa jurisdicción (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de 

Justicia y Paz, Radicado 110016000253201500072 N.I. 2549). 
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En suma, el desafío continúa centrado en problematizar el papel de la justicia en el 

propósito de quebrar los patrones estructurales de desigualdad social y de discriminación que 

afectan a las mujeres (Rodríguez Peñaranda, 2018, p.  132) 

Y, en ese sentido, se trata de traer al debate público la reflexión sobre cómo avanzar 

realmente hacia una justicia transicional con enfoque de género y no una justicia que incorpore 

retóricamente los temas de género, pero que en la práctica continúe fallando reiteradamente en 

el abordaje de la violencia sexual contra las mujeres.  

En ese sentido, los mecanismos de justicia transicional constituyen una esperanza para 

las víctimas, que han visto como inciertos sus derechos en la jurisdicción ordinaria al incluir 

instrumentos novedosos para el abordaje de los casos, como las confesiones voluntarias de los 

postulados, la adopción de estándares probatorios flexibles y la valoración de los casos a partir 

de los contextos de violencia suficientemente documentados. 

En otras palabras, el fin mismo del componente judicial de la justicia transicional ha sido 

poner fin a graves violaciones de derechos humanos, remediar el daño causado por las múltiples 

formas de violencia que enfrentan las personas sometidas a la guerra, para el caso que nos 

ocupa, las mujeres víctimas de violencia sexual. En dicho caso, la justicia transicional debe ser 

capaz de comprender el antes, durante y después de la violencia específica que recae sobre los 

cuerpos de las mujeres, conocer las causas, consecuencias y remedios que las mujeres 

requieren y en muchos casos proponen. Esto permitiría al juez transicional tomar decisiones que 

además de determinar las responsabilidades penales a las que haya lugar, propicien la creación, 

materialización o fortalecimiento de mecanismos de reconstrucción de verdad, reparación y 

garantías de no repetición encaminadas a atacar la violencia de género estructuralmente.  

Por ejemplo, un adecuado uso del enfoque de género como herramienta analítica , 

sugeriría al juez transicional solicitar de oficio pruebas contextuales que permitan reconstruir 

desde diversas disciplinas no solo el recuento fáctico de cada caso, sino la visión global del 

contexto en el que se desarrolló, a fin de lograr develar de la mejor forma posible la generalidad 
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y sistematicidad con la que este tipo de violencia fue cometida, además de las especificidades 

que de acuerdo a cada región del país comportó la violencia sexual perpetrada por todos los 

actores del conflicto.  

Adoptar dicho enfoque permitiría además superar el argumento de las autoridades 

judiciales, que sostienen que la violencia sexual es un tema de difícil documentación, para asumir 

que la realidad demuestra que las mujeres se han organizado a fin de lograr ser escuchadas y 

obtener de parte de la justicia el reconocimiento de su calidad de víctimas, pero además de su 

capacidad de agenciamiento político e interés de transformar las bases culturales que toleraron 

que los abusos contra sus cuerpos ocurrieran (véase Bedoya et al. 2015). 

En línea con lo anterior, los tribunales de justicia transicional podrían tener en cuenta que 

la aplicación de justicia con enfoque de género en los delitos de violencia sexual, además de ser 

un mecanismo para hacer efectivos los derechos de las victimas a la verdad, la justicia y la 

reparación, tiene un impacto en la cultura debido a que el sistema de justicia está legitimado. Por 

tanto, lo que haga o deje de hacer genera un impacto en la sociedad.  

Las violencias sexuales, independientemente de que haya tenido o no como fin la 

satisfacción sexual del autor, niegan el derecho de la víctima a elegir, rechazar, aceptar y 

autodeterminar su comportamiento sexual, por lo cual la decisión judicial debería dejar claro que 

la víctima no tuvo opción para disponer de su cuerpo y su sexualidad libremente.  

La experiencia de Justicia y Paz ha permitido identificar que en la mayoría de los casos 

de violencia sexual las mujeres buscan ser oídas por la autoridad que representa al Estado como 

una forma de reparación, como una forma de reivindicación de su derecho a contar la verdad de 

lo que le sucedió. Por eso, una justicia transicional, por ser un escenario en el que ciertas reglas 

procedimentales se flexibilizan, es el adecuado para permitir que, además de encontrar un 

espacio de catarsis, las víctimas puedan gestar la reconciliación con sus victimarios y ellas 

mismas aporten propuestas de reparación y garantías de no repetición para las futuras 

generaciones.  
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La lectura de las sentencias de la SJP-TSB permitió detectar algunas tipologías de casos 

que comportaron retos para la jurisdicción, que las mismas decisiones judiciales señalan 

respecto a la judicialización de la violencia sexual del conflicto armado. Entre ellas, las siguientes:  

● Existencia de casos conocidos por los postulados que no fueron objeto de confesión, 

porque las víctimas luego de ser atacadas sexualmente fueron asesinadas e inhumadas 

para ocultar la evidencia de los crímenes sexuales, como en los casos del Bloque 

Centauros (2017) en los que se advirtieron indicios de violencia sexual en las audiencias 

ante la magistratura. 

● Casos de violencia sexual denunciados por las víctimas, controvertidos por los victimarios 

y enviados a la justicia ordinaria para iniciar un nuevo proceso de investigación. 

● Casos retirados por la Fiscalía por falta de documentación o sustento probatorio. 

● Resistencia de postulados a aceptar la violencia sexual y negación continua de políticas o 

prácticas generalizadas del grupo encaminadas a violentar a las mujeres (Sentencia 

Bloque Vencedores de Arauca, 2016). 

● Indebidas adecuaciones típicas y representación de las víctimas en los hechos 

presentados para sentencia por parte de la Fiscalía, como los casos de mujeres que luego 

de ser asesinadas fueron mutiladas e inhumadas y respecto de quienes fue el Tribunal 

quien propuso formular cargos a los postulados por el delito de irrespeto a cadáveres 

(Sentencia Centauros, 2016). 

En estos casos, debe advertirse que la indebida o insuficiente documentación por parte 

de la Fiscalía impide a los magistrados incorporarlos en las sentencias y proferir condena contra 

los postulados, alargando los tiempos de espera para las víctimas, al diferir la decisión sobre los 

mismos para futuros procesos adelantados ante la misma jurisdicción. En estas situaciones, se 

reitera la falta de aplicación del enfoque de género, que impide que se identifique cuándo las 

diferencias entre las personas (hombres y mujeres) significó ser o no titulares víctimas de los 
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paramilitares, y cómo el contexto de control y social de estas estructuras en los territorios facilitó 

o dificultó ejercer o reclamar sus derechos (Céspedes, 2010 p. 20). 

Sobre el particular, cabe señalar que la justicia transicional significa una oportunidad no 

solo de reparar las múltiples violaciones a derechos humanos que se cometieron en el territorio 

sobre el cual recae dicha transición, sino también una oportunidad de remover aquellas prácticas 

institucionales que toleraron, permite o impulsaron esas violaciones a derechos humanos. En 

temas de género, habrá de decirse que la justicia transicional tiene el reto no solo de narrar lo 

que sucedió a las mujeres en la guerra, sino además de repararlo, juzgarlo y sancionarlo bajo el 

lente del enfoque de género; para de ese modo explicar por qué la violencia sexual, por lo menos 

en lo que tiene que ver con grupos paramilitares, de acuerdo a la información contenida en las 

sentencias de Justicia y Paz, afectó principalmente a las mujeres.  

El enfoque de género aplicado en la justicia transicional tiene el reto de retomar la 

consigna de la crítica feminista al derecho, que demanda un esfuerzo constante para los 

operadores de justicia en el sentido de revisar sus propias creencias, las posiciones que asumen 

frente a la realidad y cómo dicho marco ideológico influye sobre aquello que se está decidiendo 

(González y Bonder, 2013, p. 161). Lo anterior, atendiendo al estándar internacional que rige en 

la materia, que está conformado por una serie de obligaciones que implican a los Estados en la 

adopción de medidas de investigación, juzgamiento y sanción serias, imparciales, agiles y 

seguras para las mujeres, a fin de garantizar no solo el esclarecimiento de la verdad y la 

reparación de los daños, sino además la adquisición de competencias y habilidades que permitan 

a las mujeres la superación del hecho violento y las condiciones que histórica y socialmente 

coadyuvaron a que fueran víctimas de ataques sexuales (véase Asamblea General de las 

Naciones Unidas, 1979; Organización de los Estados Americanos, 1994).  

La sentencia que presenta mayor incorporación y descripción de dicho estándar 

internacional, específicamente de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer -CEDAW- y la Convención Interamericana para Prevenir, 
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Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), es la 

sentencia contra postulados de la estructura paramilitar Frente Héctor Julio Peinado Becerra, del 

24 de marzo de 2020; lo que complementa con una importante interpretación de la Ley 975 de 

2005 y la Ley 1719 de 2014, para el acceso a la justicia de víctimas de violencia sexual, a partir 

de, por ejemplo, el Auto que en el marco de ese proceso ordena a los postulados documentar 

todos los casos en los que permitieron, toleraron, cometieron u observaron violencia sexual 

contra las mujeres. 

En dicha decisión, el Tribunal logra resaltar la importancia de reconocer a las mujeres 

más allá de su condición de víctimas de hechos de violencia sexual como actoras políticas con 

capacidad de aportar a la transformación social (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y 

Paz, Radicado 2015-00072, p. 663). Además, permite sugerir como primer paso para incorporar 

el enfoque de género en la justicia transicional, reconocer en su ámbito de actuación la 

posibilidad de reivindicar los derechos de las mujeres y cerrar las brechas de género. Tal como 

lo muestra la sentencia, es posible reconocer como hecho grave e independiente la violencia 

sexual y no como subyacente a otros delitos; a su vez, conlleva a plantear alternativas para la 

recuperación integral de las mujeres.  

Sobre la incorporación de dicho enfoque, es importante recalcar que los principales 

debates y argumentos esgrimidos en la justicia transicional respecto a la violencia sexual no 

parecen considerar como relevantes factores como la clase, la etnia, la edad y el género; 

categorías que determinan las formas en que las personas y los grupos ven vulnerados sus 

derechos en situaciones de conflicto armado o de represión. Esta neutralidad deriva en que no 

se realicen consideraciones o análisis en cuanto a las condiciones previas y posteriores de las 

víctimas de violencia sexual, quienes, de acuerdo a la información consignada en las sentencias 

de Justicia y Paz, además de enfrentar el estigma de haber sido sexualmente agredidas, son 

desplazadas, despojadas de sus territorios, contagiadas de enfermedades de transmisión sexual 
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y desterradas de sus hogares (Sala de Justicia y Paz, Radicado 1100253025201300311, 11 de 

agosto de 2017). 

A nivel estructural, es importante tener en cuenta la disputa por el territorio y la 

subvaloración de la mujer por parte de los paramilitares. La disputa por el territorio tiene por lo 

menos tres intereses ligados entre sí: uno político, uno económico y otro de carácter social. Si 

bien es cierto que la lucha armada en Colombia tenía un componente ideológico, no se puede 

obviar la conexión con los aspectos sociales y económicos. En la sentencia T-025 de 2004 y en 

algunos de los fallos de Justicia y Paz (Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, 

Radicado 2015-00072; Radicado 2013-00311), se plantea que la lucha armada afectó a las 

mujeres, no solo por ser instrumentalizadas como objetos sexuales, sino además porque la 

violencia sexual se utilizó como mecanismo de intimidación para lograr despojar de sus tierras a 

las campesinas, y así asegurar que los grandes poseedores de tierra, aliados de los 

paramilitares, contaran con grandes extensiones de terreno (Tribunal Superior de Bogotá. Sala 

de Justicia y Paz. Radicado 110016000253200783019 N.I. 1121). 

Una de las medidas de reparación adoptadas en la sentencia lleva a pensar que es 

necesario que las medidas adoptadas por la Justicia Transicional, además de ir dirigidas a 

reparar los daños ocasionados con la violencia sexual, propicien en los perpetradores un cambio 

ideológico y comportamental que les permita comprender la fatalidad de sus actos y la forma 

como su cotidianidad los puede inducir constantemente a seguir violentando a las mujeres. 

Dichas conclusiones llevan a proponer que la Justicia Transicional asuma un compromiso 

social de empoderamiento de las mujeres, a partir del agenciamiento de su agenda política. La 

conformación de un sujeto político es un proceso complejo que implica la consolidación de una 

identidad política colectiva y un proyecto político que permita la consolidación de una perspectiva 

ideológica sobre lo social, que busque transformar toda la estructura de la sociedad   

La propuesta en mención es importante, porque como lo afirman organizaciones sociales 

como Sisma Mujer (2017) y la Red de Mujeres Víctimas y Profesionales (2021), entre otras, el 
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conflicto armado interno colombiano ha demostrado que la violencia sexual tuvo una misión 

estratégica fincada en desintegrar la capacidad de agencia política, al querer someter a las 

mujeres e imponerles un orden social que subvalora su condición femenina (Sentencia Bloque 

Vencedores de Arauca, 2015). 

Todo esto encuentra armonía con lo dispuesto en el punto 5.2.2 Fortalecimiento de los 

Mecanismos de Protección de la Labor que Desempeñan los Defensores de Derechos Humanos 

y sus Organizaciones, y punto 5.2.3. Prevención y Protección de los Derechos Humanos del 

Acuerdo de Paz celebrado con las FARC; así como con los compromisos asumidos por la 

jurisdicción de Justicia y Paz, con la expedición de la Ley 1448 de 2011; marcos normativos que 

se mencionan por ser los que rigen el funcionamiento de los dos mecanismos de justicia 

transicional que actualmente funciona en el país.  

Otro aspecto que llama la atención en esta investigación y sobre el cual no se encontró 

un avance significativo en las sentencias de Justicia y Paz tiene que ver con las medidas de 

reparación ordenadas. Sobre este punto, valga decir que es necesario fortalecer el enfoque de 

género en materia de reparación, de manera que las medidas dejen de centrarse en el 

resarcimiento económicos de los daños materiales y morales, y transite hacia medidas que 

busquen atender las necesidades y expectativas que las mujeres expongan individualmente ante 

los tribunales de justicia transicional. Entre otros, el catálogo de reparaciones debe fortalecer el 

acceso al sistema de salud de las víctimas de violencia sexual, reforzando el componente de 

acompañamiento psicosocial y psicológico, además de mejorar la atención institucional con el 

fin de evitar prácticas estigmatizadoras.  



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 159 
 

 

 

ANEXO 1. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL BLOQUE TOLIMA 

 
1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 7 de diciembre de 2016 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Bloque Tolima 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☒0-15   

  ☒15-18 

  ☒≥18 

Sexo 

 ☐M   

 ☒F   

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas 
por sexo 
F: x 
M:   

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Bloque Tolima 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos:  
San Luis, Tolima 

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto individual 
o grupal 

 

Política de 
grupo 

La sentencia contiene el siguiente párrafo:  
 
779. Y es que por el hecho de no haber consistido en una 
directriz expresa del Grupo Organizado al Margen de la ley, 
no puede dejar de considerarse la violencia sexual contra 
las mujeres como un arma utilizada por los grupos armados 
al margen de la ley en el escenario de guerra. Sin embargo, 
para una mejor comprensión de la postura de la Sala, se 
remitirá al acápite de Violencia Basada en Género de la 
presente decisión. 

Con ayuda o 
aquiescencia del 
Estado 

No se menciona 

Motivación Control social, dominio e imposición de comportamientos 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó como 

No se hace mención 
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un acto de 
discriminación 

Si el acto iba 
acompañado de 
otros delitos (en 
particular: trata 
de personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

Sí 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

Sí  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

Ninguno 

5. PREMISAS NORMATIVAS 

No se hace mención a normas de derecho internacional. Solo se hace cita al Auto 009 
de 2015, proferido por la Corte Constitucional en el marco del seguimiento a la 
Sentencia T-025 de 2004.  

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

 
1171. Debe advertirse que en esta oportunidad se encuentra soportada la materialidad 
de la comisión del delito de tortura en persona protegida, pues con base en el registro 
de hechos atribuibles diligenciado por la entonces compañera permanente de la 
víctima, así como por lo dictaminado en el Protocolo de Necropsia No. 136 de fecha 13 
de mayo de 2002, se constató que existieron actos de maltrato pre mortem (heridas 
con machete en la espalda, en un brazo, luego en la nariz y después en una oreja) que 
tuvieron como finalidad obtener de la víctima la confesión de una presunta comisión de 
actos sexuales abusivos con menor de 14 años, y a través de la prolongación del dolor, 
una forma de infligir castigo por el posible cometimiento, circunstancias estas que 
permiten configurar la conducta punible descrita en el artículo 137 de la ley adjetiva 
penal 
 
e. Desplazamiento como consecuencia de otros elementos del repertorio de violencia, 
como cuando los pobladores eran víctimas de violencia sexual, o eran extorsionados 
de manera prohibitiva, o sus familiares eran asesinados, y decidían salir del territorio. 

7. CONCLUSIONES 

No se condena a ningún postulado por actos de violencia sexual, pero se precisa la 
posible comisión de estas conductas y se exhorta a la Fiscalía para que realice la 
investigación respectiva.  
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8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

2060. Por lo anterior, la Sala ordenará la expedición de copias con destino a la Fiscalía 
General de la Nación, con la finalidad de que se investigue la comisión de los hechos 
referidos y, en especial, si en el caso de la mujer se cometieron vejámenes de tipo 
sexual. Lo anterior, en caso de no haberse dispuesto la investigación pertinente 
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ANEXO 2. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL BLOQUE VENCEDORES DE 
ARAUCA 

 
1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 24 de febrero de 2015 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Bloque Vencedores de Arauca 
(BVA) 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15   

  ☒15-18 

  ☒≥18 

Sexo 

 ☐M   

 ☒F   

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 9 
M:   

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Bloque Vencedores de 
Arauca 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Panchera y Los Arrecifes, 
Finca Las Palmas y Arauca, en el 
departamento de Arauca.  

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

 

Política de 
grupo 

En los párrafos 576 y 577 de la sentencia se indica:  
576. Las agresiones de este tipo no deben catalogarse como 
hechos aislados que corresponden únicamente a la esfera 
personal de las víctimas con sus victimarios, sino, deben 
entenderse como tácticas de la guerra que resultan ser 
efectivas, y en algunas ocasiones mucho más económicas 
para generar desplazamientos, exterminar grupos 
poblacionales o sencillamente dejar un mensaje claro a los 
grupos opositores de quiénes son los que mantienen el poder 
y el control.  
577. De allí que la VS en el desarrollo de los conflictos, 
incluido Colombia, debe analizarse en sus justas 
proporciones y entenderse como un mecanismo útil para 
atemorizar y desplazar a una población, generar un esquema 
control social sobre un territorio, amenazar y silenciar otras 
conductas delictivas cometidas por los grupos armados, 
extraer información sobre los enemigos, castigar conductas 
censurables, entre muchas otras razones que están 
asociadas a las dinámicas de la guerra y a la militarización de 
las relaciones interpersonales. 
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Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No se menciona 

Motivación Control social, dominio e imposición de comportamientos 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

Sí. En la sentencia se indica lo siguiente:  
Párrafo 759. En este caso la Sala de Justicia y Paz reconoce 
que la violación sexual, otras formas de violencia sexual, la 
violencia física, psicológica, la imposición de normas de 
conducta y control social, la restricción en las actividades de 
participación, el reclutamiento forzado, la esclavitud sexual y 
doméstica, entre otros, son delitos a los que las mujeres en 
su condición de población civil, se ven expuestas en un 
conflicto armado. Reconoce, igualmente, el grave impacto 
que el conflicto deja en la vida de las mujeres y manifiesta su 
compromiso de no reproducir la banalización social que 
enfrenta la problemática en Colombia y de aportar a la 
superación de la impunidad imperante en esa clase de 
delitos. 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

Sí 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

Sí. En el párrafo 754 de la sentencia se hace la siguiente 
afirmación:  
El sustento jurisprudencial sobre la manera en la que la VS 
en contextos de conflicto armado admite la doble connotación 
de crimen de lesa humanidad y crimen de guerra, ha sido 
reconocida por esta Sala de Justicia y Paz del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, desde la primera 
Sentencia del 1 de diciembre de 2011 contra Rubén Peña 
Tobón y Wilmer Morelo Castro y José Manuel Hernández 
Calderas. En dicha providencia la Sala recoge la experiencia 
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internacional, concretamente de los Tribunales Penales 
Internacionales para la Ex Yugoslavia y para Ruanda 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

Sí  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. ORLANDO VILLA ZAPATA, alias “Rubén” o “La Mona” 
2. FERNEY ALVARADO PULGARÍN, alias “Cúcuta” 
3. FREDY OCTAVIO ROMERO SARMIENTO, alias “Pony” 
4. SAMUEL SAAVEDRA APONTE; alias “Zarco” 
5. CAMPO ELÍAS CARREÑO CASTRO, alias “Genio” 
6. DOMINGO GARCÉS MORELO, alias “Dogar” 
7. MIGUEL ISAIAS GUANARE PARALES, alias “Moreno” o “Médico” 
8. JHON JIMMY PÉREZ ORTIZ, alias “Cabo” o “Francho” 

5. PREMISAS NORMATIVAS 

Los convenios de Ginebra; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer -CEDAW-; la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer -Convención de Belém do Pará-;  y 
los pronunciamientos de los tribunales penales ad hoc para la antigua Yugoslavia y 
Ruanda.  

Luego de ellos, se encuentra un recuento de la normatividad nacional aplicable a casos 
de violencia sexual contra las mujeres, entre ellos, el Decreto Ley 100 de 1980, 
mediante el cual se tipificaron conductas atentatorias de la libertad y la integridad 
sexual, tales como la prostitución y la esclavitud sexual, la trata de personas, el 
estímulo a la prostitución de menores, el secuestro simple con los agravantes si se 
cometiere contra menor de catorce años, si la víctima quedara embarazada, o con el 
fin de llevar la víctima al extranjero, la mutilación sexual, el acto sexual violento, el acto 
sexual en persona puesta en incapacidad de resistir, los actos sexuales con menor de 
catorce años, el aborto sin consentimiento, las lesiones seguidas de parto prematuro o 
aborto y las violaciones sexuales, individuales y múltiples. (p. 564) 

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

 
Párrafo 568. La Violencia Sexual [VS] puede ser definida como cualquier acto, tentativa 
o amenaza de naturaleza sexual que se comete contra una persona, en contra de su 
voluntad (bien sea por coacción o consentimiento condicionado), independientemente 
del tipo de relación que tenga con su(s) presunto(s) victimario(s). Aunque tiende a ser 
una conducta que está asociada con la consumación de actos sexuales entre el cuerpo 
del victimario con el de su víctima, también se relaciona con una amplia gama de 
acciones incluso sin necesidad de entablar contacto físico y cuya afectación incide 
directamente sobre la integridad sexual de las víctimas.  
Párrafo 575. Además de las categorizaciones mencionadas anteriormente, en el marco 
de los conflictos se ha encontrado otra gama de violencias que pese a no estar 
plenamente identificadas de manera puntual por el ordenamiento internacional, se han 
venido asociando a delitos como la tortura, los tratos inhumanos crueles y degradantes, 
entre muchas otras vulneraciones que están íntimamente vinculados con la violación 
de derechos y a su vinculación con la sexualidad. Los actos asociados con la desnudez 
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forzada, el matrimonio o cohabitación forzosa, el tráfico de personas, el hostigamiento 
sexual y la mutilación genital, también hacen parte de este tipo de violencia y la forma 
de desenvolver el tratamiento a sus víctimas debe recibir la misma importancia que las 
definidas explícitamente por el derecho internacional. 
 
Párrafo 459. Por otra parte, se estableció que en eventos como las violaciones 
sexuales de un número plural y significativo de mujeres, correspondió a la participación 
directa de alias “Martín” (ya fallecido) que fue uno de los comandantes del Bloque y 
que, en palabras del propio Mejía Múnera, era de los más reconocidos por la tropa. No 
obstante, en este punto de la discusión resulta necesario aclarar que a pesar de la 
manifestación de Mejía Múnera y del propio VILLA ZAPATA, acerca del 
desconocimiento de los abusos sexuales cometidos por la tropa por orden de “Martin”, 
lo cierto es que de lo probado en el proceso se advierte que ello no era del todo cierto. 
460. En su declaración Mejía Múnera acepta que “Martín” cometió una gran cantidad 
de abusos de tipo sexual, razón por la cual decidió ordenar directamente su muerte, 
pero además y, principalmente, porque aseguró que para evitar ese tipo de conductas, 
lo que implica el conocimiento de lo sucedido, instituyó una casa de lenocinio, 
denominada “la última lágrima”, para que los hombres de la organización descargaran 
los impulsos sexuales con mujeres contratadas para dicho fin y, de esta manera, evitar 
el desafuero de la tropa con las mujeres de la población civil, razonamiento suficiente 
para atribuirle a VILLA ZAPATA responsabilidad como autor mediato. 461. Ahora bien, 
el supuesto desconocimiento de los hechos constitutivos de violencia de género, 
particularmente la sexual, así como del referido a la indebida asociación de alias 
“Tolima” con el entonces gobernador del departamento para cometer delitos por fuera 
de la línea trazada por la organización, queda una vez más superada con el propio 
testimonio de Mejía Múnera en el que aceptó que tales hechos fueron del conocimiento 
del propio Carlos Castaño por razón de los cuales estaba sumamente contrariado. Lo 
anterior significa entonces dos cosas. La primera, que los hermanos Castaño Gil si 
presidian los acontecimientos ocurridos en Arauca, aún desde la distancia y, la 
segunda, que en toda la organización se conocían los desmanes sexuales cometidos 
por la tropa al mando de “Martín”. 

7. CONCLUSIONES 

En los párrafos 896 y 897 de la sentencia, se determinó lo siguiente:  
Finalmente, como se anunció en el control formal y material de los cargos, las 
conductas referidas resultan susceptibles de ser subsumidas en el tipo de prostitución 
o esclavitud sexual consagrado en el artículo 141 de la ley 599 de 2000, en razón a 
que las víctimas fueron obligadas a tener relaciones sexuales con otras personas; 
conducta de la cual se exigía el pago por tales servicios. Es de aclarar también que el 
tipo penal en comento de prostitución forzada o esclavitud sexual se diferencia del 
simple proxenetismo en que éste último es un delito ordinario, común, mientras que 
aquél se presenta en el ámbito de un conflicto armado como se dijo en el capítulo 
anterior. 
En sustento de lo anterior, resulta pertinente aducir la demostración de que alias 
“Elías”, individuo que manejaba las finanzas del grupo armado ilegal, con pleno dominio 
de las víctimas, cobró la suma de veinte mil pesos ($20.000) a todos aquellos secuaces 
que querían tener relaciones sexuales con las adolescentes y, como resulta obvio, sin 
el consentimiento de aquellas, que sólo podían acceder a tales órdenes, so pena de 
ser torturadas persistentemente, ya sea mediante violencia física o sexual. 
Los postulados fueron condenados por los delitos de Acceso Carnal Violento en 
Persona Protegida, Tortura en Persona Protegida, Apropiación de Bienes Protegidos, 
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Aborto sin Consentimiento, Actos Sexuales Violentos, Deportación, Expulsión, 
Traslado o Desplazamiento Forzado y Constreñimiento Ilegal. 

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

Exhortar al Centro Nacional de Memoria Histórica para que en consonancia con la 
elaboración de los perfiles biográficos de las víctimas mortales de las masacres de 
Corocito y Matal de Flor Amarillo de Arauca , continúe realizando un material escrito en 
el que se documenten los hechos perpetrados por el Bloque Vencedores de Arauca 
contra las mujeres y líderes políticos, como casos notorios del accionar del grupo, con 
el fin de conservar la memoria histórica y simbólica de la comunidad; igualmente, 
deberán consignarse en la publicación las biografías de quienes fueron víctimas de 
violencia sexual y violencia política en los cargos que fueron legalizados, con el 
propósito de preservar su memoria individual, siempre contando previamente con su 
voluntad de participar en la misma. Dicho documento y los demás que se llegaren a 
publicar, deberán reposar en la Casa de la Memoria. 
Exhortar a las autoridades de los municipios donde operó el Bloque Vencedores de 
Arauca, esto es, a la Alcaldía Local y Concejo municipal, en coordinación con la Unidad 
de Reparación a las Víctimas, para que en cumplimiento del Decreto 1480 de 2014, 
realicen actos conmemorativos en el marco del Día Nacional por la Dignidad de 
Víctimas de Violencia Sexual en el marco del conflicto armado, con el fin de 
dignificarlas, previo acuerdo y consentimiento con las víctimas directas o indirectas de 
esta reprochable conducta. 
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ANEXO 3. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL BLOQUE CENTAUROS 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 25 de julio de 2016 
Tipo de decisión: Sentencia postulados del Bloque Centauros 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☐M    

☒F  

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

 
 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 2 
H: 

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Bloque Centauros 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Maya, Cundinamarca 

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

Se reporta el homicidio, tortura y acceso carnal violento de 
una mujer identificada como María Elena Peña Morales, a 
quien le fueron cercenados los senos y fue accedida 
carnalmente por haber sido señalada como parte de la 
guerrilla.   

Política de 
grupo 

No se analiza este punto 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No 

Motivación Presunto vínculo con la guerrilla 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

Si, la sentencia refiere:  
Párrafo 1225. Para esto es necesario, que la Fiscalía se 
cuestione sobre los motivos  
que llevaron a los perpetradores a inhumar cuerpos de 
mujeres, en estado  
de desnudez o, en muchos casos con las prendas de vestir 
rasgadas. 
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Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

 

Sí, el caso fue juzgado por homicidio agravado, secuestro 
simple, tortura, acceso carnal violento, utilización ilegal de 
uniformes e insignias, irrespeto a cadáveres y actos de 
barbarie.  
 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

En el segundo caso, la señora Ana Priscila Guativa Gutierrez, 
el Tribunal no emitió condena por no haberse acusado a los 
postulados de conductas de violencia sexual, pero exhortó a 
la Fiscalía para que investigara lo narrado por un postulado, 
al considerar que:  
Párrafo 119. […] los hechos conocidos en este asunto, 
adquieran la categoría de crímenes de lesa humanidad, ya 
que fueron ejecutados contra la población civil y de manera 
sistemática. 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. MANUEL DE JESÚS PIRABÁN 
2. LUIS ARLEX ARANGO CÁRDENAS 
3. MIGUEL RIVERA JARAMILLO 
4. FRANCISCO ANTONIO ARIAS 
5. LUIS MIGUEL HIDALGO 
6. MARTHA LUDÍS COGOLLOS CONTRERAS 
7. VIRGILIO HIDALGO URREA 
8. LENIS ARMANDO REY SANABRIA 
9. GUILLERMO GARZÓN 
10. FRANCISCO MIGUEL RUIZ MARTÍNEZ 
11. FRANKLIN CASTAÑEDA BELTRÁN 
12. RUBERNEY OSPINA GUEVARA 
13. OSCAR ARMANDO TRUJILLO 
14. HUGO LINARES 
15. ELIMELEC CANO ZABALA 
16. BENJAMÍN CAMACHO MARTÍNEZ 
17. CARLOS AUGUSTO ANTHIA 
18. BENJAMÍN PARRA CÁRDENAS 
19. EIVER AUGUSTO VIGOYA PÉREZ 
20. FERNEY TOVAR RAMÍREZ 
21. NELSON REYES GUERRERO 
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22. JAVIER DOMINGO ROMERO. 

5. PREMISAS NORMATIVAS  

Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
el Protocolo Adicional II de la Convención de Ginebra en 1994, la Convención de 
Derechos Humanos de Viena de 1993, la Convención de Belén do Pará; así como 
normas de derecho interno como la Ley 599 de 2000 y la Ley 1719 de 2014.  

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

Párrafo 1207: En este punto, resulta importante hacer referencia a la violencia basada 
en género, VBG, dentro de la cual se encuentra inmersa la agresión de tipo sexual, que 
en los conflictos armados, regularmente recae sobre las mujeres. 
 
Párrafo 1209: La doctrina ha sostenido que “la falta de reconocimiento social de las 
mujeres como sujetos iguales en dignidad y derechos, los estereotipos de género que 
acentúan la discriminación contra la mujer, y la constante ponderación social de la 
superioridad de valores tales como la agresión, el dominio y la fuerza, culturalmente 
atribuidos a lo masculino, aumenta la vulnerabilidad de las mujeres, las jóvenes y las 
niñas frente a la violencia sexual” 
 
Párrafo 1211: resulta indispensable para esta jurisdicción, dar a conocer la magnitud 
de la VBG y las conductas que de esta violencia se derivan, como sucesos ocurridos 
en el conflicto armado colombiano. Se ha visto, que muchos casos la VBG, por haberse 
constituido en un delito subyacente al de Homicidio o Reclutamiento Ilícito, permanece 
en una brecha de impunidad, que sólo la actividad judicial que ofrece este sistema, 
puede dejar en evidencia. 
 
Párrafo 1221: En lo relativo a la posible comisión de alguna conducta que integre la 
Violencia Basada en Género, en adelante VBG, de la que pudo ser víctima la señora 
Ana Priscila Guativa Gutiérrez, es necesario tener en consideración que en atención a 
los desarrollos relativos a las Reglas de procedimiento y prueba establecidos en las 
reglas 63 y 70 del Estatuto de Roma, se debe considerar que no es posible exigir un 
manejo probatorio rígido para sustentar los cargos de violencia sexual y de tortura 
como crímenes de guerra y de lesa humanidad. 
 
Párrafo 1224: Tampoco podrá hacerse exigible prueba directa de la comisión de este 
tipo de conductas, VBG; en la medida que para los casos de homicidio en los que 
antecedió una conducta de este tipo, la evidencia conserva categoría de indicio, con el 
que será necesario que el operador judicial los analice los hechos indicadores en 
conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación 
con las prácticas que la estructura armada ilegal desplegó contra la población civil, 
particularmente los casos de mujeres cuyos cuerpos fueron inhumados por la misma 
organización 

7. CONCLUSIÓN 

Los postulados fueron condenados por los delitos de homicidio agravado, secuestro 
simple, tortura, acceso carnal violento, utilización ilegal de uniformes e insignias, 
irrespeto a cadáveres y actos de barbarie.  

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

No se hallaron 
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ANEXO 4. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL FRENTE HÉCTOR 
JULIO PEINADO BECERRA 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 24 de marzo de 2020 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Frente Héctor Julio Peinado 
Becerra (FHJPB) 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☒0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☐M    

☒F   

☒LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 21 
M:  2 

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Frente Héctor Julio 
Peinado Becerra (FHJPB) 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Ocaña, Norte de 
Santander; Aguachica, Cesar.   

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

Hubo dos casos que se mencionan en la sentencia en los 
que la violencia sexual fue ejercida contra un grupo de niñas 
y otro en el que una adolescente fue accedida carnalmente 
por un grupo de paramilitares del FHJPB.  

Política de 
grupo 

Sí, en la sentencia se hace la siguiente mención:  
Aunado a lo dicho, los relatos que las víctimas de VBG 
ofrecieron a la Sala, en sesiones de audiencia concentrada 
son esclarecedores en el sentido que permitieron observar 
que, la violencia en contra de niñas, adolescentes y mujeres 
fue una práctica además de tolerada por los comandantes 
paramilitares, perpetrada también por algunos de ellos. Como 
ejemplo de lo dicho, la víctima E.S.V.V., relató cómo fue 
retenida por los paramilitares con los ojos vendados a un 
lugar desconocido y accedida carnalmente por el postulado 
JOSÉ ANTONIO HERNÑANDEZ VILLAMIZAR, al respecto 
relató: tenía una venda en los ojos y en un momento alias 
Jhon me la quitó, me cogió de la cara y me dijo “parece una 
muñeca”, luego me violó y me dijo: “si quieres puedes ir al 
baño y te bañas”. También mencionó que en el lugar en el 
que fue agredida, estaban alias Diomedes y una mujer alta, 
quienes le dijeron que si mencionaba algo de lo sucedió, la 
iban a matar. Añadió que como consecuencia del acto sexual 
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del que fue víctima, presentó una infección y cuadro febril tres 
días después de aquel ataque.  

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No se menciona 

Motivación Control social 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

Sí, en la página 671 se menciona lo siguiente: El objetivo de 
la Sala al trasliterar los anteriores fragmentos, no es otro que 
visibilizar que, como a M.C.Q., a muchas mujeres 
colombianas el conflicto armado les afectó simplemente por 
su condición de género, por resistirse a ser un objeto de 
placer sexual para los hombres y hacer valer la dignidad de 
la que son titulares. Este particular caso, en el que una mujer 
fue acechada por paramilitares en su lugar de trabajo cuando 
se disponía a terminar su jornada, con el fin de violentarla 
sexualmente, es la muestra de lo arraigada que está 
socialmente la concepción respecto de las mujeres como 
objeto de placer sexual a cualquier costo. Como se cita en el 
informe nacional sobre violencia sexual en el conflicto armado 
del Centro Nacional de Memoria Histórica, pensar en las 
condiciones que han posibilitado la violencia sexual, implica 
reflexionar sobre la necesidad de llamar la atención a la 
sociedad colombiana y al Estado para emprender procesos 
educativos y culturales de transformación social, que creen 
una conciencia colectiva de eliminación de las prácticas 
violentas que sobre el cuerpo de las mujeres se han 
legitimado por fuera del conflicto armado desde hace siglos. 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 
 

Página 669. Otra de las prácticas que fue puesta de presente, 
tuvo que ver con los casos de accesos carnales violentos y 
posterior embarazo de las víctimas, quienes además de verse 
obligadas a guardar silencio respecto de su dolor, también 
mantuvieron su estado de gestación en secreto el mayor 
tiempo posible por temor al rechazo social. Sobre este tema, 
la víctima Y.P.C., refirió que cuando vivía en Aguachica, un 
paramilitar conocido con el alias de Rubiano, quien la 
asediaba constantemente a la salida de su colegio, la obligó 
a subir a un carro, la condujo a una casa y allí la accedió 
carnalmente. Relató que cuando despertó, vio a alias 
Rubiano en una habitación y que sentía mucho dolor y 
presentaba un sangrado en sus genitales, así como 
aturdimiento. Posterior al hecho violento del que fue víctima, 
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los paramilitares la abandonaron en una calle cerca a su 
domicilio y la amenazaron de muerte si contaban algo. Como 
consecuencia de la violación, quedó en embarazo y ante el 
temor que le provocaba contar en su casa lo que había 
sucedido, decidió guardar silencio y cargar sola con el dolor 
por lo que le había sucedido, hasta los 5 meses de gestación, 
cuando se hizo visible su estado. En ese momento, su madre, 
quien la trataba con despreció, decidió enviarla a Ocaña para 
evitar que sus conocidos se enteraran del estado de 
gestación de la víctima, obligándola a confinarse en una 
habitación hasta dar a luz e insistiéndole para que le 
entregara su bebé una vez diera a luz. 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

Se dice que estos crímenes tienen características de 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.   

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. JUAN FRANCISCO PRADA MARQUEZ 

2. HECTOR JULIO CARVAJALINO 

3. NELSON ALBERTO GOMEZ SILVA 

4. ALBERTO PEREZ AVENDAÑO 

5. NOE JIMENEZ ORTIZ 

6. JESUS PACHECO CARPIO 

7. RAFAEL EMILIO RAMIREZ HERNANDEZ 

8. JAVIER ANTONIO QUINTERO CORONEL 

9. RAMON DE JESUS MENESES PARADA 

10. JOSE ANTONIO HERNANDEZ VILLAMIZAR 

11. FELIPE GARCÍA VELANDIA 

12. JESUS JHOANY LAMUS GARCÍA 

13. XAVIER ESTRADA MARTINEZ 

14. FREDY CONTRERAS ESTEVEZ 

15. MANUEL DE JESUS SOLANO ESPAÑA 

16. CIRO PACHECHO CARRASCAL 

17. FREDY RAMIRO PEDRAZA GOMEZ 

18. AUDILIO BARRIENTOS 

19. ALFREDO GARCÍA TARAZONA 

20. ALFREDO BALLENA 

21. FABIO HERRERA VERGEL 

22. ROBERTO PRADA DELGADO 

23. CARLOS GARCÍA BARRERA 

24. JOSE LENIN MOLANO MEDINA 

25. WILMAN RAFAEL ORTIZ GUEVARA 
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26. WILFREDO GALVIS CUADROS 

27. JHON FERNANDO GALVIS DIAZ 

28. NAIDER ABRAHAM ISSA REYES 

29. ARMANDO MADRIAGA PICON 

30. CESAR AUGUSTO RIVERA MEDINA 

5. PREMISAS NORMATIVAS 

Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(CEDAW). (pg. 666). Otra de las citas hechas por el Tribunal, se refiere a las tipologías 
de violencia sexual definidas por la Corte Constitucional en el Auto 092 de 2008 (p. 
667). 

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

A partir del marco normativo citado, la sentencia define la violencia sexual indicando 
que esta incluye, pero no se limita a, la violación, la esclavitud o la servidumbre sexual, 
el abuso, acoso u hostigamiento sexual, la trata de personas y la prostitución forzada, 
la esterilización, el embarazo, la anticoncepción y el aborto forzados, las mutilaciones 
genitales y cualquier otra forma de violencia análoga o relacionada con su libre 
determinación en materia sexual y reproductiva que constituya un sufrimiento o un daño 
a la dignidad, libertad, identidad e integridad sexual de la mujer. 
 
Página 665. Para el caso del FHJPB, se supo que, hubo algunos miembros de dicha 
estructura paramilitar que fueron reiteradamente señalados como perpetradores de 
múltiples actos de violencia sexual cometidos contra mujeres, niñas y miembros de la 
comunidad LGBTI, de manera sistemáticas y generalizada, algunos de los 
paramilitares mencionados fueron los conocidos con los alias de Camarón, Rambú y 
Diomedes. También quedó en evidencia que en Ocaña, Norte de Santander, se 
desplegó una oleada de violencia sexual principalmente en contra de mujeres y niñas, 
que fueron no solo accesos carnales violentos, sino actos de tortura con connotación 
sexual, compañía forzada, maternidad forzada, entre otros. Dichos sucesos, permiten 
a la Sala afirmar que aunque algunos de los impactos del conflicto afectan de manera 
similar a todas las víctimas, también lo es que, como ha podido advertirse, los 
particularidades que presentan las mujeres por su condición de género y los miembros 
de la comunidad LGBTI, no solo incrementan los riesgos de vulneración de sus 
derechos a nivel individual, sino que por constituir grupos diferenciados con 
características comunes y formas organizativas propias, están expuestos a otros 
riesgos derivados de su condición. 
 
Página 666. Una de las tipologías violentas de mayor ocurrencia en los territorios 
golpeados por el conflicto armado interno, ha sido la violencia sexual, esta, entendida 
como aquella que o sólo se educe, ni limita a la penetración o invasión de su cuerpo 
con algún órgano u objeto, ni a la manipulación o tocamiento de sus órganos sexuales 
u otras partes con el fin de obtener placer o satisfacción sexual, ni al comercio de la 
mujer, si no que abarca una multiplicidad de actos con contenido sexual o erógeno, 
realizados sin su consentimiento y que violan o constituyen una afrenta a su dignidad, 
libertad, identidad y/o integridad sexual. 
El uso de este tipo de violencia por parte del FHJPB puede entenderse a partir del 
control que éste tenía sobre la población, a través del empleo y uso del terror como 
método sistemático de dominación y de distintas prácticas de control social, como se 
infiere del contexto descrito por la Sala y lo constatado en otros patrones de violencia, 
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pero principalmente, a partir de los relatos de las víctimas de violencia sexual que 
describen dicha situación. Algunos son particularmente ilustrativos sobre el empleo del 
terror como método de dominación y de las distintas prácticas de control social 
utilizadas por el FHJPB, para afianzar su dominación y hegemonía. Las otras 
conductas asociadas o relacionadas con la violencia sexual, que hacen parte de la 
violencia de género y/o se cometieron antes o después de la violencia sexual, o junto 
con esta, también permiten observar ese ejercicio de poder y dominación sobre la 
población, y sobre las mujeres en particular. 
En dicho ejercicio, fue posible constatar, como se dijo anteriormente, que la mayoría 
de casos de VBG fueron registrados en Ocaña, Norte de Santander, entre 1999 y 2004, 
periodo en el cual fue entregada la comandancia del grupo paramilitar que allí operaba, 
al postulado JOSÉ ANTONIO HERNÁNDEZ VILLAMIZAR, quien tenía a su cargo al 
paramilitar José Diomedes Peña Barrera, constantemente mencionado como 
perpetrador de estos hechos. 

7. CONCLUSIONES 

Se condena a los postulados del FHJPB por los delitos de acceso carnal violento en 
persona protegida, secuestro simple, tortura en persona protegida, lesiones 
personales, actos sexuales violentos en persona protegida y desplazamiento forzado 
de población civil; principalmente a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUES y JOSÉ 
ANTONIO HERNÁNDEZ VILLAMIZAR, como autores mediatos.   

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

En la sentencia, el Tribunal ordena las siguientes medidas, específicamente para los 
casos de violencia sexual y basada en género: 

- Para la Sala resulta importante analizar el fenómeno que tuvo lugar respecto al daño 
ocasionado por la violencia basada en género, se estima pertinente que las Secretaria de 
Educación Departamentales de Norte de Santander y Cesar y las municipales en donde 
tuvo injerencia el grupo armado al mando de Juancho Prada implementen programas de 
formación encaminadas a la volición o, al menos disminución del machismo, que 
propendan por una cultura de igualdad de géneros, basadas en el respeto a los integrantes 
de la comunidad. 

- A las secretarías de culturas departamentales y municipales de la zona de influencia del 
Frente Héctor Julio Peinado Becerra, implementen programas dirigidos a las comunidades 
que fomenten el respeto por el ser humano, su dignidad, libertad y formación sexuales. 

- A la Fiscalía General de la Nación y a la Unidad de Atención y Reparación a Victimas, se 
les requiera para que identifiquen en primera instancia, las víctimas de violencia basada 
en género, con el fin de adelantar las investigaciones a que haya lugar en orden a hacer 
efectivos los principios de reparación, verdad y justicia que se persiguen. 

- Implementar programas destinados a educar a las mujeres sobre sus derechos y sobre 
como optimizar su participación en los procesos de toma de decisiones en el marco de las 
reparaciones por violaciones a sus derechos humanos, actividad que le corresponde 
desarrollar a las Secretarías de Gobierno, Cultura o de la Mujer, si las hubiere, 
departamentales de Norte de Santander y Cesar, y las locales de los municipios afectados 
por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra. 

- Desarrollar programas que permitan la participación de la mujer en las actividades antes 
referidas, creando para ello, guarderías, jardines infantiles con sus correspondientes 
rubros para su funcionamiento y designando, incluso entre aquellas mujeres que fueron 
víctimas de la violencia, las personas encargadas del cuidado de los menores, lo que de 
suyo conlleva, la creación de empleos temporales. 
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ANEXO 5. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL BLOQUE CENTRAL 
BOLÍVAR 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 11 de agosto de 2017 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Bloque Central Bolívar (BCB) 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☒0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☒M    

☒F   

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 44 
M:  2 

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Bloque Central Bolívar 
(BCB) 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Corregimientos La 
Hormiga, El Tigre, San Miguel y El 
Placer, Putumayo; municipios de 
Orito, San José y Villa Garzón, 
Putumayo; Belén de los Andaquíes 
y Valparaíso, Caquetá; Charalá,  
Norte de Santander; y Barbacoas y 
Leiva, Nariño. 

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

Se refiere que varios casos en los que las menores fueron 
reclutadas se cometieron en grupo.  

Política de 
grupo 

La sentencia refiere lo siguiente en la página 360: 
Para el caso, la Fiscalía acreditó la existencia de 39 hechos 
con connotación de Violencia Basada en Género, además de 
los dos que fueron adicionados en sesiones de audiencia, 
hechos que fueron objeto de control formal y material por 
parte de la Sala, y que en efecto, conllevó a declarar la 
existencia del Patrón de Macrocriminalidad de Violencia 
Basada en Género como tipología criminal del Bloque Central 
Bolívar. Esto para indicar, que la existencia o no de una 
Política de Grupo, no puede depender exclusivamente del 
dicho de los postulados, en tanto la misma, resulta del 
ejercicio dialectico que tuvo lugar a lo largo del proceso, con 
la intervención, bien de los postulados, bien de las víctimas y 
de los sujetos procesales que intervinieron en el proceso. Por 
lo dicho, al haberse comprobado la existencia de este patrón 
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de conducta, la Sala no puede coadyuvar la solicitud 
presentada por el doctor Artavia. 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No se menciona 

Motivación Control social y cumplimiento de las reglas de 
comportamiento impuestas por el grupo 
En la página 379 de la sentencia se cita lo siguiente:  
[…] Por lo tanto, en los casos allegados a este proceso, la 

Sala encontró los siguientes móviles: • Amedrantar o 
aleccionar a la población civil con el fin de reafirmar el control 

de la estructura paramilitar. • Generar ganancias económicas 

con la prostitución forzada de mujeres. • Castigar. • Humillar 

al “enemigo”. • Vengarse del adversario. • Realizar labores 

que los paramilitares no querían o no podían hacer. • Castigar 
el incumplimiento de los códigos sociales de conducta 
impuestos por el grupo armado ilegal con base en los 
modelos hegemónicos del género. 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No. En algunos casos las mujeres habían sido previamente 
víctimas de reclutamiento ilícito.  

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 
 

Sí. En la página 390 se menciona: Los 39 casos allegados a 
esta Sala presentan diversas manifestaciones de violencia 
sexual. En el 97% de los casos, la Fiscalía imputó Acceso 
Carnal Violento, siendo esta la principal forma de violencia 
ejercida por integrantes de la estructura paramilitar BCB. 
Entre otras violencias de índole sexual se encontraron los 
Actos Sexuales Violentos, la Esclavitud Sexual, y la 
Prostitución Forzada. Al respecto, la Sala notó que estas no 
fueron las únicas manifestaciones de violencia sexual; 
adicional a estas se presentaron el Contagio de 
Enfermedades de Trasmisión Sexual, así como el Acoso y el 
Hostigamiento Sexual. 
Página 397. Violencia sexual cometida por integrantes de la 
estructura paramilitar BCB. a. Acceso Carnal Violento. i. 
Transgresión del espacio privado de protección de las 
mujeres por parte de integrantes del BCB a través de la 
violencia sexual. ii. Selección abusiva de personas en vía 
pública por parte de integrantes de la estructura paramilitar 
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BCB, con el fin de violentarlas sexualmente. b. Contagio de 
Enfermedades de Transmisión Sexual (ETS). c. Prostitución 
forzada. d. Esclavitud Sexual. e. Actos sexuales. f. Acoso u 
Hostigamiento sexual. 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención  

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. IVÁN ROBERTO DUQUE GAVIRIA 
2. RODRIGO PÉREZ ÁLZATE 
3. GUILLERMO PÉREZ ÁLZATE 
4. CARLOS MARIO OSPINA BEDOYA 
5. JOSÉ GERMÁN SENA PICO 
6. CARLOS FERNANDO MATEUS MORALES 
7. ARNOLFO SANTAMARÍA GALINDO 
8. MARTIN ALONSO HOYOS GUTIÉRREZ 
9. EVERARDO BOLAÑOS GALINDO 
10. RICHARD MANUEL PAYARES CORONADO 
11. OSCAR LEONARDO MONTEALEGRE BELTRÁN 
12. JOSÉ ARNULFO RAYO BUSTOS 
13. JOSÉ ORLANDO ESTRADA RENDÓN 
14. RODOLFO USEDA CASTAÑO 
15. GUILLERMO LEÓN MARÍN PULGARÍN 
16. ANÍBAL DE JESÚS GÓMEZ HOLGUÍN 
17. ROBERTO CARLOS DELGADO 
18. JADITH PAYARES CANTILLO 
19. GERARDO ALEJANDRO MATEUS ACERO 
20. PABLO EMILIO QUINTERO DODINO 
21. BOLMAR SAID SEPÚLVEDA RÍOS 
22. LUIS JESÚS GARCÍA ORTEGA 
23. LUIS ALBERTO VARGAS PINTO 
24. JULIÁN GÓMEZ TORRES 
25. JOSÉ FERNANDO GÓMEZ SÁNCHEZ 
26. NELSON QUINTERO MARTÍNEZ 
27. EFRAÍN RINCÓN PÉREZ 
28. JORGE ELIECER GARRO TRISTANCHO 
29. YAN ALBERTO MANJARRES 
30. ARTURO TORRES PINEDA 
31. WILSON FUENTES CRUZ 
32. ALONSO PABÓN CORREA 

5. PREMISAS NORMATIVAS 

La Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer de 1982 (CEDAW), el Protocolo Adicional II de la Convención de Ginebra en 
1994, la Convención de Derechos Humanos de Viena de 1993 y la Convención de 
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Belén do Pará, ratificada en 1996 en conjunto con las observaciones generales de los 
comités correspondientes. En lo correspondiente a la legislación colombiana, en la Ley 
599 de 2000, se tipificaron los delitos cometidos contra personas y bienes protegidos 
por el Derecho Internacional Humanitario, dentro de los cuales se encuentran los de 
Acceso Carnal o Actos Sexuales Violentos. Luego, con la Ley 1719 de 2014, fueron 
incorporados a la legislación penal delitos como los mencionados cuando las víctimas 
son menores de catorce años, la Esclavitud Sexual, la Trata de Personas con fines de 
explotación sexual y la esterilización, el embarazo, el aborto, la prostitución y la 
desnudez forzadas. 

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

 
Página 357. La importancia de dichas disposiciones normativas, se concreta en 
entender que la violencia sexual, es una forma de expresar poder, a través del cual se 
domina a un grupo humano determinado, razón por la cual, este tipo de crímenes no 
solo atentan contra la libertad e integridad sexual de la mujer, sino que también agreden 
profundamente a la comunidad entera. 
 
La Convención de Belém do Pará, por ejemplo, identifica como causa de tal violencia 
“Las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, esto es, 
la desigualdad de género interpretada desde la violencia histórica contra las mujeres, 
construida y sancionada social y culturalmente, susceptible de ser eliminada a través 
del empoderamiento y pleno ejercicio de los derechos humanos de aquellas. 
 
Página 359. A nivel psicológico, las víctimas sufren afectaciones a raíz del impacto 
producido por la conducta criminal, la cual implica intimidación, humillación, y control 
forzado de la voluntad. Algunos de los perjuicios psicológicos se traducen en trastornos 
mentales, problemas de autoestima, autodeterminación y en el desarrollo personal. En 
algunos casos, los daños psicológicos pueden tener efectos mortales como el suicidio 
o el homicidio, o derivar en el consumo de alcohol o sustancias psicoactivas. En el nivel 
sexual, tienen lugar perjuicios como difusión sexual, enfermedades de transmisión 
sexual (ETS), o abortos. 
 
Página 391. En los actos de naturaleza sexual, se entienden incluidas todas las 
conductas que lesionen tanto la integridad como la libertad sexual de la víctima. Según 
la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, un acto sexual “(…) no se limita a la violencia 
física, y puede que no incluya contacto físico alguno […] Por esto, los crímenes 
sexuales incluyen tanto actos físicos como no físicos con un elemento sexual”825. 
Ejemplos de estos actos son el tráfico sexual, la explotación sexual, la mutilación de 
órganos sexuales, el aborto forzado, el matrimonio forzado, el acoso sexual, la 
desnudez pública forzada o el acceso carnal violento826. Por su parte, las 
circunstancias de coerción, pueden ser causadas por temor a la violencia, 
constreñimiento, detención, presión psicológica o abuso de poder827. El hecho de 
tomar ventaja de un ambiente coercitivo o de la incapacidad de las víctimas para dar 
su debido consentimiento, constituyen también formas de coerción828. Como se 
observó en el acápite concerniente a los elementos de los hechos de VBG, este 
ambiente coercitivo se refiere al control territorial ejercido por la estructura paramilitar 
BCB en sus zonas de injerencia, además, en cada caso concreto, se evidenciaron 
formas de violencia física y psicológica, entre ellas actos de tortura, que tenían el 
propósito de coaccionar aún más a las víctimas al momento de cometer el crimen. 
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En los hechos de conocimiento presentados por este punible, se identificó lo siguiente 
en cuanto a los métodos empleados por los integrantes del BCB:  

- Transgresión del espacio privado de protección de las mujeres por parte de integrantes 
del BCB a través de la violencia sexual. Una de las formas de proceder de los 
paramilitares fue entrar a las viviendas de las víctimas y secuestrarlas para 
posteriormente abusar de ellas, o ingresar a las viviendas y dentro de ellas, cometer 
los crímenes. De la primera situación son ejemplos los casos de YMZ Y SEZ; MLC; 
PAG; SMP Y MM. 

- Sobre la segunda situación, algunas víctimas manifestaron “…yo estaba con mis niños 
sola en la casa…cuando ellos bajaron, las Autodefensas...y ahí uno de ellos empezó 
a manosearme”; “…venían dos tipos a caballo desde el lado del río con dirección a la 
casa”; “…a mí me violaron en la misma casa donde estaba durmiendo esa noche”. En 
igual sentido se observaron los casos de ALR; MAN; SMP; GAG, Y MEC. 

- La Sala observó que, como resultado de las agresiones cometidas al interior de las 
viviendas o lugares de residencia de las víctimas, se trastocó el sentido de seguridad 
que dichos espacios representan. Por esto, muchas de las víctimas se desplazaron, 
abandonando sus pertenencias, tal como ocurrió en los casos de YMJM y MMM. 

- Selección abusiva de personas en vía pública por parte de integrantes de la estructura 
paramilitar BCB, con el fin de violentarlas sexualmente. Los miembros de la estructura 
paramilitar BCB aprovecharon los retenes que montaban sobre la vía pública para 
cometer actos de violencia sexual. Durante estos, los paramilitares detenían los 
vehículos, obligaban a los pasajeros que en ellos se desplazaban a bajarse, y 
seleccionaban a mujeres para abusar de ellas con posterioridad. 

 

7. CONCLUSIONES 

Los postulados fueron condenados por los delitos de acceso carnal violento en 
persona protegida, tortura en persona protegida, apropiación de bienes protegidos, 
aborto sin consentimiento, actos sexuales violentos, deportación, expulsión, traslado 
o desplazamiento forzado y constreñimiento ilegal 

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

Página 705. Daño a la Vida de Relación: Para los casos en los cuales existan cargos 
por Esclavitud Sexual, Acceso Carnal Violento y Prostitución Forzada se valorará el 
daño a la vida de relación atendiendo a las declaraciones hechas por las víctimas, la 
descripción fáctica realizada por la Fiscalía, y demás documentos aportados en el 
acervo probatorio. Reconocidas las afectaciones por este concepto, la Sala tasará los 
perjuicios en 50 S.M.L.M.V. 
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ANEXO 6. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL AUTODEFENSAS 
CAMPESINAS DE PUERTO BOYACÁ 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 16 de diciembre de 2014 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados de las Autodefensas Campesinas de 
Puerto Boyacá (ACPB) 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☐M    

☒F  

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 4 
M:  0 

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Autodefensas Campesinas 
de Puerto Boyacá 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Rio Negro, Puerto Boyacá; 
El Centenario, Carmen de Chucurí; 
Yarima, Carmen de Chucurí; San 
Vicente de Chucurí  

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

Cada uno de los cuatro casos fueron manejados como casos 
individuales, por no coincidir más víctimas en el mismo 
territorio y tiempo. 

Política de 
grupo 

 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No 

Motivación Presunto vínculo con la guerrilla 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 

. 
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de 
discriminación 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

 

La sentencia menciona los hechos objeto de sentencia y los 
enlista de la siguiente manera:   

 
- Dos mujeres víctimas de violencia sexual quedaron 

embarazadas como producto de la violación, y una de ellas 
quedó con una enfermedad sexual permanente (hechos 10 y 16 
del patrón de “violencia basada en género” presentado por la 
Fiscalía).  

- Una mujer fue secuestrada, aprisionada, sometida por los 
combatientes a violencia sexual, obligada a cocinar para ellos y 
obedecer sus órdenes (hecho 6 del patrón de “violencia basada 
en género” presentado por la Fiscalía).  

- Una mujer fue sometida a trabajos forzados. (hecho 17 del patrón 
de “violencia basada en género” presentado por la Fiscalía) 

- Una menor de 9 años fue secuestrada, torturada, desaparecida 
y violentada sexualmente (hecho 9 del patrón de “violencia 
basada en género” presentado por la Fiscalía). 

- Dos mujeres adultas mayores fueron violentadas sexualmente 
(hechos 11 y 12 del patrón de “violencia basada en género” 
presentado por la Fiscalía).  
 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención  

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. ARNUBIO TRIANA MAHECHA 
2. ADRIANO ARAGÓN TORRES 
3. ÁLVARO SEPÚLVEDA QUINTERO  
4. ANTONIO DE JESÚS SERNA DURANGO 
5. DIDIER MOGOLLÓN AGUIRRE 
6. EULISES LOZANO CORTÉS  
7. FERNEY TULIO CASTRILLÓN MIRA 
8. GERARDO ZULUAGA CLAVIJO 
9. GUILLERMO DE JESÚS ACEVEDO MEJÍA 
10. HERIBERTO SOLANO RUBIO 
11. ISMAEL MAHECHA MAHECHA 
12. JESÚS MEDRANO 
13. JHON JAIRO PALOMEQUE MOSQUERA 
14. JORGE ALZATE BETANCOURTH 
15. JORGE ENRIQUE ANDRADE SAJONERO 
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16. JOSÉ ANSELMO MARTINEZ BERNAL 
17. IGNACIO LEÓN CAMARGO 
18. JOSÉ MANUEL PÉREZ TAVERA 
19. JOSÉ RAÚL GUZMÁN NAVARRO 
20. JUAN EVANGELISTA CADENA 
21. LUÌS ORTEGA ESPINOZA  
22. NELSON OLARTE JARAMILLO 
23. OMAR EGIDIO CARMONA TAMAYO 
24. ORLANDO DE JESÚS ARBOLEDA OSPINA 
25. ROSO SANTAMARÍA BENAVIDES 
26. RUBÉN AVELLANEDA PÉREZ 
27. WILLIAM JAVIER IGLESIAS ABRIL 

5. PREMISAS NORMATIVAS  

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer; el Protocolo facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; la Relatoría Especial sobre la violencia 
contra la mujer; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; la Convención sobre los 
derechos políticos de la mujer; la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño 
en estados de emergencia o de conflicto armado; la Declaración sobre la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer; la Declaración de la UNESCO sobre la contribución de 
las mujeres a una cultura de paz; La violencia contra las mujeres, las niñas, los hombres 
y los niños en el Estatuto de Roma; la Resolución 1325/2000 del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas. S/RES/1325/2000.413 y la Resolución1994/45 de la Comisión 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas mediante la cual se nombra una 
Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer. E/CN. 4/RES/1994/45. Estatuto de 
Roma de la CPI.  

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

Párrafo 975. La mayor parte de mujeres no fueron violadas en momentos de una 
confrontación armada y/o durante un período de esclavitud. Las violaciones resultaron 
en la invasión de los cuerpos de las mujeres, mediante la penetración de órganos 
sexuales u otras partes de los cuerpos de los perpetradores.  
 
La invasión, en todos los casos de acceso carnal, fue realizada mediante la fuerza, la 
amenaza de muerte y/o la detención. 
 

7. CONCLUSIÓN 

El Tribunal condenó a siete postulados por el delito de acceso carnal violento en 
persona protegida, por diez hechos criminales; en nueve de ellos las víctimas fueron 
mujeres y niñas; y un cargo de acto sexuales violentos en contra de una mujer.   

 

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

No se hallaron. Tampoco un capítulo de reparación dedicado a los casos de las 
víctimas de violencia sexual  
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ANEXO 7. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL AUTODEFENSAS DE 
CUNDINAMARCA 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 1 de septiembre de 2014 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados de las Autodefensas de Cundinamarca 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☒M    

☐F  

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
F: 2 
M:   

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Autodefensas de 
Cundinamarca 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos:  

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

 

Política de 
grupo 

 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No 

Motivación  

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 
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Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

 

 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención  

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. LUÍS EDUARDO CIFUENTES GALINDO, alias “El Águila”, ex comandante de las 
Autodefensas Bloque Cundinamarca. 

2. NARCISO FAJARDO MARROQUÍN, alias “Rasguño”; segundo comandante. 
3. CARLOS IVÁN ORTÍZ, alias “Martillo” o “Porremartillo”, radio operador. 
4. RAÚL ROJAS TRIANA, alias “Caparrapo” o “El Calvo”, comunicador. 
5. JOSÉ ABSALÓN ZAMUDIO VEGA, alias “Botalón”, “Buena Suerte” o “Come orejas”, 

patrullero. 

5. PREMISAS NORMATIVAS  

No se hace específica mención al marco normativo usado en el caso, pero se hace 
referencia a decisiones pasadas de esa misma Sala de Conocimiento, en las que se 
abordó dicho marco y se esbozaron las razones por las que la violencia sexual puede 
ser considera un crimen de lesa humanidad o crímenes de guerra.  

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

Párrafo 409. El postulado LUÍS EDUARDO CIFUENTES GALINDO, alias “El Águila”, 
reconoció en versión libre que los asesinatos y los actos sexuales violentos enunciados 
fueron cometidos por paramilitares de las ABC, y delató que el autor material de los 
crímenes es Saín Sotelo alias “Bigotes”; por tanto, declaró que asume la 
responsabilidad penal como comandante. En indagatoria ante la Fiscalía Seccional de 
La Palma, dentro del radicado 3125, el postulado NARCISO FAJARDO MARROQUÍN, 
alias “Rasguño”, asumió la responsabilidad penal por “pertenecer al grupo y hacer parte 
del operativo”, acogiéndose a sentencia anticipada; en consecuencia, fue condenado 
por homicidio de Luís Hernando Pérez Hernández mediante proveído de 18 de enero 
de 2010 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Palma. 
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Párrafos 971 y 972. El tipo de violencia sexual ejercido por un grupo armado ilegal, 
tiene implicaciones desde el punto de vista del derecho penal (y del procesamiento 
legal)923, pues la violencia de tipo estratégica muestra que existió un patrón de 
comportamiento criminal al interior del grupo  mientras que la violencia de tipo 
oportunista evidencia la existencia de una práctica de abuso a los civiles que fue 
tolerada por el comandante ya sea porque ocurrió sin su consentimiento y no sancionó 
al responsable o porque fue asimilada como una forma de compensación por participar 
en la guerra.  
Cuando se prueba que la violencia sexual es de tipo estratégica, los comandantes 
deben responder como “autores mediatos” o “determinadores del crimen” ya que 
impartieron una orden generalizada que era afín a un propósito grupal. Y cuando la 
violencia sexual es de tipo oportunista, los comandantes deben asumir la 
responsabilidad por “omisión”. 
 
Párrafos 1191 a 1194. En la sentencia dictada en contra de Freddy Rendón Herrera, 
alias “El Alemán” la se pronunció ampliamente en torno a la violencia sexual utilizada 
como una herramienta de poder dentro la guerra, en la que se sostuvo que esta es una 
conducta hace parte de los posibles delitos que pueden ser cometidos como crímenes 
de guerra, crímenes de lesa humanidad e incluso como genocidio.  
 
El reconocimiento por parte de la Sala de los llamados delitos sobre violencia sexual 
ha implicado reconocer:(i) la particularidad de la violencia sexual como crímenes de 
sistema es muy importante para reconocer las discriminaciones por género en la 
guerra, ya sea contra mujeres o contra hombres. Esta especificidad al judicializar este 
tipo delitos contribuye a la reconstrucción de la verdad histórica; (ii) reconocer que la 
violencia contra las mujeres en conflictos armados está íntimamente asociada a 
procesos históricos de exclusión y discriminación, que se acentúan e intensifican 
durante los conflictos armados, colocando a las mujeres indígenas y pobres en 
condiciones de vulnerabilidad, y (iii) que la situación de riesgo e inseguridad a la que 
están expuestas las víctimas, aunque es común a hombres y mujeres, afecta de 
manera diferenciada y especial a las mujeres, quienes además se encuentran ante un 
riesgo más alto. 
 
En los hechos puestos en conocimiento de la Sala, la Fiscalía informó que al exhumar 
el cuerpo de la señora Miriam Rosa Torres Beltrán (hecho 1), junto a él fueron 
encontradas prendas interiores que mostraban rasgos de violencia (brasier y panty), 
además la Fiscalía pudo establecer que la occisa tenía lesiones en la región isquio-
púbica, causadas por arma corto punzante. Circunstancias que llevan a la Sala a inferir 
razonadamente que fue víctima de violencia sexual, razón por la que se legalizará y 
condenará por el delito de acceso carnal violento en persona protegida art. 138 de la 
Ley 599 de 2000. 

7. CONCLUSIÓN 

Se emitió condena por los delitos de Homicidio en persona protegida art. 135, en 
concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de secuestro simple art. 168, tortura 
en persona protegida art. 137 y actos sexuales violentos en persona protegida, art.139. 
Concurren circunstancias de mayor punibilidad art. 58 numeral 5 de la Ley 599 de 2000 
(Caso 1) 
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Secuestro simple art. 168, concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de tortura 
en persona protegida art. 137 y actos sexuales violentos en persona protegida art. 139 
de la Ley 599 de 2000. (Caso 2) 

En el párrafo 1196, el Tribunal decidió: De la exposición de la Fiscal Delegada se sabe 
que la menor fue golpeada, amarrada, tratada con crueldad, fue manoseada por 
integrantes del grupo paramilitar, y realizaron contra su voluntad actos sexuales 
violentos. Argumentos suficientes para que la Sala legalice y condene por el delito de 
actos sexuales violentos en persona protegida art. 139 Ley 599 de 2000, en el hecho 
179. 

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

No se hallaron. Tampoco un capítulo de reparación dedicado a los casos de las 
víctimas de violencia sexual  
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ANEXO 8. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL FRENTE HECTOR 
JULIO PEINADO BECERRA 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal Superior de Bogotá-Sala de Justicia y Paz 
Fecha: 27 de junio de 2016 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Frente Héctor Julio Peinado 
Becerra (FHJPB) 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15    

☐15-18   

☐≥18 

Sexo 

 ☐M    

☐F  

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
 
F: 0 
M:  0 

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Frente Héctor Julio Peinado 
Becerra (FHJPB) 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos:  

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

 

Política de 
grupo 

 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

 

Motivación  

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 188 
 

 

 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

 

 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención  

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. Wilson Salazar Carrascal 
2. Whoris Suelta Rodríguez 
3. Francisco Alberto Pacheco Romero. 

5. PREMISAS NORMATIVAS  

Se hace mención al marco jurídico internacional en materia del delito de tortura y se 
enmarca la violencia sexual como tipología de este ilícito y se hace un estudio de las 
sentencias proferidas por el Tribunal para la es Yugoslavia y el Tribunal para Ruanda.  

Luego, se citan el Estatuto de Roma de la CPI y el Título IV del Código Penal 
Colombiano que integra los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales. 

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

En los párrafos 600 a 602, el Tribunal explicó: 
 
600. Lo que pudo observar la Sala en este ejercicio analítico, es que los actos de 
violencia sexual entendidos como métodos de tortura (por la permanencia del 
sufrimiento de la víctima en el tiempo), estuvieron relacionados principalmente con el 
acceso carnal violento que se hace de manera repetitiva o simultánea, la mutilación de 
órganos sexuales y la prostitución o esclavitud sexual forzada.  
 
601. En ese sentido, fue recurrente que en la Sierra Nevada, el cabecilla del Frente 
Resistencia Tayrona, Hernán Giraldo, obligara a las menores de edad (especialmente 
las vírgenes) a sostener relaciones sexuales con él. De hecho, cuando una madre 
sacaba a sus hijas de la zona y las enviaba a otro lugar donde no tuviera injerencia 
dicho GAOML, éste ordenaba castigarla severamente, hasta el punto de que esta 
Jurisdicción conoció el caso de una mamá que para evitar que este comandante 
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paramilitar siguiera teniendo relaciones coitales con sus hijas, las envió donde unos 
parientes en otro departamento, y Giraldo en señal de castigo, habilitó a varios de sus 
hombres para que de manera consecutiva la violaran. 
 
602. En el transcurso de algunas incursiones militares realizadas en caseríos de 
municipios estigmatizados de colaborar con la guerrilla, los integrantes del Bloque 
Norte violaban sexualmente a las mujeres, motivados por una sed de castigo, venganza 
y deseo libidinoso. Este comportamiento fue común en los grupos que dirigió Omar 
Montero Martínez, alias Codazzi, en el departamento de Magdalena (municipios de 
Sitio Nuevo, El Plato y Chibolo). 
 

7. CONCLUSIONES 

A pesar del análisis realizado por el Tribunal, no se observaron casos en los que se 
haya proferido condena contra los postulados o medidas de reparación en favor de 
alguna víctima de violencia sexual. 

8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

No se hallaron capítulos específicos sobre modelos de reparación diferenciada para 
mujeres víctimas de violencia sexual.  
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ANEXO 9. FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL BLOQUE CATUMBO 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

Tribunal: Tribunal superior de Bogotá-Sala de justicia y Paz 
Fecha: 20 de noviembre de 2014 
Tipo de decisión: Sentencia contra postulados del Bloque Catatumbo 

2. CARACTERIZACIÓN DEL PROCESO 

2.1 Identificación de las víctimas 

Edad  

  ☐0-15    

☒15-18   

☒≥18 

Sexo 

 ☐M    

☒F  

☐LGTBI 

 

Origen étnico 

☒Indígena   

☐Afrodescendiente 

☐Otro 

☒No reporta 

No. de 
Víctimas por 
sexo 
 
M: 2 
H:   

2.2 Identificación de victimario 

Estructura paramilitar a la que 
perteneció: Autodefensas de 
Cundinamarca 
  

Territorios donde ocurrieron los 
hechos: Norte de Santander, 
Cesar, Córdoba, Bolívar Guajira 
Atlántico y Sucre.  

3. ELEMENTOS DE ANÁLISIS 

Categoría Marco fáctico 

Acto 
individual o 
grupal 

Todos los casos fueron actos que, se cita, fueron cometidos 
por individuos pertenecientes al Bloque Catatumbo.  

Política de 
grupo 

Sí, en el párrafo 1299 de la sentencia se indica lo siguiente: 
En ese sentido, la Sala destaca que estas prácticas hicieron 
parte de planes y políticas susceptibles de entenderse como 
un conjunto de acciones que pudieron tener o no relevancia 
jurídica desde el punto de vista de adecuación típica, si se 
observan aisladamente del contexto del conflicto. En ese 
sentido, el reconocimiento de las prácticas fundadas en la 
VBG no se limitaron a la formalización que conlleva la 
dogmática jurídica penal sustantiva, en procesos concretos 
de análisis de subsunción, sino que se adoptó una visión más 
amplia, atendiendo la dinámica disímil y compleja del conflicto 
armado colombiano encierra, las cuales se desplegaron 
como un entramado deliberado en contra de la población civil 
para obtener ventajas estratégicas.311 Con ello se persigue 
que las víctimas cuenten con la posibilidad de que obtengan 
la garantía de no repetición, les sean reparados sus perjuicios 
y se persiga un propósito colectivo de prevención general. 

Con ayuda o 
aquiescencia 
del Estado 

No, pero en la sentencia se hace la siguiente advertencia: 
Párrafo 1297. Con base en lo anterior, surgen razones 
suficientes para considerar que el Estado colombiano está en 
la obligación de reconocer la comisión de graves infracciones 
en contra del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, conforme 
a los instrumentos que respaldan y promueven los derechos 



JUZGAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN JUSTICIA Y PAZ 191 
 

 

 

de las mujeres a vivir digna y libremente, a saber: a) 
Declaración Universal de Derechos Humanos, b) el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, c) la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, d) la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, y e) la Convención 
interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer. 

Motivación Control social 

La víctima era 
combatiente o 
familiar de 
combatientes 

No 

De acuerdo al contexto 

Si el acto se 
cometió con 
fines 
terroristas 

No se hace mención 

Si la conducta 
se realizó 
como un acto 
de 
discriminación 

 

Si el acto iba 
acompañado 
de otros 
delitos (en 
particular: 
trata de 
personas, 
tortura o 
mutilaciones, 
feminicidio, 
genocidio, 
extorsión, 
aborto) 

Sí. Fueron citados entre otros, los delitos de prostitución 
forzada o esclavitud sexual, aborto sin consentimiento, 
tortura en persona protegida, detención ilegal y privación del 
debido proceso, tortura en persona protegida, aborto sin 
consentimiento; deportación, expulsión, traslado o 
desplazamiento forzado de población civil; tratos inhumanos; 
degradantes y experimentos biológicos en persona protegida. 

Si la conducta 
se declaró 
crimen de lesa 
humanidad 

No se hace mención  

Si la conducta 
se declaró 
crimen de 
guerra 

No se hace mención  

4. POSTULADOS CONDENADOS 

1. Salvatore Mancuso Gómez  
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2. Edgar Ignacio Fierro Flores  
3. Jorge Iván Laverde Zapata  
4. Uber Enrique Banquéz Martínez  
5. José Gregorio Mangones Lugo  
6. José Bernardo Lozada Ortiz 
7. Leonardo Enrique Sánchez Barbosa  
8. Sergio Manuel Córdoba Ávila  
9. Miguel Ramón Posada Castillo 
10. Julio Manuel Argumedo García  
11. Oscar José Ospino Pacheco  
12. Hernando de Jesús Fontalvo Sánchez 

5. PREMISAS NORMATIVAS  

Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la 
Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer. 

6. ENUNCIADOS EMPÍRICOS 

 
Párrafo 1295. Las conductas que involucraron las VBG no solo perseguían conseguir 
el sometimiento de una población concreta, ni regular la disciplina de las tropas, 
también se empleó como una forma de brindar una recompensa o halago para los 
líderes y comandantes del aparato armado; actos a los que en algunos casos debieron 
asistir la comunidad en espacios abiertos y públicos. 
 
Párrafo 1296. La instrumentalización del concepto de lo femenino fue un ejemplo de la 
estrategia paramilitar orientada a establecer relaciones con la población civil, la clase 
política, los organizaciones de carácter privado, y desde luego, para menguar al 
enemigo.301La evidencia indica que hubo en repertorio de prácticas violentas que 
descansaron sobre las bases de la manipulación de valores que encierra la pertenencia 
a un grupo cuya identidad ésta determinada por su género, no solo para conseguir fines 
estratégicos de la organización armada, sino como el aprovechamiento oportunista de 
ejercer y detentar la fuerza en medio de la guerra. 

7. CONCLUSIÓN 

Se emitió condena por los delitos de Homicidio en persona protegida art. 135, en 
concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de secuestro simple art. 168, tortura 
en persona protegida art. 137 y actos sexuales violentos en persona protegida, art.139. 
Concurren circunstancias de mayor punibilidad art. 58 numeral 5 de la Ley 599 de 2000 
(Caso 1) 

Secuestro simple art. 168, concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de tortura 
en persona protegida art. 137 y actos sexuales violentos en persona protegida art. 139 
de la Ley 599 de 2000. (Caso 2) 

En el párrafo 1196, el tribunal decidió: De la exposición de la Fiscal Delegada se sabe 
que la menor fue golpeada, amarrada, tratada con crueldad, fue manoseada por 
integrantes del grupo paramilitar, y realizaron contra su voluntad actos sexuales 
violentos. Argumentos suficientes para que la Sala legalice y condene por el delito de 
actos sexuales violentos en persona protegida art. 139 Ley 599 de 2000, en el hecho 
179. 
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8. ÓRDENES ESPECÍFICAS 

Sí, en el párrafo 1308 se ordena lo siguiente: Como medida de reparación se insta al 
Ministerio de la Protección Social y a las Secretarías de Salud de Magdalena, Bolívar, 
Sucre y Córdoba para que se implemente un programa integral e interdisciplinario que 
se orienté a brindar apoyo a las mujeres y hombres víctimas de violencias sexuales y 
de actos de VBG así como a sus núcleos familiares e hijos que hubieren podido resultar 
afectados por dichas conductas, permitiendo reconocer y comprender el conjunto de 
discriminaciones de género que marcaron los reportorios de violencia ejercidos en la 
región. 
 
Párrafo 1312. Se insta a la Fiscalía General de la Nación para que se adelanten 
investigaciones orientadas a establecer la responsabilidad de quienes ejercieron 
violaciones sexuales y conductas de VBG que hubieren cometido miembros de la 
Fuerza Pública. 
 
Párrafo 1313. Se insta al Estado colombiano, al Ejército Nacional y a la Policía Nacional 
a realizar un compromiso público de cero tolerancia frente a crímenes de violencia 
sexual por parte de los agentes de la fuerza Pública, incorporando a su vez en los 
programas de ascenso de sus oficiales y sub-oficiales, cursos sobre derechos humanos 
con un énfasis especial en perspectivas de género y discriminación. 
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Anexo 10. Malla para análisis del discurso en las sentencias de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal 
Superior de Bogotá  

 
 
Nota: La sistematización de datos presentada tiene como base las fichas de análisis construidas para cada una de las 
sentencias, en las cuales se tiene en cuenta un análisis del discurso a partir de las premisas jurídicas, fácticas y las 
conclusiones contenidas en cada decisión judicial analizada (Anexos 1 al 9).
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